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5esta edición de la revista Latinoamericana de Política comparada aborda dos temas
de crucial importancia: el presidencialismo y la calidad de la democracia. sobre el
primero, presentamos un texto de Laurence Whitehead, “El sistema presidencial

mexicano en perspectiva comparada”, el cual, luego de pasar revista de las diferentes varieda-
des del presidencialismo en américa Latina, se centra en el caso de méxico.

con la finalidad de realizar un estudio pormenorizado del sistema presidencial, el autor
desarrolla sus argumentos en dos partes: la primera, que trata de la duración y variedad de
mandatos; presidentes y partidos; presidentes y fuerzas de seguridad; presidentes y gobier-
no; presidencia y poder legislativo; presidentes y poder judicial; reformas incrementales y
modelos contextualizados. La segunda, se dedica al estudio del presidencialismo en méxico
desde 1917.

como menciona Whitehead, lejos de pensar en la abolición del sistema presidencial,
es más útil analizar las distintas variedades que adopta en la región, con el fin de detectar
sus debilidades y plantear a futuro correctivos que permitan construir regímenes políticos
de calidad.

si se toma en cuenta las reglas formales e institucionales de los regímenes presidencia-
les en la región, se aprecia que esto se cumple parcialmente. sin embargo, es el análisis de
los elementos informales y no institucionalizados del sistema que se pueden obtener pistas
de los problemas y dificultades para que el sistema presidencial no esté funcionando ade-
cuadamente.

Hay tres aspectos que llaman la atención del autor y que son claves: el bajo grado de
institucionalización del régimen democrático, la incursión e influencia de un poder del
estado sobre otro y la presencia de convenciones tácitas e informales que afectan el com-
portamiento del ejecutivo. el segundo tema que es abordado en esta edición de la revista
Latinoamericana de Política comparada tiene que ver con la calidad de la democracia.

si en décadas pasadas el interés de quiénes hacen ciencia política y política comparada
fueron los análisis de las transiciones y consolidación, la propia realidad, más que la diná-
mica interna de la disciplina, nos pone enfrente de un tema de mucha actualidad: la cali-
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dad de la democracia. Los estudios que hasta al momento se han hecho sobre calidad de la
democracia han incitado intensos debates. La cuestión está no solamente en cómo definir
“calidad de la democracia” sino también en cómo medirla. He allí la parte difícil. ¿cuál es
la definición y cuáles son los indicadores que deberíamos usar para medir la calidad de la
democracia?

con el fin de recoger lo más actual del debate, esta edición trae textos de scott
mainwaring, timothy r. scully, Jorge vargas-cullell, daniel Levine, José enrique molina
y marcus andré melo.

el artículo de scott mainwaring, timothy r. scully y Jorge vargas-cullell, “Measuring
Success in Democratic Governance”, es parte de un libro publicado en el 2009 “democratic
governance in Latin america”. a diferencia de otros autores que trabajan el tema calidad
de la democracia, mainwaring, scully y vargas-cullell destacan la importancia de evaluar
ciertas dimensiones de la gobernabilidad democrática. más específicamente, su enfoque
consiste en medir resultados de políticas en torno de indicadores como nivel de democra-
cia, estado de derecho, control de la corrupción, crecimiento económico, inflación, crea-
ción de empleo, pobreza, educación y seguridad ciudadana.

el artículo de Jorge vargas-cullell, en cambio, titulado “La calidad de la democracia y
el estudio comparado de la democratización”, trata de llenar ciertos vacíos que aparecen a
medida que se profundiza en los estudios de calidad de la democracia. destaca que, pese a
que los últimos años se han multiplicado estudios en éste ámbito, todavía queda mucho
por hacer para pasar de un concepto derivado a un programa robusto de investigación
comparada.

Insiste en la necesidad de definir con cuidado los enlaces conceptuales entre democra-
cia, calidad de la democracia y democratización. el estudio de la calidad de la democracia
requiere incluir aspectos que van más allá de la definición procedimental de régimen polí-
tico. es preciso, afirma vargas-cullell, comparar la calidad (o calidades) de las políticas
democráticas con parámetros firmemente sustentados en teorías comparativas de la demo-
cracia.

esta perspectiva aplica vargas-cullell en su artículo. este se divide en dos partes: la pri-
mera, desarrolla los conceptos de democracia, calidad de la democracia y democratización.
en la segunda, tomando en cuenta estos conceptos, profundiza en el análisis de la calidad
de la democracia en centroamérica. de lo cual, concluye que ésta no sólo varía en térmi-
nos absolutos sino también relativos en los países de la subregión. esto significa que,
tomando en cuenta las 4 dimensiones que toma en consideración en su estudio, la calidad
de la democracia de los sistemas electorales y de la participación cívica es más alta que la
calidad de la inclusión ciudadana y la del estado democrático de derecho. Lo dicho se apre-
cia en guatemala, Honduras y ñicaragua.
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el artículo de daniel Levine y José enrique molina, Calidad de la democracia: fortale-
zas y debilidades en América Latina, luego de presentar su propia definición de calidad de
la democracia y las dimensiones que se derivan de ella, realizan una evaluación en un con-
junto importante de países de américa Latina.

su definición de calidad de la democracia se deriva de los trabajos de robert dahl
(1971 y 1998), fundamentalmente de su concepción procedimental de democracia. es
decir, de un conjunto de procedimientos y derechos que la sustentan “mediante los cuales
los ciudadanos de un país pueden elegir a sus gobernantes, influir en sus decisiones y exi-
girles responsabilidad. de ahí la razón por la cual Levine y molina utilizan cuatro dimen-
siones para evaluar la calidad de la democracia. estos son: decisión electoral, participación,
rendición de cuentas y respuesta a la voluntad popular y soberanía.

La calidad de la democracia, de acuerdo a Levine y molina, no es un fenómeno de
suma cero, sino más bien una escala que, partiendo del cumplimiento de los criterios antes
anotados, va de lo mínimo aceptable a la situación óptima.

de esta manera, la democracia se define como “el conjunto de procedimientos y dere-
chos que los sustentan, mediante los cuales los ciudadanos de un país pueden elegir a sus
gobernantes, influir en sus decisiones y exigirles responsabilidad” (Levine y molina, 2011).
calidad de la democracia, en cambio, viene a ser la medida en que los ciudadanos partici-
pan informadamente de los procesos antes descritos.

estas dimensiones son tomadas en cuenta para el análisis de los casos de argentina, bolivia,
brasil, chile, colombia, méxico, ñicaragua y venezuela. Información detallada de cada país se
encuentra desarrollado en el artículo que presentamos en esta edición de la revista.

dentro de esta compilación de destacados artículos sobre la calidad de la democracia,
incluimos uno de marcus andré melo. a diferencia de los otros análisis, melo evalúa de
manera detallada uno de los mecanismos de accountability como son las elecciones y de
manera particular los tipos de voto que los electores pueden ejercer. en este sentido, en
lugar de optar por la aplicación de una o varias dimensiones existentes para medir la cali-
dad de la democracia, melo analiza en profundidad una de ellas. Uno de los postulados
que pone en discusión es el siguiente: “cuanto más fragmentado se encuentra el poder,
menor es la claridad de la responsabilidad y, consecuentemente, más limitada es la capaci-
dad de los ciudadanos para controlar a sus gobiernos”.

esto le lleva a pensar en la necesaria vinculación e incidencia de diseño institucional y
responsabilización. Lo que quiere decir el autor es que el potencial de responsabilización
varía ampliamente en función de los arreglos institucionales o constitucionales de un país.

esperamos que este nuevo esfuerzo de la revista Latinoamericana de Política
comparada sea del interés de nuestros lectores y represente al mismo tiempo un aporte
para nuestra disciplina.
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El sistema presidencial mexicano en
perspectiva comparada

Laurence Whitehead*

Resumen
el presente artíulo analiza el sistema presidencialista mexicano desde una perspectiva comparada. en
primer lugar se habla sobre las variedades del presidencialismo en las repúblicas constitucionales lati-
noamericanas que buscan construir regímenes democráticos de alta calidad, con especial atención en
la cuestión de la “calidad” de la democracia, y en los aspectos informales y no institucionalizados de
los sistemas presidenciales de la región. La segunda parte ofrece un análisis del sistema político mexi-
cano. finalmente, en la conclusión se consideran algunas reformas que podrían fortalecer la legiti-
midad presidencial y aumentar la “calidad” de la democracia mexicana.

Palabras claves: state-crafting, presidencialismo, democratización, calendario electoral, méxico.

Abstract
this essay analyses the mexican presidentialist system from a comparative perspective. In the first part
we discuss the variety of presidentialism within the Latin american constitutional republics, which
pursue the edification of high-quality democratic regimes, with a special attention on the quality of
democracy, and on the informal and non-institutionalized aspects of the presidential systems of the
region. the second part of the essay offers an analysis of the mexican political system. finally, the con-
clusion considers some reforms that may fortify the presidential legitimacy and increase the quality of
mexican democracy.

Keywords: state-crafting, presidentialism, democratization, electoral calendar, méxico.

* este texto fue elaborado en base a la conferencia presentada en el seminario Internacional sobre ciencia
Política, organizado por Idea Internacional en la ciudad de méxico, del 6 al 7 de febrero de 2008. Laurence
Whitehead es profesor en ñuffield college en la Universidad de óxford. sus libros más recientes son Latin
America: A New Interpretation (Palgrave, segunda edición 2009); Democratization: Theory and Experience
(óxford University Press, 2002); Emerging Market Democracies: East Asia/Latin America (Johns Hopkins
University Press, 2002), entre otras publicaciones. además, pertenece a la red de estudios sobre
gobernabilidad para el desarrollo, red euro-latinoamericana y dirige el área de estudios mexicanos en el
centro de estudios mexicanos de la Universidad de óxford.
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Introducción

existen varios estudios en la ciencia Política que contrastan el “presidencialismo”
con el “parlamentarismo”. Pero esta dicotomía resulta poco útil para aquellos que
están interesados en el tema del diseño institucional. después de todo, muchas

veces los sistemas parlamentarios más exitosos son monarquías (gran bretaña, dinamarca,
suecia y españa). si el jefe de estado es determinado por sucesión dinástica entonces no
puede haber un presidente elegido directamente para un período fijo y el diseño del siste-
ma democrático tendrá que ajustarse a esta restricción.

de igual manera, en el hemisferio occidental hay varias repúblicas constitucionales con
presidentes elegidos que cumplen las funciones de jefe del ejecutivo, jefe de estado e inclu-
sive de comandante en jefe de las fuerzas armadas. después de enraizarse en la conciencia
colectiva es muy difícil pensar en la abolición de este sistema. Incluso los pocos intentos
para disminuir el dominio del presidencialismo no han prosperado (por ejemplo, el eje-
cutivo colegial en Uruguay o el referéndum para pasar del presidencialismo a un sistema
monárquico o parlamentario en brasil). Por esta razón, en vez de debatir el presidencialis-
mo, es más útil analizar las distintas variedades del presidencialismo en las repúblicas cons-
titucionales que buscan construir regímenes democráticos de calidad.

2. Reformas, reglas formales y meta-constitucionales

se puede mirar las variedades del presidencialismo desde una perspectiva formal e institu-
cionalizada, estudiando las normas constitucionales que definen el rol, las atribuciones y
obligaciones del poder ejecutivo en relación con el resto de poderes del estado o se puede
analizar los elementos informales y no institucionalizados de los regímenes. este ensayo se
concentra sobre estos últimos aspectos, enfocándose en el bajo grado de institucionaliza-
ción, la incursión por parte de una rama del gobierno en las esferas de actividad que deben
de ser tratadas por otros y las convenciones tácitas o informales que afectan el comporta-
miento del poder ejecutivo.

el análisis de la diversidad de las prácticas en américa Latina y, en el caso concreto de
méxico, muestra que sólo una minoría de países cumple estrictamente con las reglas for-
males. además, se observa que el cambio de reglas diseñadas para “mejorar los incentivos”
puede perturbar los acuerdos tácitos, provocando resistencia emocional o produciendo
consecuencias no anticipadas por sus autores. Precisamente, fue esto lo que los reformistas
brasileros de la década de los noventa aprendieron lenta y dolorosamente. Por esta razón,
las reformas deben adaptarse a los contextos locales y a las costumbres populares de cada
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país. debemos ser modestos con nuestros diagnósticos y prescripciones, por lo que resul-
ta conveniente buscar una evolución incremental (que tiene menos probabilidad de causar
daños) que seguir recetas prefabricadas.

3. Las variedades del presidencialismo latinoamericano

3.1 Duración y variedad de mandatos

américa Latina tiene una larga historia de gobiernos presidenciales, que va desde los
gobiernos más duraderos a nivel mundial hasta los más cortos y fugaces. en un extremo,
tenemos los casos de fidel castro (45 años en el poder), stroessner (40 años), Porfirio
díaz (35 años) y quizás Hugo chávez (que gobierna hace 12 años y ha expresado su
buena disposición para “servir la patria” hasta el 2050). en el otro extremo, tenemos en
méxico a francisco madero quien duró poco más de un año y fue asesinado junto a su
vicepresidente cuando Huerta tomó el poder. después de esto, méxico nunca más per-
mitió que un presidente fuera desplazado por su sucesor (el puesto de vicepresidente
nunca fue restablecido). en argentina, después de que fue depuesto el presidente de la
rúa, nada menos que cuatro políticos ocuparon la casa rosada –sólo durante una o dos
semanas a la vez– hasta que el partido Peronista se restableció y otorgó a los Kirchner el
control familiar dinástico.

en lo que dice respecto al cumplimiento total o parcial del mandato (sin extensiones),
la norma no es el cumplimiento estricto de la reglas.

en los últimos diez años, cuatro presidentes argentinos, tres presidentes bolivianos y
cuatro presidentes ecuatorianos fueron destituidos después de protestas populares o como
resultado de un rompimiento del orden civil, mucho antes de completar sus mandatos
constitucionales.

el derrocamiento de fujimori en Perú después de su intento de perpetuarse en el
poder por un tercer mandato es otro ejemplo. del otro lado de la balanza están los pre-
sidentes de brasil, colombia y venezuela, quienes, una vez en funciones, cambiaron la
constitución una vez en funciones, no sólo para establecer el principio de la reelección
en abstracto sino, lo que es más grave, para que se les permita presentarse como candida-
tos nuevamente. Los presidentes de bolivia y ecuador se encuentran haciendo lo mismo,
emprendiendo así una reingeniería constitucional que les permitirá renovar sus manda-
tos. en contraste, tenemos el caso mexicano, donde todos los presidentes desde 1934 han
sido escrupulosos en servir un sólo mandato de seis años. ñi más ni menos. esta regla y
la consigna “sufragio efectivo, no reelección” forma parte del patrimonio político mexi-
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cano1 y son una característica absolutamente central en la vida política mexicana hasta el
día de hoy. existen otras pocas repúblicas (como Honduras antes del 2009) donde se
puede observar un apego similar al calendario constitucional. Pero estos son casos aleja-
dos de la norma, ya sea bajo condiciones autoritarias o democráticas.

3.2 Presidentes y partidos

en términos de la relación entre presidente y los partidos políticos hay varias configuracio-
nes posibles. algunos presidentes tomaron el poder y sólo después organizaron sus parti-
dos políticos (calles, castro, Perón, vargas y balaguer y, más recientemente, chávez y
–quizás– correa en ecuador); otros ascendieron al poder a través de partidos políticos tra-
dicionales y bien afianzados (varios presidentes colombianos, uruguayos y costarricenses;
Lionel fernández, Los colorados paraguayos; quizás Lula y daniel órtega; y la gran mayo-
ría de los presidentes mexicanos, por lo menos hasta Zedillo). algunos llegaron al más alto
cargo con el apoyo de partidos políticos que después desecharon (rené barrientos o
manuel ñoriega, y quizás sánchez de Lozada); y otros tuvieron que funcionar dentro de
un sistema político caracterizado por estructuras poco consolidadas, sin partidos fuertes ni
antes ni después de su investidura (el caso de fujimori o batista).

3.3 Presidentes y fuerzas de seguridad

Hasta los años ochenta, la mayoría de los presidentes latinoamericanos ascendieron al
poder por vía de la promoción de las fuerzas armadas. Pero también han habido presiden-
tes civiles, quienes con mayor o menor éxito intentaron frenar el poder autónomo de las
fuerzas armadas. en costa rica, Panamá y Haití éstas fueron abolidas. sin embargo, son
varios los presidentes que han debido esforzarse para prevenir la insubordinación militar
(es el caso de bolivia, ecuador, guatemala, Paraguay e incluso colombia y venezuela) y
dedicarse a cultivar el apoyo de los altos mandos militares (dentro de este punto el control
ejecutivo sobre los ascensos militares es crucial). a pesar de sus poderes formales, tradicio-
nalmente los ministerios de defensa y los comités del congreso de monitoreo no han ejer-
cido sus funciones de control de forma adecuada por lo que sólo el presidente con el grado
de comandante en jefe ha tenido la autoridad para resolver la mayor parte de los temas de
la política de seguridad.

1 alan Knight ha comparado esto a los eslóganes de los Progresistas norteamericanos – “Un voto real y no un
mandón”.
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3.4 Presidentes y gobierno

el dominio presidencial es altamente volátil en muchos países y existe bastante variabilidad
entre los poderes ejecutivos de la región. en principio, el presidente y su equipo controlan
el gabinete y el resto de los funcionarios públicos. Hay reglas formales que ayudan a consa-
grar esta supremacía (el poder de nominar y destituir ministros y otros funcionarios minis-
teriales). sin embargo, varios presidentes han experimentado altos y bajos en su capacidad
de dominar sus gabinetes y otras esferas públicas, aún en el transcurso de un mandato pre-
sidencial “normal”. Los casos de salvador allende, raúl alfonsín, fernando belaúnde,
francisco toledo y Humberto mejía son ejemplos de esto. Pero incluso esta generalización
sobre el presidencialismo latinoamericano debe ser matizada: el presidencialismo en costa
rica o en Uruguay está muy alejado del que existe en el salvador o en venezuela.

existen también diferentes grados de personalización del poder presidencial. en la tra-
dición política mexicana, existe un contraste entre los poderes formales prescritos en la
constitución de 1917 y las prerrogativas “meta-constitucionales” que fueron utilizadas por
todos los presidentes del PrI (Partido revolucionario Institucional) desde 1929 hasta el
2000. a partir de este último año, los poderes informales fueron radicalmente frenados.
Pero no todos los presidentes del PrI ejercieron un dominio político uniforme (el contras-
te entre carlos salinas, su predecesor y su sucesor).

3.5 Presidencia y poder legislativo

también hay mucha variabilidad en términos de las relaciones entre los diferentes poderes del
estado. con respecto a las relaciones entre los poderes ejecutivo y legislativo, en un extremo
tenemos a los presidentes elegidos democráticamente quienes controlan o excluyen totalmen-
te al congreso electo. tal como lo hizo el presidente rafael correa quien boicoteó las eleccio-
nes del congreso, dejando ese cuerpo sin representante. Por otro lado, tenemos la situación
en méxico donde el congreso bicameral conoce cuáles son sus poderes formales; además que
cualquier presidente tiene por seguro que los dos partidos opositores más grandes superarán
en número a sus partidarios en el congreso. entre un extremo y otro, encontramos casos in-
termedios como el de la república dominicana, donde debido a las peculiaridades del siste-
ma electoral, el presidente fernández fue confrontado por un congreso dominado por los
seguidores de su desacreditado predecesor durante la primera mitad de su mandato, y después
se benefició de una mayoría legislativa durante la segunda parte de su mandato.2

2 en la literatura dedicada a esta área de estudio, los temas recurrentes son dos: los peligros del mandato
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en general, la cooperación y coexistencia estable entre el poder ejecutivo y el congreso
es la excepción y no la norma. es más común una relación con altos y bajos –en la cual
cada rama del gobierno se esfuerza por dominar a la otra– que lo previsto por los teóricos
originales de la separación de poderes.

3.6 Presidentes y poder judicial

en teoría, el poder judicial tendría que mantener el equilibrio entre los poderes ejecutivo
y legislativo, pero existen varios estilos diferentes de interacción entre estos poderes. el
comportamiento errático y la falta de continuidad pueden ser identificados como rasgos
institucionales prominentes. Un presidente que se limita a cumplir estrictamente con los
fallos judiciales y con las normas constitucionales, probablemente no será visto como un
modelo de virtud republicana sino como un débil representante de su cargo. Pero son
pocos los presidentes –incluyendo los que fueron magistrados– que actúan así.

Los intentos de control del poder judicial son recurrentes en la región. tenemos el
ejemplo del presidente evo morales de bolivia, quien intentó remplazar a los miembros
poco colaboradores de la corte suprema y del tribunal constitucional. a éste se suma el
reciente caso de ñicaragua. el problema subyacente es que muchas veces los actores polí-
ticos y la ciudadanía no ven a sus cortes como intérpretes neutrales de la ley. Por lo que
se aceptan las sentencias que son benéficas y se rechazan las que no lo son, cuestionando
así la composición o el profesionalismo de los tribunales. Hay muchos jueces que carecen
de credibilidad y apenas consiguen disfrazar el oportunismo de sus sentencias, aunque en
los últimos veinte años es cada vez mayor el número de jueces altamente preparados.

3.7 Reformas incrementales y modelos contextualizados

se podría concluir que el balance del presidencialismo en américa Latina no es muy alen-
tador para la “calidad de la democracia” y la “consolidación” institucional. Las varias prác-
ticas que señalo tienden a generar inseguridad y ansiedad, en lugar de estabilidad social y
previsibilidad. Pero se puede mirar la cuestión desde otro ángulo, observando los procesos

presidencial fijo y la dificultad que tiene el poder ejecutivo para crear coaliciones –ya que un presidente
puede ser obligado a reestructurar su gabinete para generar una coalición de mayoría en el legislativo,
introduciendo una pugna de poderes en el “corazón” del gobierno–. de manera más reciente se ha des-
arrollado una literatura rica sobre “presidencialismo de coalición” en brasil, donde el ejecutivo busca cons-
truir su mayoría congresal, a pesar de la fragmentación partidaria en base a gabinetes “contra natura” entre
partidos ideológicamente dispares.
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de reforma institucional incrementales y de largo alcance que propician una mayor coor-
dinación entre las diferentes ramas del gobierno. Para mejorar la calidad de la democracia,
el camino a seguir será el de crear las condiciones para que puedan funcionar plenamente
las instituciones democráticas a través de un proceso incremental de “ensayo-error”.

esa es la visión que se propone en este ensayo y es también la postura de un grupo de
expertos que trabajan actualmente sobre el desarrollo democrático en brasil desde una
perspectiva de “state-crafting”.3 si es posible aplicar esta perspectiva en el caso del brasil –la
mayor república latinoamericana– seguramente se podrá aplicar también en el análisis de
la democratización en otros países (incluyendo méxico). a continuación se presenta una
breve descripción del proceso de state-crafting de la reforma del presidencialismo en brasil.

entre la presidencia fallida de collor de mello, que pecaba de casi todos los defectos
que ó’donnell considera típicos de una “democracia delegativa”4, y en las presidencias de
fernando Henrique cardoso en adelante, ha existido un proceso gradual de state-crafting
democrático desde la inauguración de la constitución de 1988, la cual estableció un régi-
men presidencial-parlamentario con horizontes de tiempo alargados, con mejores mecanis-
mos para la resolución de disputas y mayor transparencia. Hay otros ejemplos como el de
Uruguay y quizás el de república dominicana, que también demuestran que no todas las
repúblicas latinoamericanas están entrampadas dentro de un equilibrio institucional de
“baja calidad”.5

el gradualismo e incrementalismo de la perspectiva de state-crafting contrasta con la
tradición de la ciencia Política, en la que se analizan los regímenes latinoamericanos usan-
do un modelo idealizado del sistema presidencial de los estados Unidos como “medida”
comparativa. con esto, no sólo se sobrevalora la estabilidad y funcionalidad del sistema
norteamericano, sino que se presenta un caso atípico como modelo universal.

en el hemisferio occidental, sólo en los estados Unidos el primer mandatario preside
claramente una religión cívica que promueve la homogenización.6 el monitoreo del siste-
ma por parte de la corte suprema, la estructura excepcional y altamente desarrollada de

3 Un ejemplo de esta perspectiva es Lourdes sola y Laurence Whitehead (coord.), StatecraftingMonetaryAuthority.
óxford: centro de estudios de brasil, 2000.

4 véase, guillermo ó’donnell, “delegativedemocracy,” Journal of Democracy 5, enero de 1994: 56-69.
5 generalmente, chile tiene puntajes muy altos en este dominio. ño hay duda que su presidencialismo

democrático está altamente institucionalizado en comparación con otros países de la región. sin embargo,
el congreso chileno sigue desterrado de la capital y la constitución vigente no tiene un origen democráti-
camente legítimo. también cuando se habla de la “calidad” de esta democracia hay que considerar que un
marco institucional muy rígido puede convertirse en una camisa de fuerza, apartando a los votantes de sus
mandatarios. el caso chileno conduce a una reflexión: estas características llevadas al extremo pueden cons-
tituir un impedimento para el accountability de un régimen presidencial desinstitucionalizado.

6 también existe una religión democrática cívica bastante fuerte en costa rica, pero esta es una sociedad
pequeña y, además, la unidad nacional se forja a través del proceso electoral y no a través de la presidencia.
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la ley constitucional y la judicialización de la política7 en los estados Unidos tampoco tie-
nen contraparte. además, no existe ningún poder hegemónico externo, ninguna autoridad
internacional legal o ningún imperativo de seguridad que pueda limitar la discreción pre-
sidencial norteamericana y no existe ningún ex-presidente de los estados Unidos que se ha
exiliado o ha buscado el apoyo de defensores externos. en contraste, todos los demás jefes
de estado de la región deben lidiar con las potenciales limitaciones externas y, hasta hace
poco, casi todos los antiguos presidentes latinoamericanos tuvieron que enfrentarse a la
posibilidad de retaliación después salir de sus cargos. muchos siguen buscando ascilo o
protección profesional en el exterior.

existen dos medidas para juzgar la calidad de las configuraciones institucionales: se
puede comparar la práctica real con un modelo ideal, o se puede contrastar una práctica
con lo que se considera el ejemplo de “mejor prácticas” en el mundo real. en el primer
caso, la naturaleza unidimensional de la idealización puede impedir un análisis realista de
las posibilidades; y en el segundo, el problema es la capacidad (y conveniencia) de transfe-
rir las prácticas de un país a otro. Ha existido una tendencia entre algunos especialistas del
presidencialismo de considerar que el sistema norteamericano no sólo es el “mejor caso”
sino también el “modelo ideal”, argumento que multiplica la posibilidad de un juicio dis-
torsionado.

en resumen, los modelos de política presidencial y de diseño institucional que se basan
sobre el ejemplo sui generis de los estados Unidos, probablemente no resulten útiles para
comprender la política presidencial de américa Latina. si las lecciones comparativas son
inapropiadamente generalizadas, lo más probable es que se pierda la capacidad de ver lo
que pasa en cada contexto específico. así también se debe evitar prescribir reformas en base
a modelos ideales o idealizados. ñadie prescribiría el sistema chileno establecido con la
constitución de 1980 como modelo universal. Para prescribir reformas se precisa analizar
la estructura y prácticas informales específicas y, sobre todo, ser modesto y prudente, pre-
tendiendo encontrar un cambio incremental en lugar de proponer modelos que supuesta-
mente tienen una aplicación “universal”. con estas consideraciones en mente, miremos los
aspectos específicos del presidencialismo mexicano.

7 de los 44 presidentes norteamericanos, 26 han sido abogados (incluyendo a óbama, quien fue profesor de
derecho).
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4. El presidencialismo en México desde 1917

Los poderes formales de la presidencia mexicana inscritos en la constitución de 1917 son
relativamente restringidos en comparación a los de otros sistemas presidenciales. el con-
greso y la soberanía formal de los estados constituyentes de la federación limitan al poder
presidencial. estas “reglas del juego” surgieron de la revolución anti-porfiriana. Pero exis-
te una concepción alternativa de liderazgo, que en su forma más extrema puede etiquetar-
se como “imperial” (por ejemplo Iturbide y maximiliano).

Las presidencias más estables se han basado en un equilibrio entre la aplicación de nor-
mas que limitan el poder del gobierno y las reglas meta-constitucionales que han permiti-
do un dominio firme y personalizado del poder. Porfirio díaz estableció un gobierno per-
sonalizado que duró treinta y cinco años disfrazado por las formalidades constitucionales.
el PrI mejoró la fórmula e institucionalizó su ascendencia como partido dominante por
un período dos veces más largo. así, superó la imperfección clave del sistema porfiriano
–el jefe de estado irremplazable– estableciendo la regla del estricto cumplimiento de man-
datos de seis años.

4.1 Calendario electoral y partido dominante

Lo excepcional en este caso es que ciertas reglas no sólo se convirtieron en una rutina sino
que casi se sacralizaron –elevándolas hasta por encima de la esfera del control humano–,
mientras que otras se transformaron en simples formalidades o adornos decorativos. así,
el calendario fijo de la constitución de 1917 fue un imperativo incuestionable, pero
muchas de las otras provisiones constitucionales limitantes fueron desvirtuadas con total
impunidad, gracias a la disciplina del partido en el poder y su apoyo a una serie de pode-
res meta-constitucionales para el presidente.

el período presidencial sexenal puede ser ampliamente definido por las alternativas que
rechaza, tales como: la gobernanza dinástica, la perpetuación en el poder, el golpismo, la
deliberación militar, el ejecutivo dividido y el mandato demasiado corto o inseguro (impo-
sibilitado de implementar políticas efectivas y duraderas). Lo que convierte a estas máxi-
mas cautelares en un imperativo categórico del atrincheramiento del período sexenal,
reforzado por prácticas políticas que controlan el comportamiento de todos los conten-
dientes al poder, y la sistematización de los ritmos temporales resultantes en el marco de
una doctrina republicana.

La idea de un calendario electoral sistemático remonta a la constitución de 1857, sino
antes. La primera elección presidencial pos-revolución realizada en septiembre de 1920,
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reafirmó el ciclo electoral cuatrienal que existía antes de la revolución y que persistió bajo
la administración de Porfirio díaz. La necesidad de llevar a cabo otra elección en 1910 pre-
cipitó la crisis de sucesión, la cual terminó con la dictadura de díaz. cuando surgió un
sucesor electoralmente viable para reemplazar a carranza (el ganador constitucional), éste
huyó (y murió) en 1920, y se produjo la primera elección de la era pos 1917.

La gran innovación electoral de la revolución fue remplazar las elecciones indirectas del
siglo XIX por elecciones directas basadas, en principio, en el derecho al sufragio universal.
bajo este sistema los votantes no elegían a sus líderes sino que ratificaban el resultado de
las contiendas electorales entre las élites. el calendario electoral se hizo parte de este ritual
de ratificación ordenado del dominio de la “familia revolucionaria”. La existencia de una
agenda electoral fiable, los informes anuales del presidente al congreso y el cumplimiento
de rutinas institucionales pre-acordadas, también generaron un sentido de disciplina que
sirvió para contener los excesos personalistas de los generales revolucionarios y de otros
agentes de poder.

con el paso del tiempo se estabilizó este acuerdo colectivo. el asesinato de óbregón,
mientras intentaba asegurar su reelección en 1928, y el exilio de calles cuando intentó in-
terferir con las decisiones de su sucesor cárdenas en 1935, fueron momentos esenciales en
la transformación de la rutina constitucional pos-revolucionaria. Pero estos puntos de vira-
je fueron solamente los eventos más dramáticos de un proceso de state-crafting aún más
complejo.

a nivel federal, este proceso implicó la construcción del Pñr (Partido ñacional
revolucionario, actual PrI), y la extensión de la norma de la no reelección al congreso.
Los poderes de nominación de un partido gobernante centralizado terminaron con la
indisciplina de las facciones legislativas preexistentes. Los procesos electorales en los esta-
dos y las municipalidades se mantuvieron descentralizados hasta los años cuarenta pero se
aplicaron al calendario electoral y a la norma de la no reelección. el sistema centralizado
de resolución de conflictos del PrI y la circulación disciplinada de las élites se consolida-
ron en todo el territorio, mientras que las reglas se arraigaron a nivel local. sin embargo,
este proceso implicó también una creciente aceptación del dominio presidencial y del
“derecho de último recurso” del partido dominante.

esta combinación de elementos afianzó la estabilidad del sistema presidencial. de esta
manera, cada presidente estaba obligado a trabajar con los gobernadores que habían lle-
gado a sus cargos bajo el mandato anterior, y sólo lograba el apoyo y la lealtad de todos
los gobernadores elegidos durante su mandato cuando nominaba a su sucesor. así, se
sacralizó el cronograma electoral a nivel federal y el sistema permeó todo el territorio na-
cional. el proceso de nominación presidencial sexenal se transformó en un ritual que llegó
a ser reverenciado. en tiempos más democráticos es fácil subestimar el significado de la
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“religión cívica” centrada en la presidencia calendarizada con antecedentes incluso pre-
coloniales.8

este sistema también abrió espacio para liderazgos fuertes y proyectos ambiciosos, ya
que se esperaba que cada presidente ejerciera poderes transformadores para resolver los
problemas de la nación. en este caso, el presidente tenía poderes amplios –era elegido
directamente, controlaba el partido dominante y poseía el capital político generado por la
revolución– y sabía que sólo tenía un tiempo determinado para dejar su marca. La lógica
de una presidencia sexenal poderosa está presente en la nacionalización de las petroleras
extranjeras en 1938, la purga sindical en 1948, el aplastamiento de la rebelión estudiantil
en 1968, la nacionalización de los bancos en 1982, la extensión o radicalización de las pri-
vatizaciones a comienzos de los años noventa y la participación militar en la actual guerra
anti-narcóticos. ño existe otra fuente de poder capaz de competir con Los Pinos9 cuando
se trata de movilizar energías políticas de esta envergadura.

4.2 Presidente y fuerzas de seguridad

es crucial el dominio del presidente mexicano sobre las fuerzas armadas, la policía y el
aparato de seguridad. en otros países de la región no está claro hasta qué punto el coman-
dante en jefe nominal puede imponer su autoridad antes de enfrentar resistencia abierta o
deslealtad. el sistema mexicano también sufrió esta limitación sólo superada con la revolu-
ción, la creación del Pñr, la promoción de los civilistas después de 1946 y la derrota del
desafío henriquista en 1952. La autoridad presidencial en este dominio también se afirma
cuando se debe neutralizar a los rivales (el sindicato de trabajadores petroleros, la rebelión
Zapatista o los narcos, por ejemplo). Una de las razones por las cuales los mexicanos con-
fían tanto en que sus presidentes cumplirán el mandato único prescrito por la
constitución, se debe a que sienten que la ciudadanía puede contar con las fuerzas del
orden para proteger al presidente, obedecerle en una emergencia y para transferir su leal-
tad sin vacilar al sucesor designado legalmente.10

8 existe una larga historia de sacralización de los calendarios en méxico. véase, por ejemplo: e. g. richards,
Mapping Time: The Calendar and Its History. ñueva York: óxford University Press, 2000, especialmente el
capítulo 14 (segunda parte), “Los calendarios maya y azteca,” pp. 186-195.

9 Los Pinos hace referencia a la residencia oficial del presidente de los estados Unidos mexicanos.
10 La intención no es ignorar los aspectos problemáticos de las relaciones cívico-militares ni la politización de

algunas agencias en méxico; al contrario, se deben considerar estos elementos en perspectiva comparada.
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4.3 Continuidad y personalismo

ño existe ninguna otra república con una presidencia pre-limitada de seis años y sin vice-
presidente. ñingún presidente mexicano desde 1920 ha tenido que ceder su puesto, ni
siquiera por un período corto. esta sucesión ininterrumpida de autoridades constituciona-
les competentes, es casi con seguridad un récord mundial –mejor que el de los estados
Unidos, con sus asesinatos, sustituciones de vice-presidenciales e interludios de enferme-
dad presidencial–. es precisamente esta continuidad la que estabiliza el poder ejecutivo
mexicano, pero no conlleva necesariamente a lo que cossío villegas etiquetó como “el esti-
lo personal de gobernar”. de hecho, aunque esto sea verdad para las presidencias de
echeverría o salinas, hay estudios más recientes que minimizan la importancia del perso-
nalismo de la presidencia de méxico.

al menos desde cárdenas, méxico no ha tenido nadie equivalente a chávez o vargas
en la presidencia. de hecho, muchas de las grandes agencias estatales, como el banco de
méxico o PemeX (Petróleos mexicanos) entre otras, son entidades casi autosuficientes. La
capacidad del jefe de estado para interferir en el funcionamiento normal de estas grandes
agencias de gobierno es muy limitada. el presidente tiene poderes de supervisión, nombra-
miento y demisión, pero estos poderes sólo sirven a sus propósitos si son utilizados con cri-
terio. La presidencia también depende de su equipo, sólo ocasionalmente puede remode-
lar o reorganizar el gabinete y puede no disponer de los recursos suficientes para oponer-
se a un secretario de estado fuerte. al aproximarse el final de su sexenio, los ministros
dejan de “depender” del presidente. algunos compiten entre sí para sucederlo, otros bus-
can favores de quien probablemente ocupará la próxima presidencia, mientras que otros
cultivan opciones de carreras alternativas como: gobernadores, congresistas, o también op-
ciones de trabajo en el sector privado. al conocer de antemano el período de gobierno,
también se conocen los límites de las facultades presidenciales, sus poderes clientelares y
sus capacidades de represalia.

4.4 Presidente y su partido

existe una relación fuerte entre el presidente y su partido (que fue el PrI hasta el 2000, y
después de esa fecha el Pañ –Partido acción ñacional–). aquí es pertinente realizar una
comparación con los estados Unidos. Independientemente de qué partido ocupe la casa
blanca o controle la mayoría en el congreso norteamericano, existen dos partidos repre-
sentativos que son permanentes y parcialmente autónomos, además tienen sus propias
inclinaciones pragmáticas e ideológicas y sus fuentes independientes de financiamiento.
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dentro de este sistema, se seleccionan los candidatos a través de elecciones primarias y con-
venciones partidarias, que no son necesariamente controladas desde arriba e incluso se
puede decidir no volver a nombrar al presidente titular. después de todo, ningún partido
sabe si estará en el gobierno o en la oposición en el siguiente período. Por lo tanto, se han
desarrollado estructuras de partido que son independientes del aparato estatal.

esto contrasta marcadamente con el funcionamiento del PrI. Hubo un breve período
en 1940, cuando se impulsó y permitió la realización de primarias en los partidos, pero
esto generó un intenso conflicto entre facciones que, durante casi medio siglo después de
1951, obligaron a que los nombramientos fuesen manejados desde arriba. el presidente de
turno nombraba al presidente del partido, y este último transmitía instrucciones “desde el
palacio” al partido gobernante. Los gobernadores también ejercían poderes similares sobre
el partido a nivel de los estados. es así como se alentaba a los grupos rivales a permanecer
en el partido, evitando que se separen de él y lo desafíen desde afuera. de esta manera,
cuando el presidente daba paso a su sucesor el partido también seguía su camino. en cier-
to sentido, el partido se mantenía como una institución permanente, aunque también
actuaba como un mecanismo de transición para una sucesión de proyectos políticos presi-
denciales bastante distintos entre sí. en cualquier caso, el partido dominante nunca res-
tringió las opciones presidenciales, aunque esto se haya convertido en una preocupación
para muchos partidarios del PrI al término de la presidencia de salinas.11

el Pañ fue siempre un partido más programático que el PrI, por lo que se podría
esperar que la relación partido-presidente se aproximara más al modelo norteamericano
con su llegada al poder. muchos observadores consideran que el Pañ ha luchado por defi-
nir un rol en el gobierno un tanto distinto del que tuvo tradicionalmente el PrI. sin
embargo, aunque su historia e intereses sean distintos, no ha sido fácil para el Pañ librar-
se de la expectativa habitual, la cual debe servir como instrumento de los titulares a cargo
de la presidencia; y si el PrI regresa a la presidencia hay motivos suficientes para anticipar
que adoptará su postura tradicional. el Prd (Partido de la revolución democrática) tam-
bién muestra tendencias similares. Pero hay que tener en cuenta que a partir de 1997, suce-
de lo contrario al modelo que predominó durante setenta años, los presidentes mexicanos
han tenido que cogobernar con una mayoría opositora en el congreso. todo parece indi-
car que este modelo se mantendrá por un tiempo indefinido.

11 bajo el mandato de su sucesor el partido estableció “candados” destinados a reducir la autonomía de los lla-
mados “tecnócratas” y reintrodujo elecciones primarias, aunque es debatible si estas reformas limitaron de
forma duradera la discrecionalidad del liderazgo del partido “desde arriba”.
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4.5 Presidente y congreso

el congreso ejerció un considerable grado de autonomía durante los años veinte, en parte
como resultado del poder garantizado por la constitución para validar su propia elección.
aunque esta facultad fue transferida al Ife (Instituto federal electoral) en 1990, se han
acentuado otros aspectos de la separación de poderes con el desmantelamiento de la disci-
plina extra-constitucional ejercida por el PrI, al menos a nivel federal. así, los presidentes
Zedillo, fox y calderón se quedaron a merced del congreso, después de generaciones du-
rante las cuales se acostumbraba minimizar el rol del poder legislativo. al presidente se le
puede negar el permiso de viajar al extranjero; sus poderes de aumento presupuestario y
fiscal están mal definidos y son más débiles que en la mayoría de las otras repúblicas de la
región; muchas reformas requieren una modificación constitucional, lo que implica la
aprobación de dos tercios del congreso.

en resumen, desde 1997 méxico ha oscilado entre un exagerado dominio presidencial
y una cogobernabilidad inusualmente fuerte. Los mecanismos de negociación y resolución
de conflictos son todavía incompletos y poco probados. esto produce un desequilibrio en
la formulación de políticas federales, la cual se ve agravada por la consolidación de un sis-
tema aproximadamente tripartito, con fuertes antagonismos entre partidos que son refor-
zados por la constante sucesión de contiendas electorales (hay elecciones legislativas triena-
les y un cronograma continuo de elecciones para los gobernadores de los estados). así, por
un lado existe una expectativa socialmente legítima de que el presidente sea fuerte, míni-
mamente coherente y eficaz; pero por otro lado el legislativo posee ahora poderes de veto
considerables. en consecuencia, el poder judicial, que era bastante dócil, ahora se ve obli-
gado, cada vez con mayor frecuencia, a reinterpretar los términos de la constitución y a
arbitrar entre los poderes del estado en conflicto.

4.6 Presidencia y gobernadores

Hasta 1989 cada gobernador pertenecía al partido gobernante y por lo tanto debía su leal-
tad al líder presidencial. esta situación cambió gradualmente durante la década de los
noventa. Hoy en día la gran mayoría de gobernadores (incluyendo el jefe del distrito
federal) pertenecen a los partidos de oposición. Los gobernadores más importantes se con-
sideran rivales políticos y al mismo tiempo se ven como posibles sucesores del presidente.
el jefe del distrito federal está especialmente posicionado para actuar como “líder nacional
de la oposición”. el gobernador del estado mayor (el estado de méxico) tiene una poten-
cialidad parecida. Incluso, los gobernadores que están en el partido político del actual pre-
sidente pueden considerarse como competidores para el control del partido. Por lo tanto, el
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“tira y afloja” entre el presidente y el poder legislativo se evidencia igualmente en las relacio-
nes entre el ejecutivo federal y sus homólogos en los estados. al mismo tiempo, todos los
gobernadores, independientemente del partido al que pertenezcan, tienen un fuerte interés
en llegar a un entendimiento y a una buena relación de trabajo con las autoridades federa-
les. ñuevamente, el equilibrio entre cooperación y rivalidad está siempre en juego, y puede
ser que el poder judicial se vea obligado a resolver estos obstáculos.

4.7 Presidente y opinión pública

La opinión pública y el electorado (hoy más informado e independiente) tienen un papel
cada vez más importante en minimizar las pugnas entre los poderes, especialmente cuan-
do estos se inclinan persistentemente en contra del presidente titular. en méxico, tal como
en la mayoría de los países, la presidencia constituye una poderosa plataforma para que un
político experimentado se comunique directamente con el pueblo por encima de la clase
política, redefiniendo la agenda y movilizando el público a su favor. sin embargo, hay que
saber gestionar hábilmente este canal de comunicación.

Los líderes del PrI, como díaz órdaz, fueron capaces de suprimir la disidencia y fre-
nar las críticas. Pero hace tiempo que desaparecieron los antiguos instrumentos de censu-
ra e intimidación. Hasta López Portillo y salinas se tuvieron que comunicar más con el
electorado y disminuir el uso de la represión. aunque terminó ganando la batalla, el pre-
sidente fox tomó un riesgo cuando “flirteó” con el desafuero de López óbrador cuando
éste fue contendiente a la presidencia en el 2006. el presidente calderón también necesi-
ta cultivar la comprensión y el apoyo popular, dada la controversia sobre su victoria elec-
toral inicial y las distintas emboscadas institucionales que enfrenta.

4.8 Presidente y fuerzas vivas

aunque se pueda provocar un impacto directo sobre la opinión pública desde la presiden-
cia, mucho depende de la actividad de los intermediarios –de los medios de comunicación,
de quienes financian la política, y de las fuerzas vivas de la sociedad mexicana en general.

tradicionalmente, todo era fuertemente orquestado por el partido gobernante y sus
dirigentes nacionales, pero hoy en día los intermediarios son más libres y tienen mayor
capacidad para dar voz a sus convicciones e intereses. La reciente promulgación de la Ley
televisa ha sido interpretada como un indicador importante del creciente poder de los
medios privados de comunicación.

La capacidad para controlar los mensajes que se transmiten y para contrarrestar las crí-
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ticas de la sociedad pueden disminuir aún más, dado las nuevas normas sobre el financia-
miento público de las campañas electorales. en un momento en que varios de los presi-
dentes de la región están reconquistando un poco de control sobre los intermediarios anta-
gónicos, méxico se destaca por la clara disminución de autoridad ejecutiva en esta área.12

Conclusión: La democratización de la presidencia mexicana

¿cuáles son las posibles rutas para un presidencialismo democrático fortalecido en méxico?
mi objetivo no es presentar un programa integral para una estructura política nueva. creo
en las reformas incrementales y en el proceso de “ensayo y error” cuando se trata de cons-
truir un estado democrático y no en “modelos universales” o en un proceso de innovación
integral basado en principios racionalistas con una tendencia napoleónica. al contrario, el
cambio incremental se basa en la suposición de que las imperfecciones pueden corregirse.
La diversidad de escenarios que se encuentran en américa Latina ofrece muchos ejemplos
sobre posibles reformas. así, señalaré lo que vale la pena conservar en el sistema actual
mexicano. ¿cuáles son las reformas más urgentes? ¿Qué mejoras parciales pueden conside-
rarse? Y finalmente, ¿qué peligros hay que evitar?

el fuerte compromiso de méxico con un calendario electoral altamente predecible y la
expectativa de que todos los funcionarios completen sus mandatos y luego se vayan, son
elementos valiosos en el proceso de institucionalización de la democracia que no deben ser
puestos en peligro. adicionalmente, el control civil sobre las fuerzas de seguridad es un
logro vital. La unidad del ejecutivo federal (sin vicepresidente, sin viceministro) tiene su
mérito y no debe ser dejada de lado, dada la inestabilidad que podría causar la moviliza-
ción de una parte del establecimiento político sexenal contra otro. La separación de pode-
res y el pluralismo engendrado por la autonomía de los estados y las municipalidades es
otra ventaja democrática que debe conservarse e incluso desarrollarse. Las instituciones
estatales especializadas también deben ser fortalecidas y perfeccionadas, pero no desman-
teladas (a pesar de que algunas de las críticas que han merecido el Ife, el banco de méxico
y la suprema corte, han estado bien fundadas).

12 Una manera de trazar la evolución de esta tendencia es analizando la cobertura de los medios en los últimos
10 años de los discursos anuales del presidente hacia el congreso. Hay que tener en cuenta también que los
poderes del ejecutivo están siendo modelados y erosionados por fuerzas externas, concretamente por la
globalización, la interdependencia económica, los fenómenos transnacionales tales como el cambio climáti-
co, migraciones, el tráfico de drogas, las redes criminales globales, y también, aunque de forma menos obvia,
por el impacto de las normas internacionales. véase, por ejemplo, mónica serrano y mats berdal,
Transnational Organized Crime and International Security: Business and Usual. boulder có: Lynne rienner,
2002, especialmente el capítulo 12 de mónica serrano y maría celia toro, “from drug-trafficking to
transnational órganized crime in Latin america”.
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son esenciales también la libertad de asociación y de expresión, no sólo deben conser-
varse sino que deben difundirse y reforzarse. La situación en términos de los derechos
humanos y la seguridad ciudadana es mucho menos satisfactoria. en los últimos veinte
años hubo algunos avances institucionales en ambas áreas. sin embargo, éstas deben ser
consolidadas y, en medida de lo posible, deberían ser extendidas hacia otras esferas.

también existen otras áreas que necesitan reformas bastante urgentes. Por ejemplo, no
hay consenso sobre la legitimidad del actual proceso electoral. el público es bombardeado
con promesas políticas en sucesivas campañas electorales, pero la regla de no reelección no
obliga a los titulares de los cargos a rendir cuentas al electorado al final de sus mandatos.
adicionalmente, las ramas del gobierno no están coordinadas adecuadamente. Y por últi-
mo, el equilibrio entre el poder de iniciativa y la capacidad de monitorización y de con-
trol de poder del sistema se inclina hacia el obstruccionismo. en consecuencia, existe un
creciente riesgo que la oficina de la presidencia pueda ser socavada, a pesar de su rol cen-
tral en el imaginario colectivo mexicano. tomando en cuenta el diagnóstico que acabo de
presentar: ¿cuáles son las prioridades?

Potenciar las instituciones y normas

La reciente reforma política ha tratado de restablecer la confianza en el proceso electoral
en general y en el Ife en particular. especialmente, después de la experiencia con las dis-
putadas elecciones del 2006 y del 2009, hay que fortalecer el poder de supervisión de las
autoridades electorales y de los medios de difusión (en un sentido democrático). sin em-
bargo, cualquier reforma en este sentido sería inútil, salvo que la ciudadanía la vea como
una expresión de cooperación entre los partidos y no como una manifestación de despre-
cio de la clase política hacia la opinión e intereses del público en general. sin embargo, por
muy necesario que resulte el fortalecer estas instituciones, esto sólo resuelve una pequeña
parte de los problemas existentes.

ótra posible reforma –que está siendo adoptada– es coordinar todas las elecciones esta-
duales y federales con un sólo día electoral en cada año. esto podría reducir los proble-
mas provocados por la sucesión interminable de contiendas electorales, las cuales dejan un
tiempo muy corto para desarrollar políticas de fondo. también, podría mejorarse la forma
como se negocian y se resuelven los conflictos inter-rama (a través de protocolos más esta-
bles o la regulación del ciclo presupuestario anual, por ejemplo), y la coordinación entre
el gabinete federal y los gobiernos estaduales.

estos elementos de state-crafting pueden, de forma modesta, mejorar la funcionalidad
del régimen democrático presidencialista en méxico, pasando a posibilidades más ambi-
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ciosas: la revocación de la regla de no reelección o el establecimiento de un régimen parla-
mentario-presidencial (con un primer ministro nombrado por el presidente pero que res-
ponde ante el congreso, por ejemplo), son innovaciones mucho más drásticas y potencial-
mente desestabilizadoras, las cuales sólo serían fructíferas si, ante una crisis muy profunda,
hubiera previamente un entendimiento informal que abarcara a la gran mayoría de la
población.

Evitar los peligros

Por último, cuáles son los peligros que hay que evitar. aunque exista un argumento a favor
de convocar una asamblea constituyente para reescribir la constitución (una medida que
tuvo buenos resultados en brasil en 1988), este paso no debe tomarse a la ligera y es pro-
bable que no funcione bien en el actual clima político de méxico. ótras experiencias más
recientes en américa del sur han demostrado que estas asambleas pueden generar insegu-
ridad y polarización en vez de sentar las bases de un nuevo orden político duradero. sería
mejor que los mexicanos negociaran reformas parciales y graduales según las normas pre-
vistas por la constitución de 1917. La prioridad es lograr que el sistema de 1917 funcio-
ne en todo su potencial.

con esto en mente, se podría implementar un nuevo conjunto de normas presiden-
ciales. Incluso se podría volver al mandato presidencial de sólo cuatro años y reintroducir
así el cargo de vicepresidente, permitiendo a los votantes elegir al vicepresidente como
sucesor si aprueban el camino trazado por el último presidente. esto combinaría los bene-
ficios de la continuidad y del mandato limitado. ño es tan claro si un mandato de cuatro
o cinco años debe asociarse a la posibilidad de un segundo (y único) mandato consecuti-
vo. esta reforma (bastante común en el resto de américa Latina) es más realista que la op-
ción parlamentarista-presidencialista (que implicaría una ruptura demasiado drástica con
las ideas y experiencias mexicanas sobre el liderazgo presidencial), pero la tradición de no
reelección también es muy convincente, especialmente aplicable a los presidentes y gober-
nadores. en cambio, permitir la reelección en el congreso con límites sobre los mandatos
podría mejorar el profesionalismo, la rendición de cuentas y las estructuras de carrera de
los legisladores mexicanos, y así posiblemente reducir las fricciones que surgen del uso
excesivo del veto. de todos modos, se recomienda que cualquier cambio en la regla de no
reelección sólo entrará en vigor después de que hayan salido del poder quienes la hayan
propuesto. esto marcaría una diferencia con respecto al resto de américa Latina y es esen-
cial para que la opinión pública mexicana crea en los beneficios colectivos de una reforma
de esta envergadura.
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Abstract
In this article, we present measures of democratic governance to give a sense of how Latin american countries
have fared since the early 1990s. the rest of the book discusses reasons for success and failure in democratic gov-
ernance, but first it is necessary to provide a descriptive map of which countries have been more or less success-
ful on which dimensions of democratic governance. óur evaluation is concerned with the extent to which
democracies enhance citizen well-being and protect citizen rights. We provide an empirical mapping of how
Latin american countries have fared since the early 1990s on a wide array of governance issues that are infre-
quently brought together to provide a medium time perspective.
In addition to providing this descriptive map, we hope to stimulate thinking about how to conceptualize and meas-
ure democratic governance. the closest existing measures are of effective governance in general (e.g., Kaufmann,
Kraay, and mastruzzi 2003, 2005, 2006, 2007, 2008) rather than specifically democratic governance, and of the
quality of democracy based on its procedural ideals (diamond and morlino 2005; Levine and molina 2006). óur
enterprise is different, and we believe it merits an effort to create a systematic approach to measurement.

Keywords: democratic governance, empirical mapping, procedural ideals, measurement.

Resumen
en este artículo introducimos las medidas de la gobernanza democrática, para así analizar cómo los países lati-
noamericanos se han desenvuelto desde los inicios de los años 90. el resto del libro Democratic Governance in
Latin America, discute las razones para el éxito y fracaso en la gobernanza democrática, pero primero es necesa-
rio proveer un mapa descriptivo de los países que han tenido mayor o menor éxito en las diferentes dimensiones
de la gobernanza democrática. ñuestra evaluación está enfocada en la medida en que las democracias mejoran el
bienestar ciudadano y protegen los derechos de los mismos. así, proveemos un mapeo empírico de la manera
cómo los países latinoamericanos se han desempeñado en varios temas de gobernanza, los cuales en conjunto per-
miten establecer una perspectiva a mediano plazo.

adicionalmente, queremos promover la discusión sobre la forma cómo debería conceptualizarse y medir la
gobernanza democrática. Las medidas existentes hacen referencia a la gobernanza en general (e.g., Kaufmann,
Kraay, and mastruzzi 2003, 2005, 2006, 2007, 2008) en lugar de basarse en la gobernanza democrática en par-
ticular y en la calidad de la democracia basada en los ideales de procedimiento (diamond y morlino 2005; Levine
y molina 2006). ñuestra iniciativa es diferente y creemos que responde al esfuerzo de crear un acercamiento sis-
temático para la medición.

Palabras claves: gobernanza democrática, mapeo empírico, ideales de procedimiento, medición.

* Publicado originalmente en enero de 2009 en el libro Democratic Governance in Latin America, editado por
scott mainwaring y timothy r. scully. reimpresión autorizada por stanford University Press, board of
trustees of the Leland stanford Jr. University, copyright (c) 2010, License date 2/14/2011.
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Introduction

ameasurement of democratic governance allows researchers and policy makers to
chart change over time in a given country and to compare across countries with
some precision. It enables us to move from impressionistic assessments to more

careful measurement.
We measure performance in nine dimensions of democratic governance: the level of

democracy, ensuring respect for the rule of law, control of corruption, promoting econom-
ic growth, maintaining inflation under a reasonable level, reducing poverty, job creation,
improving education, and providing citizen security. the basic assumptions underlying the
analysis are twofold; that
1. these outcomes profoundly influence citizens’ and societies’ present and future well-

being, and
2. governments and states significantly influence these outcomes.

We do not test these commonly held assumptions but rather provide a descriptive map to
capture variance in the quality of democratic governance for twenty Latin american coun-
tries for the post-1990 period. contrary to analyses that lump Latin america together as
a more or less undifferentiated region with converging trends, we highlight differences
across countries.

In recent years, there has been a proliferation of different indices to measure the qual-
ity of governance and the “democraticness” (i.e., the level of democracy) of a political
regime. In relation to the existing literature on these subjects, we hope to make four con-
tributions. first, we measure success in democratic governance. this endeavor is new and,
we believe, worth undertaking. the most significant effort to measure good governance
focuses on perceptions about the quality of policy and policy implementation (Kaufmann
et al. 2003, 2005, 2006, 2007, 2008). In contrast, we believe that success in governance
is best measured by actual results. We do not examine the relationship between the quali-
ty of policies or institutions and outcomes, but we assume that in the medium to long
term, good outcomes result to a significant degree from good policies and/or institutions.
the work on quality of democracy is valuable, but because of its focus on procedural
aspects of democracy, it is narrower than our purview.

second, we incorporate more objective indicators about government performance and out-
comes than most existing works on related subjects. because we focus on success in democrat-
ic governance, primary attention to outcomes is in order, since they affect citizens the most.

third, because citizenship is core to democracy, we focus on aspects of democratic gov-
ernance that have a great impact on citizens. this is not a focal point of Kaufmann et al.’s
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work on good governance or of the work on quality of democracy. finally, we focus on
results over the medium term, which we operationalize as fifteen years. Year-to-year assess-
ments of Latin america can be valuable, but sometimes the medium term perspective gets
lost in the sea of immediate, short-term analyses.

many analysts have based their expectations about future performance on recent past
performance, leading to exaggerated optimism or pessimism, depending on the case and
year, and to dubious analytic framing of questions and answers.

2. Case selection of countries

although the way we assess the quality of democratic governance might be useful for other
regions of the world, we limit our selection of countries to Latin america. We include the
twenty countries of the western hemisphere in which spanish, Portuguese, or creole is the
official language or one of the official languages: argentina, bolivia, brazil, chile,
colombia, costa rica, cuba, the dominican republic, ecuador, el salvador, guatemala,
Haiti, Honduras, mexico, ñicaragua, Panama, Paraguay, Peru, Uruguay, and venezuela.

among the 20 Latin american countries, two have consistently (cuba) or usually
(Haiti) had authoritarian regimes since 1990. We include them for purposes of compari-
son, but we do not regard them as cases of democratic or even semi-democratic gover-
nance. therefore, we include 20 countries in the tables in this article, but we have 18 cases
of democratic or semi-democratic governance.

3. Dimensions of democratic governance

Democratic governance refers to the capacity of democratic governments to implement
policies that enhance citizen well-being and rights. In turn, a democracy is a regime 1) that
sponsors free and fair competitive elections for the legislature and executive; 2) that allows
for inclusive adult citizenship; 3) that protects civil liberties and political rights; and 4) in
which the elected governments really govern, the military is under civilian control, and
other armed actors do not dictate policy.

the nine dimensions of democratic governance that we examine are:

1. the level of democracy
2. rule of law
3. control of corruption
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4. economic growth
5. inflation
6. job creation
7. poverty
8. education
9. citizen security

We chose these nine dimensions because citizens, social scientists, international institu-
tions, politicians, and policy makers widely view them as very important. óur intention is
not to be exhaustive, but rather to capture multiple important aspects of democratic gov-
ernance. because we wanted parsimony, it was important to select dimensions that were
theoretically discrete. óf course, it is essential to focus on policy outcomes that are signif-
icantly affected by government and state policies and actions.

We focus on issues that citizens have identified as salient in public opinion surveys and
those that have a profound impact on citizen well-being. this focus on citizen opinion and
well-being is in order because more than their nondemocratic counterparts, democracies
have obligations toward their citizens. according to democratic theory, the “demos”–the
people–is the source of legitimacy for the regime (sartori 1987). stated in terms of prin-
cipal/agent theory, the citizenry is the principal that elects public officials as its agents to
carry out public responsibilities on its behalf.

the list of issues that one could include under the rubric of effective democratic gov-
ernance is endless. We limit our attention to a few of the most important among them.
We concentrate on policy outcomes more than policy processes. this decision enables us
to exclude a wide array of issues and to concentrate on the ability of political systems to
enhance citizen well-being and rights. although processes are important in democratic life,
citizen well-being is most affected by outcomes.

following the distinction of foweraker and Krznaric (2000), the first of these nine
dimensions–how democratic the regime is–is intrinsic to the procedural ideals of liberal
democracy. the second dimension, rule of law, is both intrinsic and partly extrinsic to
democratic governance.

some nondemocratic regimes have well-functioning institutions of the rule of law, and
in this sense, both democratic and nondemocratic governments can observe the rule of law.
In a democracy, however, ensuring respect for the rule of law entails two distinctive tasks
without which a democratic regime is severely hampered. the legal order must uphold the
rights of citizens and noncitizens, and it must ensure that power holders are subject to the
law (ó’donnell 2004). the other seven dimensions are extrinsic to democracy as a political
regime. they refer to outcomes of all governments, whether or not they are democratic.
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although these measures could be used for shorter time periods, we are interested in
how countries have fared over an extended period. for most dimensions, we therefore con-
structed country-level measures for a fifteen-year period since the early 1990s. We look at
the medium term because it takes an extended period of time for governments to address
most pressing issues. In addition, for some dimensions of governance, especially econom-
ic growth, there is a lot of “noise” in short-term performance.

the fifteen-year period has three advantages. most important, it is long enough that
the “noise” of short term economic fluctuations caused by idiosyncratic factors is consid-
erably reduced. second, in several countries (chile, Haiti, and Panama), new and more
democratic political regimes came into existence around 1990. given our concern with
democratic governance, we wanted to begin the analysis at a time when most regimes in
Latin america were competitively elected even if not fully democratic. third, by the early
1990s, market-oriented economic reforms were taking hold in most of Latin america. We
measure democratic governance in the aftermath of the emergence of the “Washington
consensus.” ótherwise, initial differences in economic policy attributable to antecedent
authoritarian regimes could explain differences in performance.

because there are solid existing indicators that effectively measure performance for these
nine dimensions, and because of the advantages of comparability across research projects
that accrue from using the same indicators, we rely on a new combination of existing meas-
ures rather than building new ones. Where possible, our measures focus on political, eco-
nomic, and social outcomes rather than perceptions of the quality of government policies
or institutions.1this focus represents a departure from Kaufmann et al.’s (2003, 2005,
2006, 2007, 2008) governance indicators, which measure perceptions about government
performance. both approaches are useful, though for different purposes. as noted, the
rationale for focusing on outcomes is that we are measuring success, not the perceived qual-
ity of policies. In addition, citizens care deeply about results and understand democracy
partly in terms of substantive outcome (camp 2001; vargas cullell 2004, 113–29).

4. Identifying critical dimensions
citizen views

citizen viewpoints were one consideration in selecting the nine dimensions. table 1.1
presents survey data on what citizens identify as the most pressing problems in contempo-
rary Latin america.

1 gerring et al. (2005) also focus partly on outcomes in their measure of good democratic governance.
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the seven surveys in table 1.1 register some change over time yet also show some consis-
tency in citizen perceptions of their countries’ most important problem. Unemployment,
crime, poverty, economic problems, corruption, and inflation have consistently topped the
list of citizen concerns. corruption has become more salient over time as inflation has
decreased in salience. óur nine dimensions cover all of these problems.

three of these nine dimensions do not appear high on the list of citizen concerns: the level
of democracy, the rule of law, and education. most citizens weight the level of democracy
and rule of law less significantly than substantive outcomes, but they are crucial in an
assessment of democratic governance. education provides citizens with greater economic,
social, and cultural opportunities, and high levels of education position societies well for
today’s global economy.

4.1. The level of democracy

a high level of democracy is an important dimension of successful democratic governance.
through their policies and practices, governments and states help produce the level of
democraticness of the political regime. government action impinges on the degree to
which political regimes meet the four defining criteria of democracy. governments and
states obstruct or facilitate the holding of free and fair elections. they make it easier or
harder for citizens to exercise their right to vote. they hinder or promote freedom of the

Table 1.1. Citizens opinions about Their Countries’ Most Important Problem
(Percentage who indentified each issue as most important)

2003 2004 2005 2006 2006 2007 2008
Latinobarómetro LaPóP Lb LaPóP Lb Lb Lb

(Lb)

Unemployment 29 28 30 19 24 18 15
economic problems 18 12 11
Low wages 11
Poverty 10 17 11
corruption 10 7 5 11
crime 8 17 14 26 16 17 17
Job instability 5
Inflation, high prices 5 9 2 3
Political Problems 9

Sources: corporación Latinobarómetro 2003: 48; corporación Latinobarómetro 2005:70-71; corporación Latinobarómetro
2006: 39-40; LaPóP 2004; LaPóP 2006; corporación Latinobarómetro 2007: 20-22; corporación Latinobarómetro
2008: 23.
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press, freedom of expression, freedom of assembly, and the preservation and development
of civil and political rights and liberties. finally, governments affect the degree to which
they have control over the military and other nonelected potential veto players. some gov-
ernments vigorously pursue greater control over these actors; others willingly cede more
power to them.

to measure the level of democracy, we use mean freedom House scores from 1994 to
2008. so that a high score registers a high level of democracy and vice versa, we inverted
the scores by subtracting the combined freedom House score from 14. With this invert-
ed scale, 12 is the maximum possible value, and 0 is the lowest possible value. table 1.2
shows the scores for twenty Latin american countries for our first four dimensions. the
second column reports mean freedom House scores for 1994 to 2008. the level of
democracy has varied considerably across countries. according to freedom House,
Uruguay (11.5), costa rica (11.3), and chile (10.8) have had the highest levels of democ-
racy, followed at some distance by Panama (10.3), argentina (9.3), and the dominican
republic (9.1). In recent years, chile (since 2003), costa rica (since 2004), and Uruguay
(since 2000) have consistently had the best possible scores for both civil liberties and polit-
ical rights, indicating a high quality democracy. In contrast, Haiti (even when it has had a
competitive regime), guatemala, and several other countries have had serious deficiencies
in democratic practice. and cuba, of course, remains steadfastly authoritarian.

the Latin american countries cover almost the entire range of the inverted freedom
House scores (from 0 to 12). although there is much room for improvement in the level
of democracy in many countries in the region, the period since 1990 has been by far the
most democratic in the history of Latin america.

freedom House scores are one of three exceptions to our preference for objective meas-
ures; they are based on expert assessments. they provide a better measure of democracy than
assessments that rely exclusively on conventional objective data such as electoral turnout,
electoral results, and turnover in office. democracy also requires protection of civil and
political rights, as well as the control of democratically elected officials over the military.
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4.2. Rule of Law

effective democratic governance entails effective rule of law. Without effective rule of law,
citizen rights cannot be ensured (ó’donnell 1999, 2005), and citizen rights are integral
to democracy. some aspects of the rule of law are especially important for poor citizens
because otherwise they cannot exercise their legal rights. effective rule of law also entails
holding elected officials accountable for transgressions of the law. In a region where cor-
ruption has had corrosive effects on democracy, this is important. In addition, without
effective rule of law, patrimonial practices more easily permeate the state bureaucracy,
thwarting efforts at universalism and undermining meritocracy and efficiency. finally,
effective rule of law is important to counter authoritarian moves by elected presidents
because it implies the exercise of constitutional review by an independent judiciary.

for this dimension, we use Kaufmann et al.’s (2003, 2005, 2006, 2007, 2008) indica-
tor for rule of law. It is a sophisticated composite indicator that in 2007 was based on an
aggregation of 75 survey and expert opinion questions taken from 26 organizations. We
use this subjective measure because of the great difficulty in obtaining valid objective
measures for a large number of countries. their indicator is the best available measure that
covers a wide range of countries. Kaufmann et al. (2008, 76–77) detail the sources and the
specific survey questions for the rule of law dimension.

the score for a given country is equal to the number of standard deviations it is away
from the mean score for all countries in a given year. a positive score indicates that a coun-
try in a given year ranked above the world mean; a negative score indicates a ranking worse
than the world mean. Kaufmann et al. (2008) have calculated scores for eight years: 1996,
1998, 2000, 2002, 2003, 2004, 2005, 2006, and 2007.

for this indicator and our other five indicators in which radical change from one year
to the next is all but impossible, we added the absolute level for the final year for which we
have data (2007 in this case) and the change from the first year (1996 in this case) to the
last.2 It is essential to consider both how countries fare relative to one another, and how they
fare relative to their own past. this method inherently advantages neither countries that
start off with a high level, nor those that start off with a low level.3 In principle, this com-

2 Perceptions about the efficacy of rule of law tend to be remarkably stable over time. for the twenty Latin
american countries, the 2006 scores are correlated with the 2005 scores at 0.99 and with the 1996 scores
at 0.93.

3 some methods that examine only change would disadvantage countries that start off in a good position. for
example, if we measured the percentage of change relative to the starting point, (vt+15 – vt)/vt, where
vt+15 is the value at year t+15 and vt is the value at year t, countries that started off with a high value on
this variable would be at a disadvantage. vt +15 can increase relative to vt more easily if vt is low. Using
this method, an increase from 6 to 10 yields a better score (an increase of 66.7%) than an increase from 40
to 65 (an increase of 62.5%). Likewise, an increase from 29 to 30 produces a better score than a constant
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bined approach weights both the initial starting point and the amount of change equally.4

óne of the great deficiencies in democratic governance in most of Latin america has
been establishing effective rule of law. the Kaufmann et al. indicator underscores this
point. In 2007, seventeen of twenty Latin american countries on average scored below the
world mean for rule of law. It also underscores the wide range in Latin america in terms
of the rule of law. scores ranged from an abysmal –1.42 for Haiti, one of the worst scores
in the world, to 1.17 for chile. there was a substantial gap between chile, Uruguay
(0.49), and costa rica (0.44), on the one hand, and the rest of the countries. brinks’s
chapter in the book Democratic Gorvenance in Latin America (2009) provides empirical
evidence to support the claim of a large gap between Uruguay, on the one hand, and brazil
and argentina, on the other, even though brazil and argentina are roughly in the middle
of the Kaufmann et al. scores for Latin america. óur scores for rule of law range from
–2.26 (venezuela) to 1.12 (chile).

4.3. Control of corruption

corruption has come to the fore in public opinion as one of the most important problems
confronting democracy in contemporary Latin america (seligson 2002, 2006; Weyland
1998). It appears high on the list of problems identified by citizens as the most pressing in
their countries (see table 1.1).

Public sector corruption is inimical to democracy. goods, services, and policies that
should benefit the public are instead appropriated for narrow private benefit. according to
existing scholarship, public sector corruption has a corrosive effect on state effectiveness
and economic performance generally (Krueger 1974; mauro 1995) and on democratic
legitimacy in Latin america (seligson 2002, 2006). della Porta (2000) argued that cor-
ruption worsens government performance and reduces confidence in government in
Western europe, and Pharr (2000) showed that corruption had a strong impact on confi-
dence in government in Japan.

level of 60. methods that examine only change relative to how much improvement is theoretically possible
are flawed when a country that starts off at a high level slips slightly, while a country that starts off at a low
level increases slightly. assume that 100 is the maximum value for a dimension and that we calculated per-
formance as (vt+15 – vt)/(100 - vt). With this method, country a, which slips from 96 to 95 over fifteen
years, would appear to perform worse (with a score of –.25) than country b, which improved from 40 to
41 (with a score of .025). With most issues, however, it would be very misleading to conclude that b was
more successful than a.

4 Whether it does so in practice depends on the dispersion of the values for the initial level and the amount
of change.



41

REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
31-66

MEASURING SUCCESS IN DEMOCRATIC GOVERNANCE

as is the case with our first two dimensions, for control of corruption, there are no
valid cross-national objective data that cover most of our countries.5given this data prob-
lem, we added Kaufmann et al.’s (2008) measure of control of corruption for 2007 to the
change in this measure between 1996 and 2007. It is the best available indicator of cor-
ruption for the twenty countries analyzed here.6

Kaufmann et al.’s scores for control of corruption suggest the same two conclusions as
their scores for rule of law: first, that Latin america as a region fares relatively poorly; sec-
ond, that there are great differences across countries within Latin america, making any
sweeping generalization problematic. chile stood out as far more successful than any other
Latin american countries, with a score of 1.35 standard deviations above the world mean
in 2007. Uruguay (0.96) and costa rica (0.39) again scored above the world mean, while
the remaining seventeen countries scored below the world mean. Haiti’s score of –1.28 was
among the worst in the world.

óur scores adding level and change in control of corruption range from –1.52 for
Haiti to 1.49 for Uruguay.

4.4. Economic Growth

We include economic performance in this assessment of the success of democratic gover-
nance for two reasons. first, economists have established that governments and states
affect economic growth. good governance is a major factor in economic growth in the
medium to long term (glaeser et al. 2004; Hall and Jones 1999; Kaufmann et al. 2005).

second, especially in a region with great poverty, citizens have material needs. citizens
expect governments to address their most pressing problems, and in contemporary Latin
america, large numbers of citizens identify economic issues as the most salient problems
confronting their countries (see table 1.1). many citizens indicate in public opinion sur-
veys that they would be willing to sacrifice democracy if a nondemocratic regime would
resolve the economic problems. In the 2004 Latinobarómetro survey, 55 percent of
respondents stated that it would be acceptable to have a nondemocratic regime if it
resolved their country’s economic problems (Latinobarómetro 2004). In this context –a
high salience of economic problems coupled with a citizen willingness to support nonde-

5 ólken (2006) and seligson (2002, 2006) developed innovative approaches to measuring corruption.
However, cross-national time series data that measure corruption in these ways are not yet available for all
twenty Latin american countries.

6 Kaufmann et al. incorporated more sources of information and more countries than transparency
International. We prefer Kaufmann et al. for these reasons, among others.
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mocratic regimes if they could solve such problems–democratic regimes can suffer if gov-
ernments fail to stimulate economic growth and well-being.

to measure growth, we take the annual change in per capita gdP in constant 2005
dollars, measured in purchasing parity power, from 1991 to 2006 according to the World
bank’s World Development Indicators. column 7 of table 1.2 shows the growth perform-
ance of Latin american countries for this period. consistent with conventional wisdom,
the median performance in Latin america in these years was mediocre, notwithstanding
sustained growth in most of the region from 2003 to 2008. ónly eight countries had an
average increase in per capita gdP of at least 2 percent per year.

consistent with our emphasis on the wide variance within Latin america, the disper-
sion in growth performance has been great. With an annual average per capita growth of
4.0% over these fifteen years, chile and the dominican republic easily eclipsed the rest
of Latin america. Per capita gdP increased by 80% in chile and 79% in the dominican
republic between 1991 and 2006. costa rica (2.9%), Peru (2.9%), Panama (2.7%),
argentina (2.3%), Uruguay (2.1%), and el salvador (2.1%) experienced moderate
growth. growth performance in the remaining countries ranged from anemic to dreadful.
two countries (Paraguay and Haiti) suffered regressions in per capita income, very slight
in Paraguay (–1% cumulatively) and steep (–36% cumulatively) in Haiti.

although the common observation that region-wide growth performance in the 1990s
was disappointing is true, it could obscure these large differences. Haiti’s per capita gdP
fell from $1848 in 1991 to $1 186 in 2006, a decline of 36%. the income gap between
chile and Haiti increased from 3.8:1 in 1991 to 10.6:1 in 2006. If in this fifteen-year peri-
od chile’s economy had declined as much as Haiti’s and Haiti’s had grown as much as
chile’s, Haiti would have reached 74% of chile’s per capita gdP in 2006.

4.5. Inflation

Inflation is an important measure of success in democratic governance. as fernando
Henrique cardoso emphasizes in his chapter in Democratic Gorvenance in Latin America
(2009), high inflation strongly affects the well-being of citizens. In the 1980s and early
1990s, when many Latin american countries experienced three or four digit inflation
rates, this problem had an extremely deleterious impact on citizens, particularly the poor,
who usually bore the brunt of the impact because they could not protect their revenues as
effectively as the wealthy. moreover, as José de gregorio argues in Democratic Gorvenance
in Latin America (2009), inflationary crises affect other aspects of economic performance
including growth.
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We measure inflation with the mean annual change in consumer prices, 1992 to 2006,
according to the World Development Indicators.7 because of persistent extremely high infla-
tion during the early part (1992 to 1994) of this fifteen-year period, brazil had an average
annual inflation rate much higher than any other Latin american country (92%). the fig-
ure for brazil will diminish substantially as the very high inflation years of 1992 to 1994
drop out of the revolving fifteen-year period. venezuela (34%), ecuador (28%), Uruguay
(26%), and Haiti (20%) have had recurrent problems with inflation. Panama (1%), el
salvador (6%), bolivia (6%), and chile (6%) are on the low end.

control of inflation has been one of the achievements of democratic governance in
Latin america since the early 1990s. Inflation (measured by the consumer price index
according to the World Development

Indicators) peaked at 3080% in argentina in 1989, 11,750% in bolivia in 1985,
2948% in brazil in 1990, and 7482% in Peru in 1990. In contrast, in 2007, for the nine-
teen countries with competitive regimes in Latin america, the highest inflation rate was
14%.

4.6. Job Creation

Jobs are crucial for citizen well-being. for most people, insertion in the labor market is an
indispensable means to generate the income they require to live decently. When large seg-
ments of the population lack decent jobs, widespread poverty, inequality, and looming
social problems follow because people do not have enough money to buy food or services
and because the state has no tax base to fund social services. Unfortunately, in Latin
america, large segments of the citizenry do not have access to good quality jobs. Precarious
and informal insertion in the labor market prevails8, and only a minority have well-paid
jobs with social security and labor rights (cePaL 2005; tokman 2001).

government policies and institutions affect the behavior of economic agents in ways
that influence employment. economic policies, education policies and training of the
labor force, and the enforcement of rights and social security all affect job creation. In

7 We calculated the geometric annual mean, that is, the cumulative increase over fifteen years, then the fif-
teenth root of this figure.

8 the concept and measurement of informal work is highly contested (Husmmanns 2004). We adopt the
ILó’s definition: Informal work “includes all remunerative work (i.e. both self-employment and wage
employment), that is not registered, regulated or protected by existing legal or regulatory frameworks, as
well as non-remunerative work undertaken in an income-producing enterprise. Informal workers do not
have secure employment contracts, workers’ benefits, social protection or workers’ representation” (ILó
2005).
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Latin america, in recent decades, job creation has varied independently of economic
growth in many cases; hence, we include it as a separate dimension.

ñot all jobs promote citizen well-being, though. We are interested in what the
International Labour órganization terms decent work, or “productive work in which
rights are protected, which generates an adequate income, with adequate social protection”
(ILó 2005).

as a proxy for decent work in Latin america we use the share of the active labor force
(employed or unemployed individuals who are seeking jobs) that is employed in the for-
mal sector. the rationale for using this proxy in the absence of a direct measure of decent
work is that overall, formal sector workers enjoy better working conditions than their
informal counterparts. We multiplied the percentage of the active labor force that was
employed times by the percentage among the employed who were in the formal sector.
merely using the unemployment rate for Latin america would be inadequate because it
disguises underemployment and informal work, both of which are central features of labor
markets in the region (tokman 2001).

most Latin american countries have not generated sufficient formal sector jobs since
the early 1980s. In thirteen of the seventeen Latin american countries for which there are
data, formal sector employment comprises less than half of the labor market that is
employed or seeking employment (column 5 of table 1.3). the region’s poor countries
have a low percentage of the labor force employed in the formal sector: bolivia (29.9%),
colombia (35.5%) although it is not among the poor countries, Paraguay (35.8%),
ecuador (37.7%), ñicaragua (38.3%). at the high end are chile (62.7%), costa rica
(56.0%), Panama (54.8%), and mexico (54.7%). most countries experienced a deteriora-
tion of formal sector employment between 1990 and 2005 (column 6).

óur gauge of performance adds the absolute level of formal work (as a percentage of
the active labor force) and its change over time (also as a percentage) by adding columns
5 and 6. It is essential to consider the level of formal sector employment. a government
that registers a modest improvement in job generation, from the worst in the world to only
marginally better, does not deserve an average ranking just because of the improvement. It
is equally essential to take into consideration whether the situation is improving. We
reproduce this mixed method (level + change over time) for the remaining three dimen-
sions of democratic governance. theoretically, the scores can range from –100 (an initial
level of formal sector employment of 100% that declines to 0%) to 200 (an initial per-
centage of formal sector employment of 0% that increases to 100%). table 1.3 shows the
results.
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by an ample margin, chile had the best performance in job generation for the 1990 to
2005 period. In 1990, costa rica had the highest percentage (62.9%) of jobs in the for-
mal sector, followed by mexico (59.5%), chile (56.8%), brazil (55.7%), Panama
(55.4%), and Uruguay (55.1%), with all other countries in the region considerably lower.
by 2005, chile had the highest percentage of jobs in the formal sector, and it also showed
the largest increase between 1990 and 2005. bolivia anchors the very low end of the spec-
trum, with the lowest percentage of workers in the formal sector (29.9% in 2002) and a
significant decrease between 1990 and 2002.

4.7. Poverty

óur seventh criterion of success is reduction of poverty over time. In a region characterized
by widespread poverty, the ability to reduce poverty over time is crucial. If a democratic regime
does not reduce poverty, it fails on an important social dimension that has a huge direct
impact on human well-being (see Huber and stephens, chapter 5 in Democratic Gorvenance
in Latin America, 2009). moreover, as de gregorio argues in Democratic Gorvenance in Latin
America (2009), poverty and/or high inequalities can adversely affect economic growth (see
also birdsall and de la torre 2001, 9–12; engerman and sokoloff 1997).

Table 1.3. Generation of Formal Sector Jobs, 1990 - 2005

beginning and beginning and employment employment
end year for end year for % rate X % employed rate X % employed Percent change column 5 +
employment employed in in formal sector in formal sector circa 1990 to column 6

rate formal sector circa 1990 circa 2005 circa 2005

argentina 1990-2005 1996-2005 46.6 49.9 3.3 53.2
bolivia 1990-2003 1996-2002 37.0 29.9 -7.1 22.8
brazil 1990-2005 1990-2005 55.7 45.9 -9.8 36.1
chile 1990-2005 1990-2003 56.8 62.7 5.9 68.6
colombia 1990-2005 2000-2005 39.8 35.5 -4.3 31.2
costa rica 1990-2005 1990-2005 62.9 56.0 -6.1 49.9
dominican rep. 1995-2005 2000-2004 45.5 41.9 -3.6 38.3
ecuador 1990-2005 1990-2005 41.9 37.7 -4.2 33.5
el salvador 1990-2005 1990-2005 41.1 40.8 -0.3 40.5
Honduras 1990-2005 1990-2001 43.5 46.9 3.4 50.3
mexico 1990-2005 1990-2005 59.5 54.7 -4.8 49.9
ñicaragua 1990-2005 1993-2005 43.7 38.3 -5.4 32.9
Panama 1990-2005 1991-2005 55.4 54.8 -0.6 54.2
Paraguay 1990-2005 1995-2005 39.1 35.8 -3.3 32.5
Perú 1990-2005 1990-2005 36.5 40.8 4.3 45.1
Uruguay 1990-2005 1997-2005 55.1 48.6 -6.9 41.7
venezuela 1990-2005 1995-2005 46.5 43.9 -2.6 41.3

Source: International Labour órganization, Panorama Laboral 2006: América Latina y el Caribe, tables 1-a and 6-a.
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We use cePaL (2005, 2006, 2007, 2008) data for poverty rates in the region. these are
the best available data that cover the region for an extended time span. Unfortunately, data
are not exactly comparable for all countries; the poverty line is not the same across countries.
ñevertheless, the data are consistent in ordinal terms with World bank data that uses $1 or
$2 per capita per household as the indicator of extreme poverty and poverty, respectively.9

the four countries that Huber and stephens (in this volume) identify as having the
most successful social policies have much lower rates of poverty than the others (column
3 of table 1.4). according to recent estimates, chile has a poverty rate of 13.7% of the
population; Uruguay, 18.1%; costa rica, 18.6%; and argentina, 21.0%. ónce again,
variance across Latin america is considerable. the traditional bastions of poverty are
Honduras (68.9%), ñicaragua (61.9%), Paraguay (60.5%), guatemala (54.8%), and
bolivia (54.0%), all of which are substantially higher than the next countries.

We base our measure for poverty on a combination of the level of poverty circa 2007
and change between circa 1991 and circa 2007. column 4 of table 1.4 provides the data.
a low score represents a good performance with poverty and vice versa. scores theoretical-
ly range from –100 (best) to 200 (worst).

during this period, several countries achieved sharp reductions in the rate of poverty
mostly in the years since 2002. chile’s success in attacking poverty has been steady and
dramatic: a decline from 38.6% of the population in 1990 to 13.7% in 2006. based on
urban data, ecuador is a surprising success story in poverty reduction, with a decline from
62.1% of the population in 1990 to 38.8% in 2007. Panama, brazil, mexico, and Peru
also experienced sharp reductions in poverty. In contrast, two countries showed a slight
deterioration in the rate of poverty during these approximately fifteen years: argentina
(16.1% to 21.0%), and Uruguay (17.9% to 18.1%).

by virtue of having a moderate level of poverty in 2005 and of its great success in
reducing poverty between 1990 and 2006, chile has by far the best score (–11.2) for this
dimension of democratic governance, followed at a considerable distance by Panama (9.3),
costa rica (10.9), brazil (12.0), ecuador (15.5) (whose low score is in part an artifact of
using urban data only), mexico (15.7), and Uruguay (18.3). While chile succeeded in
greatly reducing poverty, the dominican republic, with the same increase in per capita
gdP from 1991 to 2006, barely reduced poverty. at the poorly performing end of the
spectrum is a cluster of countries with high poverty levels and modest success in reducing
poverty over the fifteen-year period: Paraguay (60.4), Honduras (57.0), ñicaragua (50.2),
bolivia (45.0), el salvador (40.8), and guatemala (40.2).

9 for debates about the virtues and shortcomings of different measures of poverty, see székely et al. (2000)
and gruben and mcLeod (2003).
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4.8. Education

In reasonably open economies as is now the case throughout Latin america, education is a
crucial asset in enabling individual achievement (birdsall 1999; birdsall and székely 2003;
cePaL 1998, 65–83). at the macro level, higher levels of education usually help reduce
poverty and income inequalities. education is a crucial asset for societies in this era of glob-
alization and the growth of “the knowledge economy” (Wolff and castro 2003). for this
reason, high levels of education also foster economic growth (birdsall 1999; glaeser et al.
2004). Innovation and scientific advances depend crucially on the skills of the population,
as alejandro foxley argues in his chapter in Democratic Gorvenance in Latin America
(2009). these are among the reasons education is one of our nine dimensions for evaluat-
ing the success of democratic governance.

We measure success in education by adding the absolute level and the improvement in
the percentage of fifteen-to nineteen-year-olds who are in school or who have graduated.
Ideally, measures of quality would supplement this measure of access to education, but we
could not obtain valid time series measures of quality for enough countries. the available
data indicate problems of quality of education throughout Latin america.

table 1.5 reports the data on access to secondary education. columns 2 and 3 give the
raw data on the percentage of fifteen- to nineteen-year olds who were enrolled or had grad-
uated for circa 1990 and circa 2005.10 chile (88%), the dominican republic (surprising-
ly high at 83%), and argentina (82%) led the region in the share of fifteen- to nineteen-
year-olds who are enrolled in school or finished high school. the modest rates for Uruguay
(70%) and costa rica (69%) are surprising in light of the fact that these two countries
consistently score toward the top of the region on most other social indicators. the coun-
tries that fare worst, guatemala (42%), Honduras (48%), and ñicaragua (53%) score
poorly on most social indicators.

several countries achieved major improvements in access to secondary education between
1990 and 2005. brazil led the way with an increase of 23%, which reduced by 50% (from
46% to 23%) the percentage of fifteen-to-nineteen-year-olds who are neither high school
graduates nor enrolled. costa rica (with an increase of 22%), argentina and venezuela
(18%), chile and colombia (15%), and bolivia and Honduras (14%) also experienced dou-
ble digit increases in the percentage of fifteen- to nineteen-year-olds who are graduates or
enrolled. ónly one country, ñicaragua, experienced a decline (from 56% to 53%). far more
Latin americans are gaining access to secondary education today than in the past.

10 We used cePaL’s data rather than the World bank’s edstats data on net secondary enrollment because of
doubts about the validity of the latter. for example, the World bank shows costa rica as having the third
lowest net secondary enrollment in Latin america in 2005 at 41%, a figure far below that for bolivia (73%),
to take just one example..
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We scored education by combining the percentage of those enrolled or graduated circa
2005 with the improvement between circa 1990 and circa 2005. ónce again, the variance
across Latin american countries is great. chile (103), brazil (100), argentina (100),
venezuela (96), costa rica (91), the dominican republic (89), and colombia (88) are at
the high end of the spectrum. With the lowest rate of access to secondary education in the
region (excepting presumably Haiti, for which there is no data) and a record of almost no
change between 1990 and 2005, guatemala anchors the low end (43).

Table 1.4. Change in Percentage of Population below the Poverty Line, 1991- 2007

Percentage below Percentage below Percentage poverty
the poverty line the poverty line circa 2007 + change

circa 1991 circa 2007 (2007-1991)

argentina 16.1 (1994) 21.0 (2006) 25.9
bolivia1 63.0 (1989) 54.0 (2007) 45.0
brazil 48.0 (1990) 30.0 (2007) 12.0
chile 38.6 (1990) 13.7 (2006) -11.2
colombia 56.1 (1991) 46.8 (2005) 37.5
costa rica 26.3 (1990) 18.6 (2007) 10.9
cuba nd nd
dominican rep. 46.9 (2000) 44.5 (2007) 15.5
ecuador 62.1 (1990) 38.8 (2007) 40.8
el salvador 54.2 (1995) 47.5 (2004) 40.2
guatemala 69.4 (1989) 54.8 (2006)
Haiti nd nd
Honduras 80.8 (1990) 68.9 (2007) 57.0
mexico 47.7 (1989) 31.7 (2006) 15.7
ñicaragua 73.6 (1993) 61.9 (2005) 50.2
Panama2 48.7 (1991) 29.0 (2007) 9.3
Paraguay 60.6 (1999) 60.5 (2007) 60.4
Perú 54.1 (2001) 39.3 (2007) 24.5
Uruguay 17.9 (1990) 18.1 (2007) 18.3
venezuela 39.8 (1990) 28.1 (2007) 17.2

Source: cePaL, Panorama Social de América Latina 2005 (2005): 317-18; ecLac, Social Panorama of Latin America 2006
(Preliminary version); ecLac, Social Panorama of Latin America 2007 (Preliminary version): 11; ecLac, Social Panorama
of Latin America 2008, briefing Paper: 11.
data for argentina, ecuador, and Uruguay are for the urban areas.
1 bolivia 1989 is our estimate for the country as a whole based on cePaL’s figure of a 52.6% poverty rate for urban

areas in 1989 and on a poverty rate that was on average 10.4% higher in the country as a whole than in urban areas
only in 1997, 1999, and 2000 (the three years for which cePaL has estimates for both the country as a whole and for
urban areas only). We added 52.6% + 10.4% to produce the estimate of 63.0% for 1989. the estimation procedure
for 1989 enabled us to develop a longer time series.

2 Panama 1991 is our estimate for the country as a whole based on cePaL’s figure of a 39.9% poverty rate for urban
areas in 1991 and on a poverty rate that was on average 8.8% higher in the country as a whole than in urban areas
only for 2002, 2005, and 2006. these are the three years for which cePaL has estimates for both the country as a
whole and for urban areas only. We added 39.9% + 8.8% to produce the estimate of 48.7% for 1991. the estimation
procedure for 1991 enabled us to develop a longer time series.



49

REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
31-66

MEASURING SUCCESS IN DEMOCRATIC GOVERNANCE

4.9. Citizen Security

In thomas Hobbes’s classic work, Leviathan, the state’s primary function is to protect cit-
izens. In Hobbes’s view, without the state’s capacity to impose law and order, ruthlessness
and violence would prevail. this view of the state’s most primordial function has much to
say for it. citizens need a state that will protect them from violence.

Unfortunately, in much of Latin america, the state has failed at this basic function, with
pernicious consequences for citizens and for democracy. violence escalated in recent decades
as the ranks of the urban young and unemployed swelled and as drug trafficking and organ-
ized crime took hold in most large Latin american cities. citizens view crime as one of the
most important problems in contemporary Latin america (refer back to table 1.1). In seven

Table 1.5. Improvement in Access to Secondary Education in Latin America, 1990-2005

Percentage enrolled Percentage enrolled score
ór graduated, 15-to or graduated, 15-to for percentage

19-year-olds, 19-year-olds, enrolled or graduated,
circa 1990 circa 2005 15-to 19-year-olds

argentina 64 82 100
bolivia 49 63 77
brazil 54 77 100
chile 73 88 103
colombia 58 73 88
costa rica 47 69 91
cuba — — —
dominican rep. 77 83 89
ecuador — 68 69
el salvador 55 61 67
guatemala 41 42 43
Haiti — — —
Honduras 34 48 62
mexico 55 61 67
ñicaragua 56 53 50
Panama 65 73 81
Paraguay — 67 76
Peru 60 78 76
Uruguay 63 70 77
venezuela 60 78 96

Sources: cePaL, Panorama Social de América Latina 2007, cuadros 36 and 37 (online); cePaL, Panorama Social de América
Latina 2006, cuadros 36 and 37:398–401; cePaL, Panorama Social de América Latina 2005, cuadros 36 and 39:406–407,
412–413. the data for argentina and Uruguay are urban only. the national data for ecuador and Paraguay are available for
2005/06 but not for the early 1990s. the urban data for
ecuador shows an increase of 1% over this time (76% in 1990 and 77% in 2006), so we assumed the same 1% increase for
the national data. the urban only data for Paraguay show an increase of 12%, from 66% in 1994 to 78% in 2006. We assumed
the same increase of 12% for the country as a whole. this might be a conservative estimate of the national increase for
Paraguay but we had no grounds for any other means of calculating change over time. the original sources give the precise
years for the data.



of the eight countries in the 2004 LaPóP surveys, crime victimization lowered mass sup-
port for democracy (seligson 2004), so there is a direct connection between high crime and
diminished support for democracy. the 2006 LaPóP confirmed this connection.

to assess government performance in citizen security, we primarily used the Pan
american Health órganization’s data on homicides.11 data on other kinds of crime are less
comparable across national borders and are more difficult to obtain, especially for a time
series. moreover, high homicide rates affect the quality of life more than other forms of
crime. Homicide rates measure one of the most important elements of citizen security, and
it is likely that homicide rates are correlated with other forms of crime.

columns 2 and 3 of table 1.6 show the homicide rate in the 1990s and this decade.
Homicide rates vary widely across Latin america. according to relatively recent data, Peru,
Uruguay, argentina, chile, cuba, and costa rica had between 4.5 and 8.0 homicides per
100,000 people. (the data on Peru, however, seem quite underreported.) With one of the
highest homicide rates in the world, 61.3 homicides per 100,000 people, el salvador was
eight to fourteen times above the level of these other countries. colombia (52.5 per
100,000), Honduras (46.0), and guatemala (45.2) were about ten times higher than the
countries with lowest homicide rates. for purposes of comparison, the United states has a
homicide rate of about 6 per 100,000 inhabitants per year.

High homicide rates have pernicious effects on the quality of every-day life, and they
reflect differences in the state’s ability to protect citizens from other citizens (and in today’s
world, from organized gangs). these differences in homicide rates antedate the democrat-
ic and semi-democratic regimes, but in the countries with very high crime and homicide
rates, these problems have gotten worse since the transitions to competitive regimes.

We measure state performance in protecting citizens from homicide by adding the
most recent level and change over time. el salvador (72.4), guatemala (68.8), Honduras
(58.2), and venezuela (52.5) have the worst scores. although colombia maintained the
second highest homicide rate, a steep decline in relation to the 1990s gave it a better score
than el salvador, guatemala, Honduras, and venezuela. Peru (where the data are of dubi-

11 the data on homicides have some inconsistencies and shortcomings. In some countries, the data underreport
homicides. the Pan american Health órganization (PaHó 2006, 6) stated that the data are particularly
unreliable for guatemala and Honduras. the PaHó (2006, 7) reports that in the 1980s, homicides were
11% of all deaths in guatemala, compared to 0.03% in england; that is, homicides as a share of all deaths
were more than 360 greater in guatemala than in england. the homicide data for Peru also seem to be con-
siderably understated. In 2006, Peru was the country (among those in the 2006 LaPóP survey) with the
highest rate of crime victimization in Latin america, and Peruvians exhibited the highest rate of personal inse-
curity in the region (carrión, Zárate, and seligson 2006). for argentina, according to a report of the ministry
of Justice, the actual rate of homicides exceeded the reported rate by 80% in 1997 (8.8 per 100,000 popula-
tion rather than 4.9). for most countries the cross-national patterns in the data are consistent across sources
and over time.
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ous validity), Uruguay, argentina, mexico (another case of dubious validity), cuba, chile,
and costa rica cluster closely at the low end.

5. Correlations among relations

to provide a first indication of how performance is related across these nine dimensions,
table 1.7 shows the Pearson bivariate correlations among the dimensions. to facilitate ease
of interpretation, we reversed the coefficients for inflation, poverty, and homicides so that
in all cases a positive coefficient in table 1.7 means that a good performance on one
dimension is correlated positively with a good dimension on the other.

the table indicates that good results have tended to bundle together in contemporary
Latin america. except for inflation, good performance in one dimension has been related

Table 1.6. Homicicles Per 100,000 people in Nineteen Latin American Countries

1990s 2000s change in homicicle rate score
(column 3 – column 2) (column 3 + column 4)

argentina 4.9 (1995) 5.0 (2006) 0.1 5.1
brazil 26.6 (1995) 29.2 (2005) 2.6 31.8
chile 2.9 (1991) 5.8 (2005) 2.9 8.7
colombia 79.3 (1991) 52.5 (2005) –26.8 25.7
costa rica 5.4 (1995) 8.0 (2006) 2.6 10.6
cuba 6.1 (1995) 6.5 (2004) 0.4 6.9
dominican republic 12.4 (1991) 10.7 (2004) –1.7 9.0
ecuador 10.8 (1991) 18.4 (2005) 7.6 26.0
el salvador 51.2 (1995) 61.3 (2005) 10.1 72.4
guatemala 21.6 (1995) 45.2 (2005) 23.6 68.8
Haiti — 18.6 (2002) — 18.6
Honduras 33.8 (1999) 46.0 (2005) 12.2 58.2
mexico 16.7 (1991) 11.3 (2003) –5-4 5.9
ñicaragua 11.3 (1995) 17.5 (2005) 6.2 23.7
Panama 11.1 (1995) 12.4 (2004) 1.3 13.7
Paraguay 15.6 (1995) 20.3 (2004) 4.7 25.0
Peru 6.2 (1995) 4.5 (2002) –1.7 2.8
Uruguay 4.8 (1995) 4.6 (2004) –0.2 4.4
venezuela 12.5 (1991) 32.5 (2004) 20.0 52.5

Note: for Haiti, 2002 is the only year reported. for Honduras, 1999 is the only year reported.
Sources: for recent data for most countries: Pan american Health órganization (PaHó), Health analysis and Information
systems area. regional
core Health data Initiative, technical Health Information systems, Washington, dc, 2005; PaHó, Health analysis and
statistics Unit, regional core Health data Initiative, technical Health Information systems, Washington, dc, 2007.
available at www.paho.org. for 1991 for several countries: Pan american Health órganization, “statistics on Homicides,
suicides, accidents, Injuries, and attitudes towards violence,” online at www.paho.org/english/ad/dPc/ñc/
violence~graphs. for the dominican republic in 1991, mayra brea de cabral and edylberto cabral, “La violencia y los fac-
tores socioeconómicos de riesgo en la república dominicana.” at www.psicologiacientifica.com/bv/psicologia-150-1-la-vio-
lencia-y-los-factores-socioeconomicos-de-riesgo-en-la-.html.
for Honduras 1999, www.paho.org/spanish/dd/PUb/causas_externas.pdf. for guatemala and Honduras 2005, freedom
House, freedom in the World 2007.
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to good performance in others. virtuous cycles have prevailed in some countries and
vicious ones have prevailed in others.

eight of the nine dimensions have some statistically significant correlations with other
dimensions; the only exception is inflation. óf the 36 cells in table 1.7, 19 are statistical-
ly significant with a p value of .10 or less (thirteen have a p value of .05 or less). With all
19 of the statistically significant correlations, good scores on one dimension are correlated
with good scores on the other. excluding inflation, 19 of the 28 correlations are statisti-
cally significant at p < .10. óf the 36 correlations in the table, 34 have a positive coeffi-
cient. the two exceptions (inflation with poverty and access to secondary education) have
very low coefficients and are nowhere close to being statistically significant.

many of the significant correlations in table 1.7 mesh with theoretical and comparative
expectations based on prior work. Level of democracy, rule of law, and control of corruption
are highly correlated. although positive correlations between the level of democracy and rule
of law seem intuitively sensible, this finding is still somewhat notable because the level of
democracy is measured as a mean score for fifteen years while rule of law is measured as the
2007 level added to change from 1996 to 2007. the common methodology and common
sources for rule of law and control of corruption help explain the high (.80) correlation.

the correlation (.56) between per capita growth and generation of formal sector jobs
is consistent with expectations, as is the correlation (.44) between growth and poverty
(higher growth is associated with a better score for poverty). these results, however, are still
notable because per capita growth measures change while the variables for generation of
jobs and poverty measure a combination of the level and change. this asymmetry in meas-
urement is likely to lower the correlations, making the strength of the correlations notable.

Table 1.7. Correlations among Indicators of Democratic Governance in Latin America

freedom rule of control of Inflation generations enrollment + Homicide
House law corruption growth (natural log) of jobs Poverty graduates rate

freedom House 1.00 .46** .47** .80*** .25 .54** .56** .42* .11
rule of Law 1.00 .80*** .63*** .25 .65*** .53** .37 .43*
control of
corruption 1.00 .53** .18 .41 .47* .22 .10
growth 1.00 .35 .56** .44* .31 .29
Inflation (log) 1.00 .34 –0.6 –.18 .08
generation of jobs 1.00 .61** .34 .27
Poverty 1.00 .56** .43*
enrollment +
graduates 1.00 .44*
Homicide rates 1.00

*correlation is significant at .10 (2-tailed).
** correlation is significant at .05 (2-tailed).
***correlation is significant at .01 (2-tailed).
Note: due to missing information for some of the variables, the number of cases in the cells is not always the same. the
same correlation has different p values depending on the number of cases.
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more striking are the high correlations between level of democracy, rule of law, and con-
trol of corruption on one hand, and economic growth, generation of formal sector jobs,
and poverty, on the other. freedom House scores are correlated at .80 with per capita gdP
growth. In the post-1990 period, Latin american countries that have been more demo-
cratic have had better performances in economic growth, generating formal sector jobs,
and curbing poverty. based on prominent work in comparative politics (e.g., Przeworski
et al. 2000), there is no reason to expect that countries with a higher level of democracy
would also perform better in economic growth. this result would not hold up for some
other regions or for Latin america in other times.

somewhat surprisingly, the log of inflation is not correlated with any of the other meas-
ures; the same result obtains with the raw (i.e., not logged) numbers for inflation. this
reflects (among other things) the fact that several countries with low inflation have other-
wise not been success cases. for example, bolivia, el salvador, and guatemala are among
the six countries with average annual inflation rates in the single digits for 1992 to 2006.

6. Commensurability across dimenssions

each of these nine dimensions uses different units and has a different scale. the level of
democracy is measured in inverted freedom House scores; economic growth is measured
in annual change in per capita gdP growth; and so forth. to create commensurability
among measures, we rescaled all dimensions into a scale that runs from 0 (the worst per-
formance in the world) to 100 (the best performance in the world). except for inflation,
all other scores are transformed in linear fashion. for example, the worst (0) and best (12)
freedom House scores are transformed into 0 and 100, respectively, on our index. all
other freedom House scores are transformed in linear fashion.

table 1.8 indicates the best and worst performances in the world on these nine dimen-
sions. Using the range of performances in the world ensures that we do not artificially trun-
cate scales by limiting the comparisons to Latin american experience. at the same time, it
ensures that we establish standards of excellence and failure that are actually attained.

to determine a given country’s indexed score on a given dimension, we took its score,
subtracted the score of the worst performing country, divided by the range of scores (best
score minus worst score) for that dimension, and multiplied by 100. for example, to
determine costa rica’s indexed freedom House score, we took its inverted mean score
(11.3), subtracted the score of the worst performing country on that dimension (0), divid-
ed by the range of scores (best score minus worst score) and multiplied by 100, producing
an indexed score of 94.25.
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for per capita gdP growth, we used the country with the second best performance in
the world, china (9.3% per capita per year), rather than equatorial guinea, which was an
extreme outlier with an 18.4% per capita per year growth rate. the rapid growth in
equatorial guinea resulted from the discovery and rapid exploitation of petroleum wealth
in a small country (the population is about 504,000). Including equatorial guinea makes
very large differences in growth performance seem small. ón the other eight dimensions,
no country was such an extreme outlier.

for inflation, we constructed the index with the natural logarithm of the annual
increase in consumer prices because the expected impact of increases in prices on citizens
and economic agents is nonlinear. an increase in the inflation rate of 0 to 25% usually has
a far greater impact than in increase from 400 to 425%. for inflation rates lower than 1%,
we used a logged value of 0.

among the 177 countries for which we have data for inflation for 1992 to 2006, the
democratic republic of congo had the highest average increase in consumer prices at
401.1% per year

.12
among countries that had data for at least twelve years, Japan was low-

est at 0.2% per year. With the logged transformations of the original inflation values, a
score of 1.501313 (equivalent to an annual inflation of 20%) produces the median indexed
score of 50.

systematic time series data for the world on employment and informal employment
are difficult to find. for this reason, we base the best and worst case performances on level
only, without also including data about change over time. We surveyed the available ILó
information (2002, 2004, 2006) to set benchmarks for the worst and best cases. the best
record in formal employment was canada, where about 92% of the labor force was in the
formal sector. canada’s unemployment level was around 7%. multiplying the percentage
employed by the percentage of those employed who have formal jobs (.92 ◊ .93) produces
a score of 85.6% on our measure. based on crossectional ILó data, no country scored
worse than bolivia, so we used its score as the worst in the world.

for poverty, we could not find reliable data for a large sample of countries in the world,
so we indexed the scores with our Latin american sample.

for education, we used ecLac data in table 1.5, because it seemed more valid than
the World bank’s edstats data. for the world’s low score, we used the World bank’s
edstats using the same mixed method as in table 1.5 (combining current level of net sec-
ondary enrollment plus change from circa 1990 to circa 2005). With this mixed method,

12 this is based on fourteen years, 1992–2005, because of a lack of availability of data for 2006.
13 this is the mean of the logged values for the average inflation rate in the democratic republic of congo

(6.00) and Japan (0).



55

REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
31-66

MEASURING SUCCESS IN DEMOCRATIC GOVERNANCE

mozambique had the lowest score in the world for net secondary enrollment (7), and
brazil had the highest score. to be consistent with table 1.5, we counted chile’s score of
103, which was the highest according to ecLac data, as the highest in the world. most
Latin american countries had scores above 50, reflecting large gains in access to second-
ary education in the 1990s and 2000s.

for homicides per 100,000 inhabitants, to establish the best and worst performances, we
used the World Report on Violence and Health, published in 2002 by the World Health
órganization. We did not attempt to construct a time series for the best and worst in the
world because of large gaps in data. according to the World Report on Violence and Health,
colombia had the highest homicide rate in the world (61.6 homicides per 100,000 inhab-
itants); Israel had the lowest (0.5). However, because colombia registered a substantial
reduction in homicide in our time series, the Latin american country with the worst score
in table 1.6 above is el salvador (72.4). accordingly, we use its score as the worst in the
world. We take Israel’s 0.5 per 100,000 homicide rate as its score for public security.

table 1.9 gives the indexed scores for the nine dimensions. because of the bundling
of good and poor performances across different arenas, a few countries stand out gener-
ally as cases of successful democratic governance while others are marked by failure in
many ways. chile has high scores on all nine dimensions, consistent with the common

Table 1.8. Best and Worst Performances in the World on Nine Dimensions of Democratic Governance

best in the world score Worst in the world score

freedom House scores many countries 12.0 many countries 0.0
rule of Law buthan 2.32 somalia –3.18
control of corruption Iceland 3.38 ñorth Korea –3.05
gdP per capita growth equatorial guinea 18.4% democratic republic of congo –4.6%
Inflation Japan 0.2% democratic republic of congo 401.1%
generation of jobs canada 85.6 bolivia 22.8
Poverty chile –11.2 Paraguay 60.4
ñet secondary enrollment chile 103 mozambique 7
Homicides Israel 0.5 / 100,000 el salvador 72.4 / 100,000

Sources:
Freedom House scores: www.freedomhouse.org.
Rule of law: Kaufmann et al. (2007:88–90).
Control of corruption: Kaufmann et al. (2007:91–93).
GDP per capita growth (annual): calculated from the World bank, WDI World Development Indicators. calculated in 2005
constant dollars in
purchasing parity power. equatorial guinea had the highest per capita annual growth but was an extraordinary outlier.
Inflation (annual percentage change in consumer price index): World bank, World Development Indicators.
Generation of jobs: International Labour órganization, Panorama Laboral de América Latina.
Poverty: best and worst are based on Latin american data only. from: cePaL, Panorama Social de América Latina 2005
(2005):317–18; ecLac,
Social Panorama of Latin America 2006 (Preliminary version).
Net secondary enrollment: World bank, edstats, at http://devdata.worldbank.org/edstats/indicators.html.
Homicides: World Health órganization, World Report on Violence and Health (2002).
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view that it has been the great success case in the post-1990 period. chile has built a
robust democracy, fostered rapid economic growth, and dramatically reduced poverty.
ón most dimensions of democratic governance, costa rica, Panama, and Uruguay have
also fared well. a few countries’ performance varied considerably across different dimen-
sions. for example, argentina did very well on education and public security but poorly
on control of corruption.

the indexed scores help identify nine countries that have been stuck in vicious cycles:
low quality democracy (or semi-democracy), poor rule of law, poor control of corruption,
poor growth, and poor performance in reduction of poverty. for 1991 to 2006, bolivia,
colombia, ecuador, guatemala, Haiti, Honduras, ñicaragua, Paraguay, and venezuela fit
this description. all of these countries scored poorly for Kaufmann et al.’s score for rule of
law, and all but bolivia and colombia also did for control of corruption. they also all
experienced anemic per capita gdP growth. ónly two countries of the nine, ecuador and
venezuela, performed above the regional mean in reducing poverty. colombia and
venezuela are relative newcomers to this category of low performers, having experienced
an erosion of democracy and of government performance since the 1980s. colombia has
fared better in most dimensions in recent years than in the 1990s.

Table 1.9. Indexed and Composite Scores of Democratic Governance in Latin America

freedom Jobs in
House rule of control gdP growth, Inflation, formal composite
scores1 law of corruption 1991-2006 1991-2006 sector Poverty education Homicides score

argentina 78 46 38 50 67 48 48 97 93 69
bolivia 73 28 48 43 70 0 22 73 — 54
brazil 71 46 43 43 25 21 68 97 56 60
chile 90 78 69 63 70 73 100 100 89 85
colombia 55 49 47 43 56 13 32 84 65 52
costa rica 95 63 48 55 57 43 69 87 86 78
cuba 1 47 44 — — — 84 — 91 8
dominican
republic 76 48 33 63 60 25 26 85 88 64
ecuador 69 28 33 43 44 17 63 64 64 55
el salvador 73 50 56 49 70 28 27 62 0 56
guatemala 53 34 40 42 65 — 28 37 5 44
Haiti 27 32 24 12 50 — — — 75 32
Honduras 68 40 42 43 57 44 5 57 20 51
mexico 71 46 43 45 59 43 62 62 92 63
ñicaragua 64 33 26 47 62 16 14 44 68 50
Panama 86 53 45 53 100 50 71 77 82 76
Paraguay 62 31 26 34 60 15 0 72 66 49
Peru 63 43 38 55 59 36 50 72 97 60
Uruguay 96 65 71 49 46 30 59 73 95 77
venezuela 59 17 28 36 41 30 60 63 28 50

1 freedom House scores are inverted [ 14 – (Political Liberties + civil Liberties)]
the composite index for bolivia, cuba, guatemala, and Haiti is based on eight, five, eight, and six, columns, respectively.
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If chile anchors the very successful end of the Latin american spectrum, Haiti anchors
the low end among the nineteen countries that have experimented with competitive polit-
ical regimes. In Haiti, two attempted transitions to competitive regimes were short lived
and resulted in a coup in 1991 and a rebellion in 2004, both leading to the overthrow of
a democratically elected president. the congress has been closed twice (in 1999 and 2004),
two international interventions took place (in 1994 and 2004), and the state at times tot-
tered on the brink of collapse.

7. A composite index of democratic governance

óne can build a reasonable argument for or against aggregating different dimensions of
democratic governance into a composite score. the case for a composite score is that high-
ly aggregated information can provide a useful synthesis. the widespread dissemination of
the Human development Index illustrates the advantages of a composite score; it provides
a useful summary snapshot of average human well-being in about 175 countries. In recent
years, the commitment of development Index (roodman 2006) provides an example of
a useful summary of how much wealthy countries support development efforts in the
third World. the arguments against a composite score are that variance across dimensions
can be lost, that in most cases there is no ideal way to aggregate across dimensions to cre-
ate the single score, and that the composite can be misleading for these and other reasons.

aggregating the nine dimensions into one composite score loses valuable information,
but it offers a highly synthetic sense of how different countries compare. all nine dimen-
sions reflect government performance and outcomes, so a composite score might generate
useful summary information about success in democratic governance. accordingly, we cre-
ated a composite score although our primary focus is on the nine underlying dimensions.

We opted for a multiplicative approach that recognizes the special importance of the level
of democracy in a composite score of democratic governance. We took the simple indexed
mean for the other eight dimensions and multiplied it by the indexed freedom House score,
then took the square root. scores could range from 0 to 100. With the exception of the
freedom House scores, rather than undertaking a complex weighting scheme, we followed
roodman’s (2006) logic that it is reasonable to take a simple mean of dimensions when there
is no clear criterion for weighting. following this method, the final column of table 1.9 pres-
ents a composite index for democratic governance for our twenty countries, with the caveat
that cuba is not a case of democratic governance, and that Haiti usually has not been.

this aggregation method rests on the implicit assumption that the other eight dimen-
sions should have equal weight under conditions of relatively democratic government. It



SCOTT MAINWARING, TIMOTHY R. SCULLY, AND JORGE VARGAS-CULLELL

58

REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
31-66

is difficult to defend an absolute version of this assumption, but all eight dimensions are
highly important.

the composite scores reinforce three conclusions of this article. first, the outcomes of
democratic governance have varied greatly across countries; the composite scores properly
reflect huge differences.14 second, chile (85) has been the most successful case of democrat-
ic governance in contemporary Latin america, followed at some distance by costa rica
(78), Uruguay (77), and Panama (76). after this, there is another substantial drop to
argentina (69), the dominican republic (64), and mexico (63), followed by another sub-
stantial gap. third, at the opposite end of the spectrum, the composite index shows the very
poor scores for cuba (8) and Haiti (32), and the deficient overall performance in democrat-
ic governance of guatemala (44), Paraguay (49), venezuela (50), ñicaragua (50), Honduras
(51), colombia (52), bolivia (54), and ecuador (55). In the last several years, colombia has
improved its record in democratic governance relative to the 1990s, but it remains in the
group of poor performers because of the results of the period before Álvaro Uribe assumed
the presidency. In our judgment, the composite index performs well in identifying the rel-
atively successful cases and the poor performers for this period of fifteen years.

8. Prior works on effective governance

óur reason for building a new measure of democratic governance is that no measure close-
ly resembles what we have undertaken here.15 In the next sections of this article, we devel-
op this point by comparing our index to the most prominent existing works on effective
governance, the quality of democracy, and democratic performance. óur point is not that
our measure is better than these alternatives, but rather that it is different and that it cap-
tures an important phenomenon.

successful democratic governance has much in common with successful governance,
except that it occurs under conditions of democracy. Whether they are democratic or not,
governments that succeed at governing must ensure citizen security and promote human
well-being. for this reason, our project has some elements in common with Kaufmann et
al.’s (2003, 2005, 2006, 2007, 2008) governance indicators. they include six important

14 even so, these differences are almost certainly understated because of missing data. We do not have data for
Haiti for formal sector jobs, poverty, or education. In all three areas, Haiti fares disastrously, and it seems
probable that the official data understate homicides.

15 the Índice de desarrollo democrático (www.idd-lat.org) comes closer than other measures to focusing on
success in democratic governance. We do not discuss it in the text because it has been less influential than
the measures we analyze. óur measures are constructed in very different ways than those of the Indice de
desarrollo democrático.
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dimensions of governance: voice and accountability, political stability and absence of vio-
lence, government effectiveness, regulatory quality, rule of law, and control of corruption.
they provide solid empirical measures for the dimensions, and their methodology is
sophisticated.

óur project differs from Kaufmann et al.’s governance indicators in six respects. first,
they attempt to measure how effective governance is; we attempt to measure how success-
ful it is. all of their indicators are subjective whereas six of our dimensions are objective
and are based on outcomes. We prefer some objective data about outcomes because of
their greater reliability and validity.

second, we focus on governance under competitive political regimes. there is much
common ground between successful democratic governance (our enterprise) and effective
governance (Kaufmann et al.), but governing under democracy presents distinctive chal-
lenges and advantages. the pursuit of efficiency is bounded by democratic checks and bal-
ances and by electoral competition; political goals are established through a competitive
process. ónly one of Kaufmann et al.’s indicators, voice and accountability, taps the dem-
ocratic character of the political regime.16

third, Kaufmann et al.’s indicators compare countries in a given year, but they have no
validity for temporal comparisons. (the same is true for our indexed scores and composite
score). If there is a general trend in the world, Kaufmann et al.’s indicators fail to register
this change. seven of our nine dimensions measure change over time, not merely change
relative to the world average in a given year. for the rule of law and control of corruption
indicators, we are not able to track change over time because we rely on Kaufmann et al.

fourth, for our purposes, Kaufmann et al. overweight perceptions by business groups
(arndt and óman 2006, 69–71; Kurtz and shrank 2007). seventeen of the thirty-one
organizations that provide the basis for Kaufmann et al.’s measures (2005, appendix a,
62–100, 108–109) are business oriented. the individual questions from surveys and
expert opinion polls also disproportionately–for our purposes–reflect business perspectives
and concerns. the fact that business interests have a favorable opinion of governance does
not always mean that democratic governance is effective. We are especially concerned with
aspects of government performance that have a deep impact on citizens.

fifth, the Kaufmann et al. measures are based on the idea that a large amount of
information (the surveys and expert opinion questions) presented in a highly synthetic

16 If there were no other differences between our vision of successful democratic governance and Kaufmann
et al.’s indicators of successful governance, we could have imposed a minimum threshold on their voice and
accountability indicator (or used freedom House scores to establish a minimum threshold), discarded the
cases that failed to meet this threshold, and used their indicators to compare the level of success among
democratic cases. However, our project differs in other ways, so this threshold approach would not accom-
plish our purpose.



SCOTT MAINWARING, TIMOTHY R. SCULLY, AND JORGE VARGAS-CULLELL

60

REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
31-66

manner (the number of standard deviations from the mean) is optimal. Without dismiss-
ing the merits of their approach, our index is predicated on different assumptions. We
opted for relative parsimony by choosing only nine dimensions, eight of which are built
from only one form of data. óne advantage of our approach is greater intuitive compre-
hensibility. the mean inverted freedom House scores of 11.3 for costa rica and 6.3 for
guatemala are meaningful to the sizable number of scholars who have worked with
freedom House measures. the fact that costa rica was 0.44 standard deviations about
the mean for Kaufmann et al.’s rule of law in 2007 is useful information, but the deeper
meaning of this fact requires examining the survey and expert opinion questions that
underlie the index. Kaufmann et al.’s scores are technically sophisticated but they do not
produce an intuitively obvious substantive meaning. In opting for parsimony and sim-
plicity, our approach differs.

finally, whereas Kaufmann et al. give annual scores, our measure tracks performance
over a longer period of time. óur measures could in principle assess performance in a par-
ticular year. However, objective data such as per capita growth that can oscillate sharply
from one year to the next are not good measures of success. High growth in a single year
can reflect a strong recovery from a recession, a good harvest, a favorable change in the
terms of international trade, etc.

another well-known measure of governance is Putnam (1993, 63– 82), who devised
twelve measures of the effectiveness of Italy’s regional governments.17 His measures might
be appropriate for assessing the quality of regional governments, but national governments
have different responsibilities (e.g., macroeconomic policy and management) than region-
al governments. for an assessment of government performance at the national level, our
measures are more suitable.

9. Our meassure compared to measures of the quality of democracy

most measures of the quality of democracy focus exclusively or largely on procedural issues
(altman and Pérez-Liñán 2002; diamond and morlino 2005; Levine and molina 2006;
Lijphart 1999, 275–300). In contrast, our assessment of democratic governance also focus-
es significantly on policy results.

17 cabinet stability, budget promptness, quality of statistical services, quality of legislative output as judged by
experts, legislative innovation, the number of day care centers, the number of family clinics, government
spending on agriculture, expenditures on local health units, government spending on housing and urban
development, and bureaucratic responsiveness. several of these measures are biased toward social democrat-
ic governments.
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as conceptualized by diamond and morlino (2005) and Levine and molina (2006),
the quality of democracy refers to the extent to which democracies live up to a procedur-
al liberal understanding of democracy. both sets of authors exclude policy results from
their purview. óur enterprise is different because we evaluate not only democratic proce-
dures, but also the governance results of democratic governments.

because we include the results of democratic governance from the standpoint of citizen
well-being, our measures are generally broader than the procedural measures. We also
exclude some issues that some measures of the democraticness of the political regime include.
for example, foweraker and Krznaric (2000) include the level of electoral disproportionali-
ty (the difference between parties’ vote and seat shares) and the size of the legislature divid-
ed by the number of seats of the largest party in their measure of the quality of democracy.

óur project also differs from the Programa estado de la ñación (Peñ)/UñdP citizen
audit of the quality of democracy in costa rica (vargas cullell 2004). the Peñ/UñdP
defined quality of democracy as “the extent to which political life and institutional per-
formance in a country . . . with a democratic regime coincides with the democratic aspi-
rations of its people” (vargas cullell 2004, 96). the citizen audit thus depends on citizen
aspirations and beliefs about what a democracy should be. óur project differs in three
ways. first, we employ criteria for measuring success that we determined in consultation
with other scholars. even though our criteria were influenced by public opinion surveys
regarding what citizens value in a democracy, our endeavor is different from one that
begins with citizen aspirations. second, we focus partly on objective performance. third,
we use a more bounded procedural definition of democracy that is consistent with most
contemporary scholarly definitions, whereas the Peñ-UñdP assessed the quality of
democracy based a broad understanding of democracy including non-regime dimensions.

Conclusion

We hope to make three main contributions with this article. first, we believe that chart-
ing how Latin american countries have performed on some of the issues that are critical
to citizen well-being over the past fifteen years is useful. to the best of our knowledge, no
previous work has examined the sweep of dimensions that we have here for all of Latin
america over the medium term.

second, social scientists should develop tools for assessing and measuring success in
democratic governance. existing measures focus on other issues. they are useful, but it is
also important to be able to measure success in democratic governance. We hope to stim-
ulate thinking about ways to do so.
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third, the article underscores the wide variance in success in democratic governance in
contemporary Latin america. there are meaningful ways in which it is useful to think
about Latin america as a region (mainwaring and Pérez-Liñán 2007). However, this fact
should not obscure the important differences within this diverse region.
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La calidad de la democracia y
el estudio comparado
de la democratización

Jorge Vargas-Cullell

Resumen
Pese a la creciente literatura sobre la calidad de la democracia, el tema aún no es un robus-
to programa de investigación, anclado en la teoría comparada de la democracia. Un paso
importante en tal sentido es reconocer que se trata de un concepto derivado de un objeto
original, al que califica un concepto de democracia claramente especificado. sin embargo,
el estudio de la calidad de la democracia implica ampliar nuestra comprensión sobre la
democracia, pues requiere incluir aspectos que van más allá de su definición procedimen-
tal como régimen político. sobre estas premisas, el artículo esboza las relaciones entre de-
mocracia, calidad de la democracia y democratización y, aplica esta propuesta teórica a la
suscinta evaluación de los sistemas políticos de centroamérica.

Palabras claves: democracia, calidad de la democracia, democratización, poder, régimen
político, estado democrático de derecho, inclusión ciudadana, teoría comparada, estánda-
res de evaluación, centroamérica.

Abstract
a growing body of literature on the quality of democracy has emerged in the past two
decades. However, if this approach holds any promise, much work remains to be done.
the conceptual links between democracy and quality of democracy, as well as between the
latter and democratization, need to be carefully specified. the quality of democracy is a
derivate concept that should be tightly woven to its root: a theoretically and empirically
grounded concept of democracy. However, not any concept of democracy will do. I argue
that the quality of democracy approach implies broadening up our understanding of
democracy to include issues beyond its procedural definition as a political regime. the
article applies this analytical framework to the study of central american political systems.

Keywords: democracy, quality of democracy, democratization, power, political regime,
democratic rule of law, citizen enfranchisement, comparative theory, evaluation parame-
ters, central america.
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Introducción

en las últimas dos décadas ha surgido una importante bibliografía sobre la calidad
de la democracia1. Las obras pioneras de beetham y sus colegas (beetham 1994;
beetham y Weir, 1995; Klug et. al, 1998) abrieron camino a una serie de obras bas-

tante dispares en cuanto a sus propuestas y alcances (Programa estado de la ñación Peñ
2001; International democracy electoral assistance Idea 2001; altman y Pérez-Liñán
2002; PñUd 2004; ó’donnell, Iazzetta y vargas cullell 2004; ver obras en el volumen
editado por morlino y diamond, 2005; roberts, 2010). en la década actual han existido
varios intentos de trazar las bases de la calidad de la democracia como teoría, concepto y
programa para la investigación empírica, cfr: gómez fortes et. al (2010), roberts (2010),
ó’donnell (2006; 2004), vargas-cullell (2004; 2008), diamond y morlino (2005),
morlino (2007).

sin embargo, queda mucho por hacer si el fin es convertir el tema de la calidad de la
democracia en un robusto programa de investigación comparada. Para ello, se deben defi-
nir con cuidado los enlaces conceptuales entre democracia y la calidad de la democracia,
así como entre esta última y la democratización. se debe comparar la calidad (o calidades)
de las políticas democráticas con parámetros firmemente sustentados en teorías compara-
tivas de la democracia.

este artículo sienta las bases para esa labor utilizando como referencia la investigación
sobre temas de la calidad de la democracia realizada por el autor durante la década pasada.
el punto de partida es la auditoría ciudadana sobre la calidad de la democracia en costa
rica (Peñ 2001). sostengo que la calidad de la democracia es un concepto derivado que
debería estar fuertemente atado a su origen, el objeto al que califica: un concepto de demo-
cracia claramente especificado. sin embargo, no servirá cualquier concepto de democracia.
así mismo, pienso que el estudio de la calidad de la democracia implica ampliar nuestra
comprensión procedimental de la democracia como régimen político para incluir dimen-
siones de extra-régimen (ver también: bürhlmann, et. al 2007).

el presente artículo está organizado en dos partes. en la primera, expongo la manera
cómo entiendo los conceptos de democracia, calidad de la democracia y la democratiza-
ción. en la segunda, hago una breve presentación que describe la calidad de la democracia
en centroamérica. el propósito es mostrar que el marco analítico tiene un fecundo poten-
cial de generacion de hipótesis y mediciones interesantes para la investigación comparada
de la democracia.

1 La calidad de la democracia es una expresión muy usada en una infinidad de libros y artículos; sin embar-
go, pocas veces se define (i.e. Lijphart 1999). me interesan en este artículo los trabajos que muestren algu-
na reflexión o evalúen en forma sistemática la calidad de la democracia.
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2. Discusión teórica

La innovadora iniciativa de beetham y sus colegas de realizar una auditoría de la democra-
cia en el reino Unido efectuó dos contribuciones importantes. Primero, propuso estánda-
res democráticos que podían ser empíricamente evaluables, destacando la naturaleza eva-
luativa de la perspectiva de la calidad de la democracia. segundo, amplió el alcance de los
estudios sobre democracia al ir más allá de una comprensión limitada de la democracia
como régimen político (beetham 1994; beetham y Weir 1995; Klug et. al. 1998).

en el año 2001, la auditoría ciudadana de costa rica desarrolló la idea de auditar la
democracia al poner en práctica métodos participativos para establecer y evaluar estánda-
res de calidad democrática. aplicó un método evaluativo con base en la experiencia de la
órganización Internacional de ñormalización (Isó por sus siglas en inglés) y, apoyándo-
se en los trabajos teóricos de ó’donnell, propuso un concepto amplio de la democracia
que incluye algunos aspectos del estado y la sociedad como elementos constitutivos (Peñ
2001). La calidad de la democracia se definió como “el grado en que, dentro de un régi-
men democrático, una convivencia política se acerca a las aspiraciones democráticas de su
ciudadanía” (vargas-cullell, 2004: 96).

el Informe sobre la democracia de la organización International Democracy Electoral
Assistance (Idea por sus siglas en inglés) del año 2001, los trabajos de diamond y morlino
(2005) y roberts (2010) han sido los esfuerzos más ambiciosos hasta el momento para eva-
luar la calidad de la democracia desde un punto de vista comparado. Idea aplicó los prin-
cipios democráticos y parámetros formulados por beetham en el estudio de ocho sistemas
políticos. Por su parte, morlino y diamond adoptaron una posición diferente, para estos
autores calidad de la democracia significa una “buena democracia”, una democracia virtuo-
sa que cristaliza, en la práctica, una serie de valores democráticos. con el fin de evaluar la
buena democracia, distinguieron tres significados de calidad según estuvieran asociados a
resultados, procesos o contenidos del sistema político. analíticamente, propusieron ocho
dimensiones no excluyentes entre sí, cinco de ellas de carácter procedimental (morlino y
diamond 2005; morlino 2007; diamond 2005). en un libro reciente, roberts evaluó la
calidad de la democracia en europa óriental definiéndola como el grado en que los ciuda-
danos consideran a los líderes responsables de sus acciones y mantienen la política cercana
a sus preferencias (roberts 2010).2 en su estudio sobre la calidad de la democracia en
españa, gómez-fortes y sus colegas, plantean un punto medio entre la propuesta metodo-
lógica de beetham y la de ó’donnell, Iazzetta y vargas cullell (gómez-fortes et al, 2010).

2 bürhlman, merkel y Wessels (2007) esbozaron un enfoque teórico y empírico para crear un barómetro apli-
cado al estudio de la calidad de la democracia en países altamente industrializados. sin embargo, el resulta-
do de esa iniciativa queda todavía por publicarse.
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en un tema en expansión como el de la calidad de la democracia, estos esfuerzos abren
interesantes posibilidades de investigación. sin embargo, todavía no hay un acuerdo bási-
co sobre los fundamentos que pudieran delimitar, teórica y empíricamente3, la perspectiva
de la calidad de la democracia dentro de los estudios políticos comparados. en el resto de
esta primera sección se procura atender este problema a partir de una reelaboración del
concepto de la calidad de la democracia. se reflexiona en forma crítica sobre el grupo de
obras sobre este tema, tomando como referencia también a otras obras que todavía no se
han mencionado (Hagopian 2006; Putnam, 1993; Lijphart 1999). mi objetivo es resolver
el punto más débil de los diferentes enfoques para evaluar la calidad de la democracia
(incluyendo los míos propios): el enlace entre la calidad de la democracia y el concepto ori-
ginal de democracia. al hacerlo, espero contribuir con un diálogo fructífero con las otras
propuestas.

Definición de conceptos

debido a que la calidad de la democracia es un concepto derivado (bülhman et. al. 2007;
morlino 2007; diamond y morlino 2006; vargas-cullell 2004), el objeto fundamental o
sustantivo al que califica –la democracia– se debe definir con cuidado. existen incontables
definiciones de la democracia; sin embargo, por las razones que señalo más adelante, pro-
pongo mi propia definición. entiendo la democracia como la estructuración de las relacio-
nes de poder político basada en la ciudadanía como agencia política y moral (ó’donnell,
2006, 2004; vargas-cullell, 2008)4. esta es una definición no taxonómica de la democra-
cia que resalta su naturaleza abierta, e históricamente cambiante, desde su invención hace
más de dos mil años en una pequeña ciudad del sur de europa (ó’donnell 2010;
Przeworski 2010; dunn 1993). al mismo tiempo, la definición capta la diferencia funda-
mental que distingue a la democracia del resto de sistemas políticos a través de la historia:
el “demos” como la base de la autoridad legítima. Por otra parte, entiendo la democratiza-
ción como ese proceso abierto por medio del cual la organización democrática de relacio-
nes de poder se disemina en una sociedad, afectando los distintos ámbitos de la vida social

3 La mayoría de las obras han evitado la tentación de idear medidas sumarias de la calidad de la democracia
como las propuestas por altman y Pérez-Liñán (2002), debido a las diversas incógnitas que surgen una vez
que se sale de la esfera de la mediciones convencionales de la democracia.

4 Un agente es alguien capaz de adoptar decisiones y actuar consecuentemente. La suposición de autonomía
moral de dahl, afirma que todos los individuos son los mejores jueces de sus propios intereses y que las dife-
rencias no justifican la custodia (dahl, 1989). Por lo tanto, continúa la igualdad civil y política. en suma, la
democracia no es consistente con ninguna definición de ciudadanía, sólo con aquellas que se basan en el reco-
nocimiento explícito de los individuos como agentes políticos y legales (ó’donnell 2010: 47-73, 118-120).
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(Whitehead, 2002). como tal, la democratización es un vector e implica el examinar las
trayectorias históricas. al estudiar la democratización uno se enfoca en el cambio, en cómo
una sociedad va del punto a al punto b; por ejemplo, de un sistema autoritario a uno
democrático5.

La calidad de la democracia evalúa los resultados de la democratización en un punto
dado en el tiempo. es un concepto sincrónico. más específicamente, es la medida en que
un sistema político cumple con los atributos constitutivos del concepto de democracia. al
estudiar la calidad de la democracia, mido la brecha (mayor o menor) entre las caracterís-
ticas observables de un sistema y los parámetros democráticos derivados de un concepto
de democracia: qué tanto ha logrado la democratización acoplar un sistema político a una
organización democrática de las relaciones de poder. Las brechas entre lo real y lo reque-
rido pueden variar de lugar a lugar y también, como veremos, dentro de un sistema polí-
tico dado.

esta es una manera no normativa de definir la calidad de la democracia. a pesar de que
los valores y principios están entretejidos en el lienzo de las reglas y prácticas democráti-
cas, en contraste con morlino y diamond no fusiono la calidad de la democracia con una
ciudadanía o un sistema bueno y virtuoso. me enfoco en evaluar los atributos derivados de
un concepto de democracia. en el mundo real siempre habrán ángeles y demonios y los
virtuosos, una minoría. coincido con bülhman et. al. (2007) en anclar firmemente la cali-
dad de la democracia a un concepto más amplio y realista de democracia, aunque no creo
que su concepto de “democracia incrustada” logre salvar el desacople con la teoría com-
parada de la democracia6. Para aclarar los nexos entre democracia y la calidad de la demo-
cracia, explicaré con más detalle las razones por las que sostengo que mi propuesta es una
alternativa sensata a otras.

5 ño mezclo democratización con “transición a la democracia”. el primero es un concepto más amplio y bien
puede darse dentro de regímenes democráticos, lo que Parry y moran llaman “democratización dentro de
la democracia” (1994). costa rica después de la década de 1980 es un caso interesante de este tipo de demo-
cratización. Las transiciones son un caso especial de democratización que tienen que ver con el cambio de
régimen.

6 bülhman et. al. (2007: pp.14-21) entienden la democracia como un complejo de regímenes parciales estre-
chamente relacionados (electoral, derechos políticos, derechos civiles, poder para gobernar y responsabili-
dad horizontal). sin embargo, esta es más una descripción de los componentes de la “arquitectura institu-
cional” de la democracia constitucional moderna que una definición de los atributos de la democracia que
pueden estar sujetos a una evaluación de calidad democrática.
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Argumentación

en todos los sistemas políticos, los gobernantes gobiernan a la gente –la democracia no es
una excepción–. sin embargo, ésta introduce un cambio crucial tanto en la naturaleza
como en la dinámica de la relación entre los gobernantes (el lado poderoso) y los goberna-
dos (el lado débil). mientras que en los sistemas políticos no democráticos los gobernados
son vasallos, sujetos a la autoridad política con pocas salvaguardas para su vida, integridad
o patrimonio; en una democracia los gobernados disfrutan de un poder sustancial –no
están a merced del poderoso, tienen voz, pueden resistírsele e incluso influenciar de mane-
ra tal que el gobernante sea eventualmente sustituido–. el poder de los gobernados surge
del hecho de que ellos son ciudadanos, agentes políticos y morales que esgrimen derechos
(ó’donnell 2010, 2007; Przeworski 2010, más bien prefiere llamarlo el ideal del “autogo-
bierno”). en las democracias modernas, la ciudadanía es una categoría legal que le confie-
re un paquete de derechos y obligaciones a la población adulta dentro de un estado –con
ciertas excepciones–, con base en la suposición de que todos los individuos tienen la capa-
cidad de actuar por sí mismos, es decir, que son agentes y vectores dotados con voluntad
propia. este paquete incluye libertades para actuar como mejor lo consideren, indepen-
dientemente de los deseos del poderoso, así por medio de ciertos derechos los gobernados
tienen la capacidad de resistir, derrotar o forzar concesiones sin desestabilizar el sistema
político. en síntesis, la democracia crea e institucionaliza “el poder desde abajo”, el poder
de los gobernados.

sin embargo, las relaciones de poder democrático no eliminan el poder de los gober-
nantes, “el poder desde arriba”. como en todo sistema político, las disparidades de poder
en una democracia son extensas, consecuentes y sistemáticas. Éstas surgen de legados sus-
tancialmente asimétricos de bienes y capacidades entre los individuos, las organizaciones o
entre las clases sociales. es más, algunas dimensiones de desigualdad política están legal-
mente promulgadas, en tanto que a ciertos individuos se les confiere la autoridad de adop-
tar decisiones vinculantes para el colectivo social. aunque las asimetrías son dinámicas y
no implican necesariamente juegos de suma cero, nunca se ha visto una democracia sin
desigualdades políticas.

en pocas palabras, en una democracia, los débiles ejercen cierto poder sobre los pode-
rosos y, al mismo tiempo, estos últimos retienen la capacidad de gobernar. Inevitablemente
surge un balance conflictivo y potencialmente frágil alimentado por la contradicción entre
el impulso de la igualdad política (“poder desde abajo”) y de la desigualdad política (“poder
desde arriba”). dado que el “poder desde arriba” es, sin duda, más poderoso –en ausencia
de ciertas protecciones que deben ser efectivas– el impulso de la desigualdad política gana-
ría con facilidad y terminaría por asfixiar el impulso de la igualdad política.
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Por lo tanto, todas las democracias promulgan un marco complejo de normas e insti-
tuciones para asegurarse de que ambas partes –los gobernantes y los gobernados– se aco-
moden y se protejan pero, especialmente, que el bando más débil, la comunidad de ciuda-
danos, no vea cercenados sus derechos por los poderosos. esta estructura regula tanto el
acceso como el ejercicio del poder e implica definiciones cuidadosas sobre sus usos legales
e ilegales, así como los controles necesarios para prevenir los abusos7.

Una consecuencia de colocar las relaciones de poder en el centro del concepto de
democracia, es que “la democracia” ya no se puede definir simplemente como un régimen
político, como un método de elegir a los gobernantes por medio de elecciones libres y jus-
tas apoyadas a su vez por un legajo de derechos y libertad. Una definición procesal mini-
malista como esta, deja de lado la explicación de una parte fundamental de la vida demo-
crática, la cual hace referencia a: cómo la democracia es capaz de asegurar que los gober-
nantes, una vez electos, no abusen de su poder legalmente autorizado para imponerse sobre
la voluntad de las y los ciudadanos (ó’donnell 2007; 2004; bürhlmann et al 2007).

en el corazón de este delicado y sutil equilibrio entre el “poder desde arriba” y el “poder
desde abajo” implicado por la democracia, reside un acto de delegación parcial. en ella, los
ciudadanos, la fuente de legitimidad del poder político, delegan poder a las autoridades
públicas para que gobiernen en nombre suyo. esta delegación de poder es parcial, el ciu-
dadano-agente retiene una cantidad sustancial de poder porque no pierde sus derechos y
siempre mantiene la capacidad de manejarlos según lo considere adecuado –dentro de cier-
tas restricciones, cuya estipulación ha debido ser aprobada apegándose a los usos y proce-
dimientos autorizados en el ejercicio del poder, y cuya interpretación recae en actores que
poseen una autoridad expresamente investida para tales fines–.

el poder –tanto el delegado como el no delegado– se ejerce según dos conjuntos de
reglas8. el primero, regula la cuestión de quién puede ejercer el poder, es decir, quién tiene
acceso al poder y cómo puede obtenerlo. el segundo conjunto de reglas regula el ejercicio
del poder, qué puede o no hacerse con el poder político una vez que se obtiene9. La inter-
acción entre las reglas de acceso al poder y las reglas para ejercerlo, conduce a cuatro
dimensiones constitutivas de la democracia, de donde surgen los atributos que el concep-
to de calidad de la democracia posteriormente evaluará (figura 1).

7 como recalcan varios autores, estos acuerdos son históricamente contingentes; por ejemplo, la ciudadanía
cuasi universal y las elecciones libres y justas son cruciales para la democracia moderna pero no para la
democracia ateniense (Przeworski 2010, dunn 1993).

8 siguiendo a Lukes (2005), yo defino el poder como la capacidad que permite a un actor provocar o resistir
cambios a una situación dada. el poder político, un subtipo específico de poder, se refiere a la capacidad de
adoptar decisiones colectivamente vinculantes para una sociedad o para un segmento de ésta (o de evitar
que alguien más tome este tipo de decisiones).

9 La distinción entre acceso y ejercicio la tomé prestada de sebastián mazzuca (1999); sin embargo, alcanzo
conclusiones diametralmente diferentes a las que él llega con esta útil distinción.
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La primera dimensión se refiere a las reglas que normalizan el acceso al poder delega-
do por parte de quienes tendrán la autoridad legal para ejercerlo, así como las reglas que
especifican los modos de sustitución de los gobernantes. en una democracia, estas regu-
laciones corresponden básicamente al sistema electoral, el que a su vez está arraigado a
reglas constitucionales que definen la extensión y límites de ese poder delegado.

La segunda dimensión se refiere a las normas que regulan el acceso al poder no delega-
do, el que los ciudadanos no pierden, por parte de los gobernados. esto se refiere a la cues-
tión de la inclusión ciudadana, donde esta disfruta el derecho de: tener voz en asuntos de
interés público, y de elegir a los que gobernarán la entidad política o de ser elegidos para
puestos de gobierno. en este sentido, estas normas definen quién ha sido facultado como
ciudadano –una situación legal que en las democracias modernas se supone cuasi univer-
sal– y cuál es el portafolio de los derechos implicados en este status.

La tercera dimensión se refiere a las normas que regulan el ejercicio del poder delega-
do, aquel que ha sido conferido a las autoridades públicas. Éstas comprenden un comple-
jo juego de normas cuidadosamente formulado, el mismo que estipula los usos legítimos e
ilegítimos del poder, y las sanciones por transgredir aquellas normas. La mayoría de estas
normas se aplica en períodos no electorales pues su utilización requiere, como requisito
previo, que la autoridad pública haya sido previamente escogida. son las reglas que asegu-
ran que los gobiernos elegidos democráticamente gobiernen democráticamente. esto es lo
que ó’donnell llama “estado de derecho”, que en una democracia es un estado de dere-
cho democrático (ó’donnell 2010, 2007, 2004).

finalmente, la cuarta dimensión se refiere al ejercicio del poder no delegado de parte
de los ciudadanos, la cuestión que explica cómo las personas participan en la vida pública
y esgrimen sus derechos frente a los gobernantes y otros gobernados. como sabemos, el
pueblo puede escoger ejercer sus derechos y libertades –o no hacerlo–, o a su vez, ejercer-
los, desgraciadamente, en formas adversas a la democracia. La participación ciudadana, por
supuesto, significa participación en temas relacionados con acceso al poder (participación
electoral) y al ejercicio del poder (participación en la gobernanza, en la deliberación, eje-
cución y evaluación de políticas públicas).

en resumen, mi concepto de calidad de la democracia está relacionado con un concep-
to más amplio de democracia, uno que va más allá de régimen aunque, sin duda, lo con-
tiene. esto plantea la pregunta del valor agregado de proveer tal definición de democra-
cia, cuando hay cientos que la literatura ya provee. veo varias ventajas. Primero, al colocar
las relaciones de poder en el corazón de la idea de democracia, se ponen sobre la mesa y en
pie de igualdad, la cuestión del ejercicio de poder, es decir, de algunas estructuras y fun-
ciones del estado y de la sociedad civil como constitutivas del concepto de democracia.
segundo, al evaluar la calidad de la democracia, lo anterior nos permite observar no sólo
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las normas e instituciones diseñadas para elegir a los gobernantes, sino también las referi-
das a otros dos ámbitos: las reglas e instituciones que regulan el ejercicio del poder (esto
es, el estado de derecho), así como las luchas ciudadanas para influenciar las decisiones
colectivas durante períodos no electorales10.

finalmente, mi definición es consistente con el hecho de que la democracia viene en
muchas formas y colores (presidencialista o parlamentaria; federalista o unitaria, etc.). es
una forma no taxonómica de definirla, tomando en cuenta la distinción principal que
aporta la democracia a las relaciones de poder –la agencia moral y política de los comu-
nes–. sin embargo, al mismo tiempo, establece límites analíticos claros con respecto a los
regímenes democráticos o híbridos (Levitski, 2010).

Estándares de calidad democrática

La literatura comparada sobre democracia ha establecido estándares acordados en dos de
las dimensiones previamente comentadas. Por una parte, en la dimensión electoral ha esti-
pulado que las elecciones deben ser justas, libres, decisivas, competitivas y periódicas. Por
otra parte, en la dimensión de inclusión ciudadana, donde la cuasi-universalización den-
tro del territorio de los estado-nación es hoy en día un requisito. (tabla 1).

Los estándares para las otras dos dimensiones han sido menos investigados. en cuan-
to al ejercicio del poder no delegado, creo que el concepto de “estado democrático de dere-

Figura 1. Cuatro dimensiones de la democracia

acceso

fuente: autor

sistema electoral
[reglas para el acceso al

poder delegado]

Inclusión ciudadana
[reglas para el acceso al

poder no delegado]

Poder delegado
(a la autoridad pública)

Póder

Poder no delegado
(ciudadanos)

estado de derecho
[reglas para ejercer el

poder delegado]

Participación ciudadana
[reglas para el ejercicio del

poder no delegado]

ejercicio

10 mi concepto de democracia se enfoca en las relaciones de poder, la materia de la cual está hecha la política.
sin duda, principios como el “control ciudadano”, “libertad”, “igualdad política” o “rendición de cuentas”,
son importantes porque describen valores democráticos. sin embargo, lo que une esos principios en una
totalidad coherente es la manera en que se entrelazan con las relaciones de poder entre gobernantes y gober-
nados.
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cho” de ó’donnell propone condiciones empíricamente evaluables: el reconocimiento, la
promulgación y la aplicación efectiva de derechos de parte del estado y la subordinación
de las autoridades públicas a la ley. a su vez, estas condiciones implican responsabilidad
horizontal (legal, política y administrativa) para asegurar que las autoridades permanezcan
dentro de la ley y la apertura institucional a la responsabilidad vertical, para asegurar que
las autoridades y los personeros públicos continúen respondiendo a las necesidades y
demandas de los ciudadanos (ó’donnell 2010, 2007, 2004).

finalmente, la dimensión más “suave” es el ejercicio del poder no delegado por parte
de los ciudadanos. aquí, propongo como parámetro la participación cívica en la vida
pública. de partida concedo la imposibilidad de especificar un nivel óptimo de participa-
ción, mientras que la democracia colapsaría si todos los ciudadanos decidieran dejar de
participar (el escenario en Ensayo de la lucidez, del novelista saramago), las democracias
pueden sobrevivir con niveles relativamente bajos de participación en los asuntos públicos.
ciertamente, en principio, una mayor y más diversa participación es mejor que menos par-
ticipación, pero esto no alcanza para especificar un parámetro, aunque sí defina una cier-
ta preferencia. La “prueba ácida” es que, independientemente de los niveles de participa-
ción, los ciudadanos no esgriman sus derechos y libertades en contra de la democracia, para
apoyar fuerzas que deseen reemplazarla o para atentar contra la vida e integridad de los
demás. de ahí la importancia de calificar como “cívica” la participación ciudadana
(Putnam, 1993). Un apoyo generalizado a la democracia es un parámetro de la calidad de
la democracia, pues mayorías antidemocráticas son caldo de cultivo de liderazgos autorita-
rios. además, es necesaria una suficiente participación electoral (a los ojos de la ciudada-
nía) para que se consideren como legítimas las elecciones. Un criterio parecido se puede
emplear con la participación cívica durante los períodos no electorales. La clave es la exis-
tencia de una participación que impida los intentos de los gobernantes para evadir la ren-
dición de cuentas y demande a los funcionarios públicos respuestas a las necesidades y
demandas ciudadanas.

óbsérvese que algunas dimensiones democráticas antes indicadas incluyen aspectos
que no son propios de un régimen político, por ejemplo: la rendición horizontal de cuen-
tas y la rendición social de cuentas (smulovitz y Peruzzotti 2000). eso, como ha sido
dicho, es consecuencia de la perspectiva teórica aquí adoptada. desde el punto de vista de
la calidad de la democracia, la evaluación de las dimensiones más allá del régimen se puede
realizar siguiendo, por analogía, los procedimientos que usan los estudiosos regularmente
para evaluar si en un país “x” las elecciones fueron libres y justas11.

11 con base en las cuatro dimensiones de democracia, se pueden distinguir diferentes tipos de democratiza-
ción, porque el avance en una dimensión no implica un avance en el resto. sólo para mencionar algunos de
ellos: (a) La democratización a lo largo del primer cuadrante equivaldría a liberalización dentro de un sistema
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en suma, tracé una distinción entre la democratización como proceso o trayectoria y
la calidad de la democracia como un concepto evaluativo estático, que mide la brecha entre
resultados reales y parámetros democráticos en un momento dado. Utilicé un concepto
amplio de democracia para identificar cuatro dimensiones y diez parámetros de calidad de
la democracia. finalmente, estos parámetros de la calidad de la democracia surgen, no de
un conjunto abstracto de valores, sino de los aspectos constitutivos de las relaciones demo-
cráticas de poder derivados de un concepto de democracia.

3. La calidad de la democracia en Centroamérica

en la segunda parte de este artículo aplico el marco conceptual antes delineado a una eva-
luación sintética de la democratización y la calidad de la democracia en centroamérica. el
propósito principal de este esfuerzo es mostrar que de acoplarse un concepto amplio de
democracia con estándares de calidad democrática, se obtendrán nuevas perspectivas para
juzgar la amplitud y el alcance de la democratización en esta región. sin embargo, antes de
empezar, colocaré la democratización en el contexto del multifacético y complejo proceso
de cambio social por el que centroamérica ha pasado en las últimas décadas.

fuente: autor

Tabla 1. Dimensiones de la democracia, resultados de democratización y estándares para evaluar la calidad
de la democracia

dimensión resultado estándares

acceso al poder (delegado) democracia electoral Elecciones libres, justas, competitivas, decisivas y periódicas

acceso al poder (no delegado) Inclusión ciudadana universal No hay exclusiones políticas
No existen exclusiones sociales políticamente discapacitante

ejercicio del poder (delegado) estado democrático de derecho Reconocimiento y cumplimiento efectivo de derechos
Subordinación de las autoridades a la ley
Rendición horizontal de cuentas
Apertura a rendición de cuentas vertical

ejercicio del poder Participación cívica ciudadana Apoyo a derechos y libertades
(no delegado) Participación efectiva en la esfera pública

Rendición social de cuentas

político autoritario. (b) La democratización a lo largo de los cuadrantes del sistema electoral y de la emanci-
pación (pero no a lo largo de los otros o sólo muy poca) ha sido el enfoque de la bibliografía de transición
que ó’donnell, schmitter y Whitehead (1986) iniciaron hace más de veinte años. aquí un régimen demo-
cratizado que coexiste con un estado con fuertes herencias autoritarias. sospecho que esta es la causa en
muchas democracias en ciernes de Latinoamérica y de todo el mundo. (c) La democratización a lo largo de
los cuatro cuadrantes, supone una profunda penetración de la democracia en la organización y funcionamien-
to del estado durante los períodos no electorales, y básicamente implica un avance más allá de los requeri-
mientos de una poliarquía. asumo que en esta categoría calzarían las democracias más avanzadas.
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Contexto

La democratización en centroamérica ha sido parte de procesos más amplios de cambio
social. en los últimos treinta años la región ha vivido cinco transiciones simultáneas y
entrelazadas. sin embargo, es menester reconocer que, a pesar de este dinamismo, el istmo
posee algunas de las sociedades más atrasadas e desiguales del hemisferio.

La primera transición fue de la guerra a la paz. Hace treinta años, tres países sufrían gue-
rras civiles (guatemala, el salvador y ñicaragua) y, en 1989, uno fue invadido militarmente
por los ee.UU (Panamá). en la década de 1990, las guerras se apaciguaron gracias a tratados
de paz entre los gobiernos y los rebeldes dentro de un marco regional para negociaciones polí-
ticas llamado “esquipulas 2”. el resultado principal fue el advenimiento de gobiernos civiles
y la pérdida de influencia política de parte del ejército, el actor más poderoso en todos los paí-
ses, menos en costa rica, desde la época de la independencia a inicios del siglo XIX12.

La segunda transición fue del autoritarismo a la democracia –el enfoque de este artículo–.
Hace veinte años todos los países, menos costa rica, tenían dictaduras. Hoy en día, ningu-
no las tiene, ahora son democracias electorales, aunque algunas tienen, como veremos, graves
fallas y síntomas de regresión política.13 en el 2009, un golpe de estado sacó del poder al pre-
sidente Zelaya de Honduras. regresaremos a esto, pero por ahora vale la pena acotar que
desde principios de la década de 1990 se han realizado varias rondas de elecciones nacionales
y locales en todas partes –y excepto en una de ellas, las elecciones locales de ñicaragua de
2008–, los perdedores han aceptado, aunque a veces a regañadientes, el resultado.

La tercera transición ha sido el cambio en el estilo de desarrollo económico. todos los
países pasaron de ser economías semicerradas que combinaban agro exportaciones (café,
banano, caña de azúcar y carne) con una protegida industria sustitutiva de exportaciones
(que producía para el mercado centroamericano), a ser economías abiertas muy unidas al
sistema internacional. el grado de apertura varía marcadamente de país a país, según lo
mide el coeficiente de apertura (ver la tabla 2)14; sin embargo, ninguno depende de las
materias primas agrícolas que exportaban hace unas pocas décadas.

12 el resultado específico varió significativamente de país a país: en Panamá se abolió el ejército (lo que creó
con la vecina costa rica el primer espacio binacional sin fuerzas armadas), en ñicaragua y el salvador, en
un grado menor, se estableció un control civil sobre el ejército. sin embargo, en guatemala, el ejército per-
manece siendo un actor político poderoso e independiente, con extensos dominios reservados.

13 freedom House clasifica cuatro de los siete países centroamericanos como “parcialmente libres” (freedom
House, 2008) y otros los caracterizan como semidemocracias (mainwaring, brinks y Pérez Liñán, 2004).

14 guatemala tiene una de las economías menos abierta (0.51); las de Panamá, Honduras y costa rica son
muy abiertas (coeficiente > 1). Los países pusieron a andar estrategias significativamente diferentes para
insertarse en la economía global. así, Panamá está construyendo un eje central de clase mundial alrededor
del canal; costa rica ha creado un grupo de empresas que exportan alta tecnología, mientras que el resto
de los países se apoyan en agro exportaciones no tradicionales (camarones, frutas), en la industria textil de
baja tecnología y en la “exportación” de personas (emigración).
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Los países centroamericanos ya no son sociedades rurales; todos ellos pasan por una
extensa urbanización. actualmente, más de la mitad de sus 42 millones de habitantes vive
en centros urbanos, desde un 47% en Honduras y guatemala, donde todavía hay mucho
campesinado, a más de un 60% en la región más desarrollada del sur del istmo –Panamá
y costa rica (tabla 2)–.

finalmente, la quinta transición es de naturaleza demográfica. todos los países están
experimentando procesos de transición demográfica. en las próximas décadas, ocurrirán
dos procesos paralelos: la población envejecerá rápidamente y cada vez más amplias cohor-
tes de jóvenes inundarán los mercados laborales15. La demografía ejercerá intensa presión
en los mercados de trabajo y obligará a rápidos aumentos en la productividad para pagar
por la seguridad social de una creciente población no productiva. sin embargo, en las últi-
mas décadas la productividad se ha estancado y el subempleo sigue siendo la fuente prin-
cipal de trabajo para la clase trabajadora.

si bien la imagen de centroamérica como una región que alberga sociedades estanca-
das es una idea equivocada, el istmo continúa plagado de profundos problemas sociales y
económicos. aproximadamente, la mitad de las poblaciones sigue siendo pobre (46% en
2006) y eso antes de la actual crisis económica16. en varios países, la desigualdad en los
ingresos, medida por el coeficiente de gini, está dentro de las más altas de Latinoamérica.
Uno de cada diez centroamericanos ha emigrado, la mayoría a los estados Unidos17. La
capacidad de los estados para promover el avance social es débil: en todos ellos la recolec-
ción de impuestos es baja y, excepto en Panamá y costa rica, las inversiones en el área
social se encuentran entre las más bajas de Latinoamérica (Peñ, 2008; comisión
económica para américa Latina cePaL, 2008).

además, hay crecientes asimetrías dentro de la región. en 1965, la relación entre el PIb
per cápita de costa rica y Panamá, los países más avanzados económicamente, y el de
ñicaragua y Honduras, los más atrasados, era de 2:1. Hoy, la brecha se ha extendido a una
proporción de 5:1. el 80% de la población regional vive en países que experimentan un
estancamiento de larga data o lamentablemente, recién se recuperan de niveles de PIb per
cápita previos a la guerra civil (Peñ 2008).

15 La transición es mucho más avanzada en costa rica y Panamá, países en los cuales dentro de cuarenta años,
más del 25% de la población tendrá 60 años o más. sin embargo, el cambio ya ha empezado incluso en la
rezagada región conocida como el “triángulo norte” de centroamérica (guatemala, Honduras y el salvador)
que ha experimentado decrecientes tasas de fertilidad y mortalidad desde la década de 1990.

16 30 millones de los 42 millones de habitantes de la región no tienen acceso a la seguridad social y 10 millo-
nes no tienen acceso a ningún tipo de servicios de salud (públicos, privados o de caridad).

17 en el salvador, guatemala y Honduras, las remesas suman entre un 10% y un 20% de su PIb.
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finalmente, pese a los intensos cambios experimentados, la mayoría de los sistemas políti-
cos centroamericanos se asientan sobre estados infraestructuralmente débiles. este poder
se refiere a la capacidad de un estado para penetrar y coordinar centralmente las activida-
des de la sociedad civil e implementar logísticamente las decisiones políticas en el territo-
rio de su jurisdicción (mann 1986: 113-4).18 es un pre-requisito para la instauración de
un orden público efectivo, un factor clave para cualquier sistema político. al iniciar el siglo
XXI, la mayoría de los países centroamericanos tienen estados institucionalmente simples,
compuestos por alrededor de 100 instituciones públicas y bajo el control directo del poder
ejecutivo. contrástese esta situación con la evolución de los estados en chile y costa rica,
sistemas políticos de mayor tradición democrática y cuyos aparatos duplican aún más esta
densidad institucional.

en suma, en las últimas dos décadas la democratización en centroamérica ha sido
parte de un proceso multifacético de cambio social. como resultado, la democracia elec-
toral pasó de ser una excepción (costa rica) a una tendencia regional. sin embargo, la
democracia ha echado raíces en el suelo poco amistoso de sociedades económicamente
atrasadas, socialmente muy desiguales y con estados infraestructuralmente débiles.

Tabla 2.- Centroamérica: sociedades en transiciones múltiples, 1980-2009

Transición BZ GUA ELS HON NIC CRI PAN

rural a urbana 1/ ≤50% ≤50% 50%>x<60% ≤50% 50%>x<60% >60% >60%
estructura demográfica:
piramidal a romboidal 2/ 58% 50% 59% 54% 56) 64% 60%
(año del fin de la transición) (2035) (2050) (2035) (2040) (2040) (2015) (2015)
IsI para abrir economía
dirigida a las exportaciones 3/ ñd 0.51 0.79 1.18 0,57 1.02 1,38
de la guerra a la paz: 1996 1992 1989 1989
acuerdo de paz (invasión) (La invasión

de ee.UU.
reemplaza al

régimen)
del autoritarismo a la
democracia electoral 4/ 1990s 1994 1985 1990 1994
de la colonia a la
independencia 1981
democratización dentro mediados de la
de la democracia 5/ década de 1980
cantidad de transiciones 3? 5 5 4 5 3? 4

1/ % de la población urbana en 2007. 2/ % de la población entre 15 y 65 años. 3/ coeficiente de apertura: (exportaciones
+ Importaciones)/PIb. todos los datos son de 2006. 4/ año de primera elección democrática 5/ el término se tomó presta-
do de Parry y moran (1994). La fecha indica el período en el que el congreso aprueba las reformas constitucionales o las leyes
ordinarias, ampliando y fortaleciendo significativamente las instituciones del estado de derecho y rendición de cuentas.
fuente: de las notas 1, 2, 3 y 4: Peñ 2008. de la nota 5, Peñ, 2001.
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FALTA DE FORMACION CONCEPTUAL EN POLITICA COMPARADA

Democracia electoral

al evaluar la calidad de la democracia de los sistemas políticos centroamericanos, empiezo
con la democratización de los regímenes políticos o, de manera más exacta, el estableci-
miento de la democracia electoral: ¿Qué tan lejos ha llegado centroamérica? este es el
ámbito donde el cambio político ha sido más dramático y positivo, aunque, como se verá,
los logros son frágiles y vulnerables a las regresiones autoritarias.

todos los países tiene en funcionamiento democracias electorales –en esta década se
han llevado a cabo más de 30 elecciones (nacionales y locales)–. Los votantes no sólo eli-
gen representantes para los poderes ejecutivo y Legislativo, sino a todas las autoridades
gubernamentales locales. órganismos electorales formalmente independientes de los pode-
res del estado: organizan los procesos electorales, tienen la autoridad para declarar a los
ganadores y sus veredictos se acogen. La región también tiene la democracia latinoameri-
cana más antigua y estable (costa rica).

Gráfico 1. Evolución del número de instituciones públicas de los Estados nacionales en
Centroamérica y Chile durante el siglo XX

ñota: se refiere a la cantidad de instituciones públicas existentes, creadas por la autoridad legalmente competente.
fuente: Programa estado de la ñación, base de datos sobre instituciones públicas. www.estadonacion.or.cr La información
de chile fue preparada por estudiantes de la Universidad católica, bajo la supervisión del profesor Juan Pablo Luna.
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sin embargo, en cuanto a la existencia de elecciones libres, justas, decisivas y competi-
tivas, las democracias electorales de centroamérica afrontan preocupantes temas inconclu-
sos. en la mayoría de los países falta una garantía democrática clave, pues los organismos
responsables de organizar las elecciones son politizados y partidistas. en ñicaragua, las
autoridades electorales son cuidadosamente escogidas por el congreso con parámetros
estrictamente partidarios (el partido en el poder, el fsLñ controla el tribunal electoral,
pero ahí también tiene cuota el ex-presidente alemán, del Partido Liberal constitucio-
nalista)19. el control sandinista del organismo electoral (y también de la corte suprema)
allanó el camino para la reelección del presidente órtega, a pesar de una norma constitu-
cional que lo prohíbe. ótros cinco países también tienen su cuota de politización (ver
tabla 3), aunque en el salvador, el hecho de que todos los partidos principales tengan
representantes en el organismo electoral permite cierto control cruzado (este mismo esque-
ma lo adoptó méxico en 2007).

Las finanzas políticas son una segunda área problemática. Los países tienen regulacio-
nes débiles o inexistentes para el financiamiento privado de partidos políticos y no tienen
tope para los gastos electorales (casas Zamora 2005). en cuatro países la ley sobre este
tema es totalmente omisa, lo que ha creado desequilibrios evidentes entre los partidos polí-
ticos –algunos de ellos controlados directamente por poderosos actores económicos–. en
contextos de sistemas políticos con instituciones débiles, esta laguna jurídica ha abierto la
puerta para la penetración al sistema político de actores ilegales –como ha sucedido en
guatemala, donde se han elegido representantes con antecedentes penales y con nexos
públicamente reconocidos con el crimen organizado–. en cuanto a los subsidios públicos,
todos los países con excepción de costa rica, tienen un control o rendimiento de cuentas
débil o inexistente sobre el tema.

La combinación perversa de autoridades electorales partidistas con un financiamiento
político no regulado, constituye una amenaza para la estabilidad política y, en los casos de
Honduras y ñicaragua, no permitió la existencia de barreras sólidas que desestimularan
regresiones autoritarias. en el 2009, luego de un intenso conflicto inter-élite, especialmen-
te dentro del gobernante Partido Liberal, una coalición de civiles y militares ejecutó un exi-
toso golpe de estado contra el presidente Zelaya. a pesar de la presión internacional,
Zelaya no retomó el poder. en noviembre de 2009 se llevaron a cabo elecciones naciona-
les a pesar del estado de emergencia política (patrulla del ejército en las calles, boicots de

19 el control partidista sobre las autoridades electorales le ha permitido al fsLñ –el partido gobernante– usar
la ley como arma para la ventaja política. así, en el 2008 el tribunal: canceló dos partidos de la oposición
con cargos falsos; no ha publicado los resultados completos de las elecciones nacionales de 2005 y 2008; y
también, ha autorizado la redistribución repentina de distritos para prevenir que los candidatos populares
de oposición se lancen como alcaldes de la ciudad capital de ñicaragua.



REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
67-94

LA CALIDAD DE LA DEMOCRACIA Y EL ESTUDIO COMPARADO DE LA DEMOCRATIZACION

83

algunos partidos). Por otra parte, según observadores nacionales e internacionales, las elec-
ciones municipales del 2008 en ñicaragua fueron fraudulentas, constituyéndose como el
primer proceso electoral fraudulento en centroamérica desde que se eliminó el autorita-
rismo de la región en octubre de 2010. aún hoy, el tribunal supremo electoral no ha pu-
blicado los conteos completos. en guatemala, más de 100 personas murieron por violen-
cia relacionada con hechos políticos en las elecciones del 2008 y la comunidad internacio-
nal tuvo que intervenir para apoyar a las autoridades electorales en la segunda ronda.

el salvador y Panamá dan muestras de evoluciones rescatables. a pesar de un diseño ins-
titucional defectuoso, el organismo electoral de el salvador pudo organizar adecuadamen-
te las tan disputadas elecciones nacionales del 2009. en éstas, por vez primera desde el
acuerdo de paz de 1992, ganó el partido de la que fuera la guerrilla insurgente (fmLñ) y
el ultraderechista partido gobernante (areña) aceptó el resultado. Las elecciones de Pa-
namá del 2009 fueron libres y justas. finalmente, en costa rica se han realizado eleccio-
nes libres y justas desde mediados del siglo XX.

Estado democrático de derecho

aunque las democracias electorales en la mayoría de los países centroamericanos tienen
imperfecciones, son la mejor parte de la historia politica reciente. el punto más débil de la
democratización centroamericana, ha sido la incapacidad de progresar sustancialmente en
el establecimiento de las instituciones del estado de derecho democrático, incluyendo aque-
llas dedicadas a exigir y supervisar la rendición de cuentas por parte de los representantes
electos. en esta dimensión, la calidad de la democracia es baja en la mayoría de los países

ñota: los números entre paréntesis indican el puntaje según los controles para justicia electoral por tipo de autoridad electo-
ral, en una escala ordinal. rango: (0) puntaje mínimo, (4) puntaje máximo.
fuente: Peñ, 2008 con base en artiga 2007 y actualizaciones del autor.

Tabla 3.- Centroamérica: Tipo de autoridades electorales y justicia de la última elección

Selección Integración
ño partidaria (2) mixta (1) Partidaria (0)

ño política (1) costa rica (3)
Últimas elecciones 2010: libres y justas
Política (0) guatemala, Honduras, Panamá (2) el salvador (1) ñicaragua (0)
Últimas elecciones gUa: 2007 (nacional): 2009 (01-legislativas; 2008 (local): fraude

violencia, irregularidades 03-presidenciales):
Hóñ: 2010 (nacional): libres y justas
luego de golpe de estado
Pañ: 2009 (nacional):
libres y justas
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centroamericanos, un resultado desafortunado que está amenazando los avances logrados en
el ámbito de las democracias electorales. estados con fuerte herencia autoritaria como los
centroamericanos pueden fácilmente acorralar a los regímenes democráticos que subsisten
en su seno –como ha sucedido con tanta claridad en Honduras o ñicaragua–. en suma, los
estándares de un estado de derecho capaz de hacer cumplir los derechos; de subordinar a la
ley el poder político y crear robustas redes de rendición de cuentas políticas y legales no se
cumple, por mucho, en los países centroamericanos, con excepción de costa rica.

Hay varios indicadores que apuntan a la debilidad de las instituciones del estado de
derecho. Para empezar, los exiguos presupuestos que se le asignan al poder judicial. aquí
el argumento no es que más recursos creen instituciones sólidas y eficientes, sino que la
falta absoluta de recursos impide la institucionalización. costa rica y el salvador invier-
ten anualmente rango aproximado de $30 a $50 dólares por persona en el poder judicial,
pero la mayoría de los países centroamericanos sólo invierte $10 dólares o menos al año.
desde un punto de vista comparativo, esto es demasiado poco (Peñ 2008: 523). en paí-
ses no involucrados en conflictos militares internacionales, se gasta en el área judicial un
monto similar a lo que se gasta en fuerzas armadas.

Un indicador básico del acceso a la justicia, como la cantidad de casos nuevos que
ingresan a los tribunales de justicia, muestra también la gran brecha existente entre costa
rica y el resto, ya que en costa rica más de 12 mil personas por cada 100 mil habitantes
presentó una demanda ante el sistema judicial, entre cinco a doce veces más que en el resto
de los países.

en centroamérica los operadores legales son pocos y están sobrecargados. en países donde
más de la mitad de la población es pobre, sólo hay 2 o menos defensores públicos por cada
100 mil habitantes. esto demuestra problemas, muy arraigados, en el acceso a la justicia y

a/ costa rica: no incluye presupuestos de fiscalía y la policía técnica –que son parte del poder judicial– para tener datos com-
parativos.
fuente: Peñ, 2008, con base en solana, 2010, 2007; sIPrI, 2008

Tabla 4. Centroamérica: presupuesto de gastos para el ejército y el poder judicial 2002, 2006 y 2009
(en dólares de EE.UU.)

País Presupuesto per cápita gastos en ejército ñuevos casos 2006
para poder judicial (por 100 mil)

2002 2006 2009 2006 (% gdP)

costa rica a/ 27,0 29,9 48,1 — 536.377 (12.185)

el salvador 17,3 23,7 33,0 10,5 (0,6) 162.378 (2.323)

guatemala 4,3 6,9 12,3 14,7 (0,3) 339.114 (2.605)

Honduras 4,8 8,0 ñd 6,8 (0,7) 73.481 (997)

ñicaragua 5,4 9,2 ñd 3,5 (0,7) 98.796 (1.789)

Panamá 11,4 12,9 17,6 — —
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el hecho subyacente de que los pobres son también pobres legalmente (ó’donnell, 1999).
en la mayoría de los países, los fiscales superan a los defensores públicos por márgenes de 3
a 1 o más, un desbalance procesal también sesgado contra los pobres (Peñ, 2008).

finalmente, préstese atención al hecho de que los países con los poderes judiciales más
débiles son también los que tienen el contralor general más incipiente y más politizado.
Una contraloría, o corte de cuentas, robusta e independiente es un requisito institucional
fundamental para la fiscalización de la legalidad en el uso de los recursos públicos. de
nuevo, en la mayoría de los países centroamericanos hay una combinación perversa de:
presupuestos escasos, competencias legales débiles (no hay controles ex ante, ni vigilancia
efectiva sobre los presupuestos públicos), además de la politización del ente contralor
(tabla 5). como resultado, se deja abierta la puerta a redes de corrupción, mal manejo de
los recursos públicos y el uso de la ley como arma política contra los adversarios.

Inclusión ciudadana

Una tercera dimensión para evaluar la calidad de la democracia en centroamérica es la
inclusión ciudadana. La ciudadanía cuasi universal para los adultos20, es actualmente un
estándar liberal-democrático ampliamente aceptado (una persona = un voto; una persona
= un poseedor de derechos legales). ño obstante, este estándar básico no se cumple en
algunos sistemas políticos centroamericanos.

ñotas:
sólida: el contralor tiene controles a priori y a posteriori y control de los gastos públicos y aprueba los presupuestos públicos.
débil: el contralor tiene controles a posteriori y no tiene competencia sobre la aprobación de presupuestos públicos.
fuente: Peñ 2003, UñdP 2004.

Tabla 5.- Centromérica: presupuestos promedio, tipo de control y partidismo de Contralores nacionales

País Presupuesto promedio Capacidad Poder para designar Partidismo
1998-2005 de control

costa rica más alto (+ Us 106) sólida congreso ño partidario
ño colegiado

el salvador más alto (+ Us 106) débil congreso Partidario
ño colegiado

guatemala bajo (Us$ 56 - 106) débil congreso ño partidario
ño colegiado

Honduras muy bajo (? Us$ 56) débil congreso Partidario
colegiado

ñicaragua muy bajo (? Us$ 56) débil congreso Partidario
colegiado

Panamá más alto (+ Us 106) sólida ejecutivo Partidario
congreso ratifica ño colegiado

20 a los adultos se les puede despojar de ciertos derechos legales y políticos por circunstancias altamente regu-
ladas (por ej.: locura). además, no todos los adultos habitantes del país tienen el derecho al voto, sólo los
que tienen estatus de ciudadanos en el país huésped.
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tener un documento legal de identificación es un requisito formal mínimo para ejer-
cer la ciudadanía. sin ella, una persona no puede constatar legalmente quien es, no puede
realizar trámites legales formales, y por supuesto, no puede votar aunque desee hacerlo. en
ñicaragua, y especialmente en guatemala, un segmento considerable de adultos no tiene
una tarjeta legal de identidad (tabla 6). en ñicaragua, casi una cuarta parte de la pobla-
ción adulta no tiene tarjeta, y en guatemala este segmento representa alrededor del 10%.
además, este obstáculo tan elemental está dirigido particularmente hacia los pobres. en
tres países centroamericanos –el salvador, guatemala y ñicaragua– los que sufren depri-
mentes condiciones sociales son los que tienen menor acceso a una tarjeta de legal de iden-
tidad (robles, 2008). Por ejemplo, en ñicaragua, el acceso que tienen a una identifica-
ción aquellos que sufren tres o más tipos de exclusión social es cercano a un porcentaje de
diez puntos menos que los que no sufren exclusión.

La pobreza también afecta la inclusión ciudadana efectiva en formas menos evidentes.
cuando una persona la experimenta, su participación política disminuye sistemáticamen-
te. esta tendencia se mantiene para todos los países centroamericanos para los cuales hay
información disponible. Incluso si, en promedio, el interés en la política varía de país a país
–siendo más baja en guatemala que en el resto– las personas que sufren en forma simul-
tánea de diferentes tipos de exclusión muestran niveles de desinterés en la política entre 10
a 25 puntos porcentuales más bajos que los no afectados (robles 2008).

¿Qué prospectos hay para cambiar esta situación? en un futuro cercano se podría fácil-
mente eliminar esa forma flagrante de exclusión ciudadana que es no tener una identifica-
ción. sin embargo, una causa fundamental de la falta de participación cívica –la exclusión
social– será mucho más difícil de eliminar. excepto por costa rica y Panamá, los gastos
sociales en centroamérica se encuentran cerca de los $100 dólares al año por persona, siete
veces menos que el promedio latinoamericano (fuentes, 2007; cePaL 2008). además, los
gastos sociales son regresivos, cuando se examinan los gastos per cápita por quintil de

ñotas: Inclusión política: Una persona tiene tarjeta de identidad o su decisión de votar no se obstaculizó por la falta de acceso al
recinto de votación. el conteo de dimensiones de exclusión que experimenta una persona: por activos, por consumo, productiva.
Fuente: robles, 2008, con base en las encuestas de LaPóP-Universidad de vanderbilt para cada país, 2006.

Tabla 6.- Centroamérica: porcentaje de exclusión política según la intensidad de la exclusión social, 2006

% registrado en cada categoría de inclusión/exclusión GUA ELS HON NIC CRI

Inclusión política con cero exclusiones sociales 77.6 96.5 93.7 89.7 99.5
Inclusión política con una exclusión social 72.4 93.7 96.4 86.5 98.0
Inclusión política con dos exclusiones sociales 68.7 93.0 93.6 87.8 100.0
Inclusión política con tres exclusiones 72.1 83.0 93.3 80.6 96.9
total 75.2 94.7 94.1 87.9 99.4
(ñ) 1,482 1,729 1,581 1,761 1,499
X2 8.93* 39.08* 2.61 13.46* 7.62
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ingreso (Peñ 2008). en términos generales, los países en los cuales la calidad electoral y
del estado de derecho es más baja son aquellos con niveles de gasto social bajo.

Participación cívica

a pesar de los bajos niveles de la calidad de la democracia en varias de las dimensiones ana-
lizadas, en centroamérica los ciudadanos no se están alejando de la democracia. tomando
en cuenta las circunstancias, estas son buenas noticias. en términos de participación orga-
nizada –en las comunidades, en los gobiernos locales, en la política electoral– las ciudada-
nías en la región no son tan diferentes del resto de Latinoamérica21. sin embargo, el apoyo
ciudadano a la democracia se ha erosionado en años recientes (seligson y booth 2010) y,
en forma alarmante, las élites han recurrido a la política antidemocrática en Honduras y
ñicaragua.

vale la pena recalcar que la participación electoral en centroamérica es bastante salu-
dable. excepto en costa rica, no se encuentra una tendencia regional a bajar los niveles
de participación (aunque existe controversia sobre la afluencia de votantes en las eleccio-
nes de Honduras en 2010). La participación electoral en los países centroamericanos es
mayor que el promedio latinoamericano cuando se toman en cuenta todas las elecciones
en esta década (artiga 2007). sin embargo, en varios países los partidos políticos están en
graves problemas. el peor caso es el de guatemala, donde el multipartidismo polarizado y
no estructurado atiza la inestabilidad. ñicaragua muestra un bipartidismo polarizado pero
no estructurado y en el salvador, aunque el sistema de partidos es más institucionalizado,
es altamente polarizado. en ambos países, el potencial para la confrontación y el atasca-
miento es alto. finalmente, costa rica y Panamá pasan por sistemas de partidos en tran-
sición y experimentan tiempos difíciles e inciertos (artiga, 2008).

Un aspecto crítico es el apoyo ciudadano a la democracia. según Linz, si una mayoría
de ciudadanos rechaza la democracia y además es altamente participativa y organizada, la
estabilidad democrática podría estar en riesgo (PñUd 2004; vargas-cullell y rosero-
bixby 2005, 2006). en términos de este artículo, la calidad de la participación cívica sería
baja. aquí la realidad centroamericana muestra indicadores mezclados.

21 según datos de encuestas de LaPóP 2004, 2006 y 2008, entre una quinta parte en Honduras y una tercera
parte en ñicaragua y guatemala de los adultos no está conectada con la vida política y social organizada –no
“hacen nada” o sólo votan cada cuatro o cinco años–. Los ciudadanos fuertemente involucrados llegan a casi
el 10% de la población, con algunas variaciones entre los países. el informe sobre democracia del Programa
de ñaciones Unidas para el desarrollo (PñUd) 2004 con base en datos del Latinobarómetro, reporta resul-
tados similares (PñUd, 2004; vargas-cullell y rosero bixby, 2007).
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sólo una fracción muy pequeña de la ciudadanía apoya abiertamente y simultáneamen-
te un cambio de régimen político y el surgimiento de un líder no electo. son muchos más
los que quieren un líder electo mediante elecciones democráticas. cuando se dividen los
datos por país, se encuentra que sólo en guatemala existe un grupo grande que está con-
tra la democracia (aproximadamente el 25% de la población), cuyo tamaño es comparable
con la cantidad de demócratas convencidos (Peñ 2008).

aún más problemático es el hallazgo de que mucha gente apoya a un líder electo con
poderes extraordinarios para lidiar con los problemas del país. este tipo de presidente es
un caudillo ligeramente disfrazado que, una vez en el poder, secuestra las instituciones de
la democracia. aproximadamente el 60% de la población encuestada en la muestra del
barómetro de las américas de la Universidad de vanderbilt (LaPóP) 2006 aprueba al
menos una de las medidas hostiles que un caudillo podría llevar a cabo contra el poder
judicial, el congreso o los partidos de oposición. desgraciadamente, las democracias dis-
funcionales pueden llegar a imponer una alternativa perversa entre efectividad y libertad.
en breve, el apoyo en la región para lo que ó’donnell llama delegativismo es extenso.

La buena noticia es que la minoría que apoya el reemplazo de regímenes y la mayoría
que exige el delegativismo no pertenecen a un estamento social específico ni se han unido
bajo las banderas de ciertos partidos políticos (no se encontraron correlaciones significati-
vas en estos temas). tampoco parecen estar particularmente interesados en participar en la
política, o al menos, no parece que participen más que el ciudadano promedio. sin embar-
go, como reportan seligson y booth (2010) la proporción de “ciudadanos triplemente
insatisfechos” (inconformes con la forma en que trabaja la democracia y con sus institucio-
nes formales y también desleales a los principios democráticos) aumentó drásticamente en
toda la región en el período del 2004-2008.

ñota:
mucho apoyo para un presidente con poderes especiales: apoyo para un líder fuerte en 3 o más de los cinco ítems en las pre-
guntas PóP1-5. Poco apoyo: apoyo para un líder fuerte en uno o dos de los cinco ítems en la batería PóP1-5.
fuente: vargas cullell y rosero bixby, 2007, con base en las encuestas LaPóP – Universidad de vanderbilt 2006

Tabla 7.- Centroamérica: apoyo ciudadano para un presidente con poderes especiales y para un líder
político no electo, 2006

Apoyo para presidente con poderes especiales Apoyo para Muestra utilizada
Líder no electo Democracia electoral % Total

mucho 3,3 15,3 18,6 2544
Poco 6,9 43,8 50,7 6.937
ñada 3,2 27,6 30,8 4.215
% de todos los entrevistados 13,4 86,6 100,0
muestra 1.835 11.861 13.696
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4. Un desafío nuevo y poco convencional para la democracia

Hasta ahora, he evaluado la calidad de la democracia en centroamérica por sus propios
méritos. He tratado de responder a la interrogativa de cuál es la calidad de democracia que
la democratización de esta región ha producido. en la sección final, sin embargo, quiero
comentar brevemente sobre un desafío imprevisto y muy poco convencional que enfrenta la
democracia y que surge desde “fuera” del sistema político. en algunos países esta amenaza
ha llegado a limitar la capacidad del estado de controlar su territorio e imponer el orden
público, afectando profundamente el tejido político e institucional de estas sociedades.

centroamérica está inmersa en la geopolítica del tráfico de drogas. La región está ubi-
cada entre la principal área productora (suramérica) y el principal mercado consumidor
(los estados Unidos). ótros actores ilegales, no necesariamente ligados a las drogas, tam-
bién asedian la región tales como traficantes de armas y traficantes ilegales de personas.
durante las dos últimas décadas, la emergencia en centros urbanos de las pandillas, (las lla-
madas “maras”) ha disparado una amplia actividad extorsiva y criminal.

Los actores ilegales han penetrado profundamente en las economías y sistemas políti-
cos de la región. aunque no se han fusionado en una fuerza orgánica y ninguno de estos
grupos parece interesado en apropiarse del poder político, representan un reto estratégico
para la estabilidad democrática, ya que han llegado a ser actores de facto poderosos. La ac-
tual arremetida militar del gobierno mexicano contra los carteles de la droga ha favoreci-
do el desplazamiento de ciertas actividades ilegales al territorio centroamericano. La polí-
tica de los ee.UU. de expulsar a los delincuentes centroamericanos y enviarlos de vuelta a
la región ha contribuido a la emergencia de redes extensas de “maras”. La prolongada gue-
rra civil de colombia ha disparado el tráfico de armas, el lavado de dinero y el consumo y
tráfico de drogas.

en el “triángulo norte” de centroamérica (guatemala, el salvador y Honduras) el
problema de la seguridad es una amenaza muy severa para la estabilidad democrática. en
estos países hay una convergencia de alta violencia social y delincuencial –los niveles de cri-
minalidad se encuentran entre los más altos del mundo para sociedades que no sufren gue-
rras civiles–, una percepción ciudadana alta y generalizada de inseguridad, instituciones
débiles o incipientes del estado de derecho, y políticas públicas que violan el debido pro-
ceso en nombre de la acción decisiva contra el crimen, la denominada “mano dura”
(Peñ, 2008). desafortunadamente, la amenaza de los actores ilegales es más alta en los
países donde la calidad de la democracia tiende a ser baja. Por lo tanto, los riesgos de un
estado fallido existen, especialmente en guatemala (foreign Policy 2010)22. sin embargo,

22 ñicaragua es un interesante caso de estudio, ya que comparte con guatemala y Honduras muchas carac-
terísticas sociales, económicas e institucionalinstitucionales; también, un bajo desarrollo económico, una
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ningún país centroamericano escapa de los problemas de orden público cada vez mayores,
causados por los peligrosos actores ilegales.

5. Comentarios finales

en este artículo se ha procurado un delicado acto de equilibrio teórico. He entretejido el
concepto de la calidad de la democracia con la teoría comparativa de la democracia y la
democratización. al hacerlo, he intentado desanudar la calidad de la democracia de las con-
sideraciones normativas acerca de una “buena” democracia. esta estrategia teórica me ha lle-
vado a reconsiderar el concepto de democracia, liberándolo a su vez de la jaula de una com-
prensión estrecha y procesal de la democracia como régimen político. sin embargo, he sido
cuidadoso al ampliar el concepto, ya que los estándares de la calidad de la democracia no son
una lista detallada de todo lo que desearía ver en una democracia, sino que corresponden
estrictamente a estándares “objetivos” derivados del concepto de democracia que propuse.

Por otra parte, he tratado de demostrar que esta reformulación conceptual nos condu-
ce a conclusiones interesantes cuando se aplica al estudio empírico de la democratización.
He demostrado que los sistemas políticos centroamericanos han sido sorpresivamente
resistentes para lidiar con transiciones múltiples y simultáneas, y que los procesos de demo-
cratización originados en las décadas de 1980 a 1990, se han debilitado y en algunos casos,
revertido. además, la calidad de la democracia en centroamérica no sólo varía entre los
países sino que, dentro de un sistema político dado, entre las cuatro dimensiones de la
democracia. en términos generales, la calidad de la democracia de los sistemas electorales
y de la participación cívica es más alta que la calidad de la inclusión ciudadana y, particu-
larmente, que la de del estado democrático de derecho. este último es el punto más débil
de la democratización en la región.

costa rica, la democracia más antigua y estable de Latinoamérica, tiene fortalezas par-
ticulares en las cuatro dimensiones. a pesar de que su sistema político muestra señales de
atasco y falta de efectividad (Lehoucq, 2006), desde una perspectiva comparativa, clara-
mente supera al resto.23 en contraste, en guatemala, Honduras y ñicaragua la calidad de
la democracia es la más baja en las cuatro dimensiones consideradas. Por lo tanto, la demo-

generalizada pobreza y exclusión, e instituciones débiles. sin embargo, hasta ahora han sido capaces de
escapar relativamente ilesos de los altos niveles de crimen y violencia social.

23 Un análisis detallado de esta democracia de parte de la auditoría de la ciudadanía de 2001 mostró áreas de
una vida democrática de muy baja calidad. Por ejemplo, los sindicatos del sector privado enfrentan fuertes
obstáculos para organizar a los trabajadores, lo que constituye una violación a la constitución. en los país-
es más pobres, la calidad de la democracia tiende a verse afectada por un clientelismo generalizado y una
débil rendición de cuentas. (Peñ, 2001).
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cracia electoral es débil, los estados de derechos, viciados; la inclusión ciudadana univer-
sal sigue pendiente, aunque no hay demandas organizadas para reemplazar regímenes.
estas son semidemocracias extremadamente frágiles y, al menos en los casos de ñicaragua
y Honduras, hay muestras de deterioro democrático, mezclado con una generalizada exclu-
sión social.

el salvador y Panamá son casos mixtos, donde a pesar de los problemas sus sistemas
electorales han evolucionado en forma positiva. aunque las instituciones de estado demo-
crático de derecho tienden a ser débiles, los problemas no son tan severos como en
guatemala y ñicaragua, y la inclusión ciudadana ha logrado avances marcados.

Hoy en día, las entidades políticas de centroamérica enfrentan amenazas complejas.
algunas surgen desde “adentro” debido al escaso alcance de la democratización, respon-
diendo a la baja calidad de la mayoría de sus democracias. ótros desafíos provienen desde
“afuera”, particularmente de la geopolítica regional y minan con rapidez la capacidad de
los estados para mantener el control sobre sus territorios. conforme cierra la primera dé-
cada del siglo XXI, la región enfrenta riesgos reales de fracaso democrático, especialmente
en ñicaragua, Honduras y guatemala.
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Calidad de la democracia:
fortalezas y debilidades

en América Latina

Daniel Levine y José Enrique Molina

Resumen
el artículo parte de la concepción de calidad de la democracia presentada por los autores
en trabajos publicados en el libro The Quality of Democracy in Latin America, y aplica el
índice empírico de calidad de la democracia desarrollado en esos trabajos para la evalua-
ción y comparación de los países de américa Latina. Las dimensiones que componen la
calidad de la democracia y en las que se evalúa a los países de la región son: decisión elec-
toral, participación, rendición de cuentas, respuesta a la voluntad popular y soberanía. el tra-
bajo encuentra que las mayores fortalezas de la democracia en américa Latina están en las
dimensiones de decisión electoral y soberanía; y sus mayores debilidades en la dimensión
de la rendición de cuentas, dada la debilidad de las instituciones de control institucional
sobre los poderes públicos.

Palabras Claves: democracia, elecciones, soberanía, rendición de cuentas, participación,
respuesta a la voluntad popular

Abstract
this article works with the concept of quality of democracy presented by the authors in
their book The Quality of Democracy in Latin America, and applies the empirical index of
quality of democracy developed there to evaluate and compare Latin american countries
in terms of the quality of democracy. the dimensions that make up quality of democracy
are electoral decision, participation, accountability, responsiveness, and sovereignty. the
greatest strengths of democracy in Latin america are in the dimensions of electoral deci-
sion and sovereignty; the greatest weaknesses are in the dimension of accountability, given
the weakness of institutions of control over public powers.

Keywords: democracy, elections, sovereignty, accountability, participation, responsiveness.
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Introducción

desde el comienzo de este proyecto hasta el día de hoy, los estudios sobre el tema
de la calidad de la democracia se han multiplicado poniendo de relevancia la
importancia teórica y práctica del tema, en especial para aquellas regiones del

mundo que han vivido una época relativamente reciente de procesos de transición, los cua-
les han conducido a un número significativo de democracias estables, de modo que a la
preocupación por la estabilidad o consolidación se le ha añadido la de la calidad de esas
democracias. en este trabajo, luego de presentar nuestra definición de calidad de la demo-
cracia y las dimensiones que se derivan de ella, evaluamos la calidad de la democracia en
un conjunto de países de américa Latina, utilizando el índice de calidad de la democracia
elaborado y aplicado a américa Latina en un trabajo anterior (Levine y molina 2011), y
tomando en cuenta los análisis específicos para cada país de los colegas que participan con
nosotros en este proyecto sobre la calidad de la democracia en américa Latina (Levine y
molina 2011). Los países aquí analizados (argentina, bolivia, brasil, chile, colombia,
méxico, ñicaragua y venezuela) no agotan todos los matices posibles en la calidad de la
democracia en la región, pero constituyen un grupo suficientemente amplio como para
permitir evaluar la capacidad del enfoque de calidad de la democracia, y así arrojar conclu-
siones útiles en cuanto a los aspectos específicos que pueden y deben ser abordados para
que sea posible elevar los niveles de calidad de la democracia en la región. se trata de los
países respecto de los cuales se incluyen trabajos de casos en este proyecto.

2. Democracia y calidad de la democracia

en trabajos anteriores (Levine y molina 2011; Levine y molina 2007), siguiendo lo que es
ahora una pauta establecida en la literatura sobre calidad de la democracia (altman y Pérez-
Liñán 2002; morlino 2004; munck 2007; smith y Ziegler 2008), indicamos que partía-
mos de la concepción procedimental de la democracia derivada de los trabajos de robert
dahl (1971 y 1998), de modo que al referirnos a la democracia estamos considerando que
ésta última viene dada por el conjunto de procedimientos y derechos que la sustentan,
mediante los cuales los ciudadanos de un país pueden elegir a sus gobernantes, influir en
sus decisiones y exigirles responsabilidad, de modo que se cumplan los siguientes requisitos
mínimos: a) el gobierno está efectivamente en manos de los funcionarios electos; b) Las
elecciones son libres, imparciales y frecuentes; c) Hay libertad de expresión; d) Los ciuda-
danos tienen acceso efectivo a fuentes alternativas de información; e) Hay libertad de orga-
nización y de reunión, y las asociaciones tienen autonomía frente al gobierno; f ) La ciu-
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dadanía es inclusiva (sufragio universal) y no hay barreras discriminatorias para la partici-
pación electoral y política. entendida a partir de esta noción de democracia, la calidad de
la democracia no es un fenómeno de suma cero, sino más bien una escala que, partiendo
del cumplimiento de las condiciones mínimas arriba indicadas, va de lo mínimo aceptable
a la situación óptima.

a partir de esta definición de la democracia hemos desarrollado un concepto de cali-
dad de la democracia directamente vinculado y derivado de ella. de modo que cuando
hablamos de calidad de la democracia, nos referimos a la calidad de la democracia proce-
dimental antes definida. de esta manera, a diferencia de armbruster (2008) y en armonía
con el resto de la literatura, buscamos establecer una definición operacional única de cali-
dad de la democracia con la cual sea posible evaluar los sistemas políticos de américa
Latina y del resto del mundo. La definición procedimental de democracia y la noción de
calidad que se deriva de ella nos permiten establecer un modelo de lo que sería la demo-
cracia de máxima calidad y, al mismo tiempo, nos sugieren que en el desarrollo de cada
una de las dimensiones que determinan la calidad de la democracia, los países se diferen-
ciaran unos de otros en cuanto al nivel alcanzado en cada una de ellas. estas diferencias
que responderán a las particularidades de la historia política de cada país, no impiden que
se utilice un criterio común de evaluación.

de esta manera, tal como se ha establecido en trabajos anteriores (Levine y molina
2011 y 2007) entendida la democracia como el conjunto de procedimientos y derechos
que la sustentan, mediante los cuales los ciudadanos de un país pueden elegir a sus gober-
nantes, influir en sus decisiones y exigirles responsabilidad, entonces el nivel de calidad de
dicha democracia viene dado por la medida en que los ciudadanos participan informada-
mente en procesos de votación libres, imparciales y frecuentes, influyen en la toma de decisiones
políticas, y exigen rendición de cuentas a los gobernantes, y por la medida en que las autorida-
des elegidas por la población son quienes efectivamente toman las decisiones y lo hacen respon-
diendo a la voluntad popular. en esta definición de calidad de la democracia aparecen (ele-
mentos subrayados) cinco dimensiones que permiten ser operacionalizadas para con base
en ellas evaluar la calidad de la democracia. estas serían: 1) Decisión Electoral; 2)
Participación; 3) Respuesta a la voluntad popular1; 4) Rendición de Cuentas2; y 5) Soberanía.
en los trabajos anteriores hemos desarrollado cada una de estas dimensiones y propuesto
indicadores para las mismas de modo que con base en ellas se elaboró un índice específi-

1 La dimensión conocida en inglés como responsiveness. es decir, la medida en que los gobernantes hacen lo
que la gente quiera que hagan (Powell, 2004).

2 esta dimensión es conocida en inglés como accountability. está referida a la medida en se exige rendición
de cuentas, y responsabilidad política y legal a los gobernantes por sus actos. La literatura señala tres áreas
en esta dimensión: horizontal, vertical y social.



REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
95-123

DANIEL LEVINE Y JOSE ENRIQUE MOLINA

98

co de calidad de la democracia con el cual es posible evaluar a los países de américa Latina.
este índice, tal como ha sido propuesto por nosotros, no pretende ser una versión acaba-
da ni definitiva, es más bien una contribución respecto al camino a seguir para superar los
problemas que los índices utilizados hasta ahora presentan (ver Levine y molina 2011),
principalmente que estos índices, como el de Índice de Libertad de freedom House o el
Índice de autoritarismo y democracia de Polity Iv, no han sido diseñados específicamen-
te para medir la calidad de la democracia, y no son suficientemente discriminatorios entre
los países.

Un aspecto, a nuestro parecer importante, derivado de la anterior definición de calidad
de la democracia es que ella atiende a los procedimientos y no a los resultados. esta es una
diferencia entre nuestra propuesta y la de autores como diamond y morlino (2005),
morlino (2004), abente (2007), berg-schlosser (2004), ropelato (2007) y munck
(2007). estos autores incluyen como un indicador de calidad el grado de igualdad socio-
económica alcanzado en la sociedad, y en el caso de morlino también el nivel de desarro-
llo de los derechos civiles en términos generales. a nuestro parecer hay que distinguir entre
los procedimientos por los cuales se toman las decisiones y el resultado de esas decisiones.
si el procedimiento ha implicado elecciones limpias e imparciales en su máximo grado, y
plena participación de la ciudadanía. si las decisiones se han dado respondiendo a los cri-
terios predominantes en esa ciudadanía y de modo que pueda exigirse rendición de cuen-
tas. entonces la calidad de la democracia sería alta, aún cuando los resultados de la gestión
no resuelvan los problemas de desigualdad social, respeto a derechos civiles no directamen-
te vinculados con el procedimiento democrático, etc. Incluir el nivel de igualdad socio-eco-
nómico y el de desarrollo de los derechos civiles no estrictamente vinculados al proceso
político es entrar en la evaluación de la gestión, en criterios de lo que es o no buen gobier-
no, lo cual implicaría insuflar la noción de calidad de la democracia con criterios de carác-
ter ideológico sobre lo que es o no es una buena gestión, más allá de su nivel de democra-
cia. Un ejemplo de esto son las decisiones que se han tomado en algunos estados de los
estados Unidos de ñorteamérica, mediante referendo, respecto al derecho al matrimonio
de las parejas homosexuales. se puede tener una posición u otra, pero si la decisión se ha
tomado siguiendo los procedimientos democráticos y garantizando los derechos vincula-
dos a esos procedimientos, entonces cualquiera que haya sido el resultado, este no le resta
ni le suma a la calidad de la democracia en ese país.

el caso del nivel de igualdad social y económica también merece un comentario.
morlino (2004), lo incluye dentro de sus dimensiones de calidad de la democracia. Para
nosotros el nivel de igualdad política es un elemento de la calidad de la democracia y forma
parte de una de sus dimensiones. La igualdad política viene dada por la medida en que los
ciudadanos cuentan con iguales recursos para la decisión política. dos de estos recursos
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básicos son el nivel de instrucción y el nivel de información. ellos son indicadores del nivel
de igualdad política. Los recursos socio-económicos con que cuente la población y el nivel
de igualdad en torno a ellos, son un elemento que puede influir en los niveles de instruc-
ción e información, pero que no pueden hacerse equivalentes a ellos. Las diferencias de
nivel socio-económico no se trasladan automáticamente ni necesariamente en diferencias
de instrucción e información, o en diferencias de recursos políticos. Las poblaciones y los
gobiernos pueden desarrollar políticas de organización social, de educación, de política
comunicacional que reduzcan las diferencias en recursos políticos entre los diferentes estra-
tos sociales, de modo que se disminuya la desigualdad política aún en condiciones de
amplia desigualdad socio-económica. con esto no queremos sugerir que la reducción de
la desigualdad social, la eliminación de la pobreza extrema, el desarrollo económico, no
sean resultados que deben perseguirse o que tengan tanta importancia como la calidad de
la democracia. de hecho creemos que son muy importantes, sólo que pensamos que deben
mantenerse conceptualmente separados. Un gobierno democrático, puede ser, dependien-
do de la ideología de cada quien, un mal gobierno en cuanto a sus resultados socio-econó-
micos, pero ello no implica necesariamente que la calidad de la democracia sea baja.

ñuestro enfoque de la calidad de la democracia también es diferente al concepto de
“gobernanza democrática” propuesto por mainwaring, scully y cullell (2010). estos auto-
res plantean un índice para evaluar el éxito de los gobiernos en generar bienestar para la
población. de ello resulta el “Índice de Éxito en el gobierno democrático” que se basa en
la evaluación de los resultados de las políticas públicas. ñuestro índice, en contraste, eva-
lúa los procesos mediante los cuales se toman las decisiones sobre políticas públicas y no
sus resultados. evaluar el nivel de éxito del gobierno, como se hace en el trabajo de
mainwaring, scully y cullell es importante, pero es una tarea diferente a la de evaluar la
calidad de la democracia. en el primer caso se evalúan resultados y en el segundo proce-
sos. La calidad de la democracia está referida a los procesos por los que se toman las deci-
siones de políticas públicas y no a sus resultados. mantener esta distinción ayuda a evitar
el error de criticar la democracia en sí misma por las fallas en las políticas públicas de un
gobierno en particular.

3. Las dimensiones de calidad de la democracia

con respecto a cada una de las dimensiones y sus posibles indicadores a efectos de cons-
truir un índice de calidad de la democracia aplicable a américa Latina, pasamos a analizar
cada una de ellas a continuación.
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3.1 Decisión Electoral

el requisito de que las elecciones sean libres, imparciales, frecuentes, competitivas y que lleven
a la designación de funcionarios que ejerzan poder real, forma parte de los requisitos mínimos
de la democracia en sí misma. sin embargo, estas características permiten que más allá del
mínimo indispensable para que exista una democracia, pueda hablarse igualmente de un rango
en ellas entre lo mínimo y lo óptimo, de modo que más allá de las exigencias mínimas pue-
dan diferenciarse en esta dimensión niveles de calidad entre los sistemas políticos.

Un aspecto que claramente se presta a variaciones es el relativo a los recursos de infor-
mación de los electores. Por una parte en cuanto a la distribución igualitaria entre los ciu-
dadanos (igualdad política) de los recursos para procesar adecuadamente la información
política, cuyo indicador más adecuado es el nivel de educación. Y por la otra, en cuanto al
acceso a múltiples fuentes de información.

La calidad de la democracia depende directamente de la medida en que los ciudadanos
alcancen el mayor y más igualitario nivel de información posible, lo que dahl (1998: 97)
denomina “enlightened understanding” (comprensión ilustrada). si la igualdad política for-
mal (cada persona un voto) es un requisito mínimo de la democracia, la igualdad política
sustantiva, uno de cuyos componentes principales es la distribución de recursos cognitivos
entre la población, es un indicador de la calidad de la democracia dada su vinculación
directa con uno de sus elementos cruciales: la medida en que el electorado puede tomar
decisiones políticas informadas (dahl 1998: 97). mientras más igualitaria y más abundan-
te sea la distribución de recursos cognitivos tales como educación e información, más pro-
bable será que las decisiones políticas de los ciudadanos estén acordes con sus intereses;
también será más probable que los ciudadanos estén en capacidad de tomar esas decisio-
nes conociendo sus consecuencias potenciales. La medida en que los recursos políticos cog-
nitivos estén igualmente disponibles es también un buen indicador de la igualdad política
sustantiva, y tiene como factor causal último al nivel de igualdad económica y social
(Lijphart 1999: 182; diamond y morlino 2005; rueschemeyer 2004).

con base en este análisis, y siguiendo la metodología que se explica en detalle en
Levine y molina 2011, para determinar el nivel de calidad de la decisión electoral (ver
cuadro 1), se utilizaron los siguientes indicadores:

a. Índice de Derechos Políticos de Freedom House (FH): se trata de la puntuación que fH
asigna a cada país con base a la evaluación que hace su equipo de expertos del respeto
de los derechos políticos. este indicador cubre una evaluación global de las institucio-
nes electorales y los derechos políticos vinculados a las mismas.3

3 Para una enumeración detallada de los aspectos que son evaluados véase: freedom House 2006. methodology.



REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
95-123

CALIDAD DE LA DEMOCRACIA: FORTALEZAS Y DEBILIDADES EN AMERICA LATINA

101

b. Índice de Libertad de Prensa de Freedom House: el grado de libertad de prensa es un
indicador de la medida en que los ciudadanos tienen o no acceso a múltiples fuentes
de información, de allí la utilidad de este índice elaborado por freedom House.4

c. Recursos Cognitivos: como indicador del nivel en que los recursos cognitivos están dis-
tribuidos de una forma igualitaria por la población, nos parece que puede utilizarse la
tasa bruta de inscripción en educación secundaria (porcentaje que representan los ins-
critos en secundaria sobre el total de la población en edad de estar recibiendo esta edu-
cación).5

3.2 Participación

es mediante la participación que los ciudadanos eligen su gobierno, le exigen responsabi-
lidad, influyen en las decisiones sobre políticas públicas directamente o indirectamente
mediante representantes. a mayor participación, mayor probabilidad de que el gobierno y
sus decisiones representen la voluntad de los ciudadanos. Por ello, la calidad de la demo-
cracia se ve entonces influida por el nivel de participación ciudadana en la vida política en
actividades como la toma directa de decisiones mediante el voto o la incorporación de los
ciudadanos en organizaciones partidistas o sociales para influir mediante ellas en las deci-
siones gubernamentales (araya and barría 2009).

La medida en que las instituciones ofrecen oportunidades para que la población inci-
da mediante el voto en la vida política es también un componente de la calidad de la par-
ticipación. óportunidades de voto se refiere al número y variedad de cargos sometidos a
elección popular. a mayor el número y la variedad de cargos, mayor será la participación
de la población en las decisiones políticas.

a fin de evaluar la calidad de la participación en los aspectos antes mencionados,
hemos sugerido (Levine y molina 2011) la utilización de las siguientes variables: partici-
pación electoral (utilizando como indicador el porcentaje de votantes sobre los habitantes
en edad de votar), oportunidades de voto (una escala con base a los cargos sometidos a vota-
ción), participación en organizaciones políticas (porcentaje de los electores que hacen activi-
dad en organizaciones políticas) y nivel de representatividad de las instituciones (propor-

http://www.freedomhouse.org/template.cfm?page=35&year=2006 .
4 Para una explicación de la metodología actual ver: freedom House. freedom of the Press 2010 edition.

methodology. Página web: http://www.freedomhouse.org/template.cfm?page=350&ana_page
=368&year=2010

5 esta estadística es ofrecida por la Uñescó (Institute for statistics, data centre custom tables):
http://stats.uis.unesco.org/unesco/tableviewer/document.aspx?reportId=143 )
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cionalidad de la representación de género y de corrientes políticas).6 estas cuatro variables
nos permiten obtener una idea global del nivel de participación tomando en cuenta tanto
aspectos del comportamiento político como institucionales.

3.3 Rendición de cuentas

La dimensión de “rendición de cuentas” dirige la atención hacia mecanismos sociales e ins-
titucionales que someten a los funcionarios públicos (elegidos o no) a escrutinio en rela-
ción a sus actuaciones y a una posible sanción (mainwaring 2003). La responsabilidad
puede ser formal e informal. La formal se encuentra institucionalizada en leyes y normas
administrativas. Pero la responsabilidad puede darse sin que exista un poder sancionador
directo por parte del actor que puede exigirle cuentas al funcionario. Para que podamos
hablar de una relación de rendición de cuentas, basta que exista el poder potencial de
imponer sanciones y que la rendición de cuentas esté formalmente establecida en la ley. La
responsabilidad informal (a la que Peruzzoti y smulovitz (2006) denominan “rendición de
cuentas social” –societal accountability–) la entendemos en términos de la acción de los
movimientos sociales (contra violaciones a derechos humanos, contra la corrupción, etc.)
dirigidas a movilizar la opinión para ejercer presión pública para que se juzgue y sancione
a funcionarios esto puede o no llevar finalmente a exigir responsabilidad política por
medio del voto, pero que forma parte, al menos indirectamente, del proceso que lleva a la
rendición de cuentas político electoral y a sanciones políticas o legales.

La metáfora espacial que distingue entre rendición de cuentas horizontal y vertical diri-
ge la atención hacia procesos alternativos, a veces complementarios: la rendición de cuen-
tas horizontal es exigida por instituciones del poder público que ejercen los llamados “fre-
nos y contrapesos” (jueces, contralorías, legislatura). La rendición de cuentas vertical es exi-
gida por los ciudadanos principalmente mediante las elecciones o referendos revocatorios,
que pueden ser foros e instrumentos para evaluar y sancionar a los funcionarios
(ó’donnell 1994 y 2003)7 .

Para evaluar cada uno de estos aspectos de la “rendición de cuentas”, hemos sugerido
los siguientes indicadores (Levine y molina 2011):

6 Para una enumeración de los indicadores utilizados para cada una de estas variables ver Levine y molina
2011.

7 mainwaring argumenta en favor de una clasificación diferente: electoral e intra-estatal (2003); que en buena
medida, pero no totalmente, coincide con las categorías de ó’donnell.
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a) Horizontal: La presencia de una legislatura independiente, y sobre todo de un poder
judicial independiente y honesto, son críticos a este respecto, ambos aspectos, inde-
pendencia y honestidad, tienden a sobreponerse. es por ello que el nivel de corrupción
en el país, tal como es medido por el Corruption Perception Index (Índice de Percepción
de corrupción) elaborado por transparency International es un buen indicador de la
calidad de la “rendición de cuentas horizontal” (http://www.transparency.org). el nivel
general de corrupción está obvia y directamente vinculado a la honestidad y la eficacia
del poder judicial que supuestamente debería controlarla. Un poder judicial honesto y
efectivo reduce la corrupción, mientras que un elevado nivel de corrupción indica un
poder judicial defectuoso e incapaz de ser efectivo para exigir responsabilidad y ren-
dición de cuentas al ejecutivo.

b) Vertical: esta “rendición de cuentas” es la que hacen efectiva con su voto los electores.
su nivel entonces depende tanto de la frecuencia con que los funcionarios deban some-
terse a elecciones, como de los niveles de limpieza e imparcialidad de las mismas. Por
ello hemos planteado (Levine y molina 2011) que resulta apropiado medir el nivel de
calidad de la rendición de cuentas vertical mediante una escala del 0 al 100, cuya pun-
tuación se calcula con base en la duración del mandato de los órganos nacionales some-
tidos a elección, ponderado por la fracción de la población que considera que las elec-
ciones son limpias. (Latinobarómetro 2005)8 .

c) Social: como indicador de “rendición de cuentas social” utilizamos para la elaboración
de nuestro índice el porcentaje sobre casos válidos de entrevistados por la encuesta
Latinobarómetro 2005, que afirmó “trabajar frecuentemente o muy frecuentemente
por temas comunitarios”.9 trabajar por temas comunitarios implica exigir de los fun-
cionarios públicos la resolución de problemas, el cumplimiento de promesas electora-
les, el respeto a los derechos ciudadanos, y por ello creemos que puede asumirse como
un indicador adecuado del nivel en que los ciudadanos se organizan para promover los
intereses de su comunidad, y demandar rendición de cuentas a los funcionarios públi-
cos por el ejercicio de sus cargos.

8 La pregunta utilizada para nuestro índice es la incluida en el Latinobarómetro 2005: “¿cree usted en térmi-
nos generales que las elecciones en este país son limpias o fraudulentas?”.

9 La pregunta es: “¿con qué frecuencia hace Ud. cada una de las siguientes cosas? - trabaja por temas comu-
nitarios. muy frecuentemente, frecuentemente, casi nunca, nunca. agradecemos a marta Lagos y la
corporación Latinobarómetro por darnos acceso a las respuestas a esta pregunta. Para mayor información
sobre la encuesta y el cuestionario ver: http://www.latinobarometro.org



REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
95-123

DANIEL LEVINE Y JOSE ENRIQUE MOLINA

104

3.4 Respuesta a la voluntad popular

como la entendemos aquí esta dimensión se refiere al grado en que los gobernantes, los
políticos y los líderes actúan de acuerdo con las preferencias de los ciudadanos. Powell
define responsiveness (respuesta a la voluntad popular) como “lo que ocurre cuando el pro-
ceso democrático induce al gobierno a formular y aplicar las políticas que los ciudadanos
quieren”10 (2004: 91). siguiendo esta orientación, “respuesta a la voluntad popular” se
refiere a las políticas, no a los resultados. Un gobierno que responda a la voluntad popular
podría aplicar políticas apoyadas por la mayoría, pero estas podrían a su vez conducir a
resultados insatisfactorios, que probablemente reduzcan la popularidad de los funciona-
rios.

Para medir el nivel de “respuesta a la voluntad popular” en nuestro índice utilizamos
una pregunta tomada de la encuesta Latinobarómetro 2005: “eficacia del voto”11. se
presenta el porcentaje sobre casos válidos de quienes indicaron estar de acuerdo con la
frase: “La manera como uno vota puede hacer que las cosas sean diferentes en el futuro”
(cuadro 1). Puede asumirse que quienes consideran que el voto es eficaz para modificar
la situación del país están implícitamente reconociendo que los políticos responden posi-
tivamente a la opinión popular expresada en las urnas.

3.5 Soberanía

esta dimensión se refiere a la medida en que los funcionarios electos son quienes efectiva-
mente deciden sobre políticas públicas, libres de control directo o indirecto por fuerzas que
no son responsables ante el electorado, tales como: organizaciones internacionales, poten-
cias extranjeras, poderes religiosos o militares, etc. mientras menos autónomo es un gobier-
no con respecto a fuerzas externas (militares, financieras o diplomáticas) o internas (religio-
sas, militares, guerrillas, cárteles de la droga, etc.), menor será la calidad de la democracia.

Las variables que se incluyeron en el Índice de calidad de la democracia con el obje-
to de evaluar el nivel de calidad de esta dimensión (Levine y molina 2011), fueron las
siguientes:

10 traducción nuestra.
11 La pregunta es la siguiente: “algunas personas dicen que la manera como uno vota puede hacer que las cosas

sean diferentes en el futuro. ótros dicen que independientemente de como uno vote, no hará que las cosas
sean mejores en el futuro. ¿cuál frase está más cercana a su manera de pensar?”. agradecemos a marta Lagos
y la corporación Latinobarómetro por darnos acceso a las respuestas a esta pregunta. Para mayor informa-
ción sobre la encuesta y el cuestionario ver: http://www.latinobarometro.org t
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a) Autonomía frente a los militares indicada por: ñivel de control del poder civil sobre el
militar. este indicador se basa en la tipología de smith que clasifica a los países en cua-
tro categorías que se transformaron en una escala cuantitativa (smith 2005: 101): 1)
Control Militar : cuando hay un gobierno civil nominal pero las decisiones políticas
están bajo control militar; 2) Tutela Militar: participación de los militares en la forma-
ción de políticas públicas y los militares mantiene su capacidad para intervenir en la
política; c) Subordinación Militar Condicionada: no hay una intervención abierta en la
formación de políticas públicas, pero los militares permanecen como actor político con
capacidad para intervenir en caso de desviación seria respecto a lo que ellos consideran
el interés nacional; y 4) Control Civil: subordinación completa de los militares a la
autoridad civil. (smith 2005: 103).

b) Autonomía en la política económica indicada por: “Peso del servicio de la deuda en la
economía”. se utilizó como indicador de dependencia económica el servicio de la
deuda externa como porcentaje de las exportaciones de cada país para el 2005 (World
bank 2007). esta variable nos indica el peso de la deuda sobre la economía. a mayor
el peso de la deuda sobre la economía, más probable será que el país se vea obligado a
seguir políticas económicas que le dicten sus acreedores o las instituciones financieras
internacionales. el indicador de autonomía económica es el resultado de restar de cien
la cifra que arroje este indicador de dependencia económica.

con base a las cinco dimensiones antes indicadas se elaboró un índice específico para eva-
luar la calidad de la democracia que aplicado de manera exploratoria a los países de
américa Latina para el año 2005, arrojó los resultados que se presentan en el cuadro 1
(Levine y molina 2011). como puede verse, en este análisis relativo a la situación para
2005, no incluimos a ecuador en la clasificación de los países en cuanto a la calidad de la
democracia, esto porque consideramos, a diferencia de mazzuca (2007) y tilly (2007),
que para evaluar la calidad de la democracia es necesario que los países sean democráticos.
es cierto, como indican estos autores, que aún en los países autoritarios es posible encon-
trar elementos de liberalización que permiten clasificar los gobiernos no democráticos en
función de su mayor o menor apertura al ejercicio de derechos civiles y políticos. sin
embargo, preferimos mantener la dicotomía y evaluar la calidad de la democracia, sólo en
los casos de gobiernos que cumplan con los requisitos mínimos para ser considerados
como tales.12 en los gobiernos autoritarios pueden hacerse diferencias en cuanto a una

12 en este punto nuestro índice se separa igualmente de otros índices como el Índice de Libertad de freedom
House, y el Índice de autrocracia-democracia de Polity Iv, que incluyen países democráticos y no
democráticos. estos dos no son índicadores elaborados específicamente para medir la calidad de la democ-
racia, pero son utilizados por los autores con esa finalidad, especialmente el de freedom House.
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menor o mayor liberalización política, una mayor o menor tolerancia del ejercicio de dere-
chos civiles como la libertad de información y expresión, pero a nuestro parecer no puede
hablarse de “calidad de la democracia”, porque no hay democracia. tal como indicamos
en un trabajo anterior (Levine y molina 2011), para 2005, ecuador a nuestro juicio no
cumplía con los requisitos mínimos para ser considerado una democracia. Uno de los
requisitos mínimos de la democracia es que los funcionarios electos sean los que efectiva-
mente dirijan el país (dahl 1998: 83-99). en ecuador, para 2005, los últimos tres presi-
dentes electos no habían podido culminar su mandato y fueron derrocados mediante pro-
cedimientos de muy dudosa constitucionalidad, a pesar del esfuerzo por guardar las apa-
riencias de legalidad, y con intervención militar en todos los casos. de modo que este
requisito mínimo no se cumplía para el momento de nuestro análisis. en todo caso colo-
camos los resultados correspondientes a ecuador al final del cuadro 1, de modo que puede
fácilmente establecerse cual hubiera sido su ubicación en relación a los otros países de
américa Latina para 2005.

el cuadro 1 nos presenta una evaluación de los países de américa Latina en cada una
de las cinco dimensiones de calidad de la democracia en una puntuación que va del 0 al
100 con base a los indicadores de cada dimensión. el Índice de calidad de la democracia
es el promedio de las cinco dimensiones para cada país. Para una explicación detallada de
la metodología para la construcción del índice y de los indicadores de cada dimensión
remitimos a los lectores a nuestros trabajos en el libro The Quality of Democracy in Latin
América (Levine y molina 2011).

4. Fortalezas y debilidades de la democracia en América Latina: los casos analizados en
el contexto regional

Un análisis conjunto de la calidad de la democracia en la región para el 2005 –con base a
los promedios en cada dimensión o en el índice global– no resulta suficiente dado que la
primera conclusión que surge del cuadro 1 es que los países presentan diferencias notables
entre ellos tanto en cada una de las dimensiones como en el índice global. Parece necesa-
rio hacer un análisis de países específicos, colocándolo en el contexto regional con base en
su posición en el índice, para verificar fortalezas, debilidades y las causas de las mismas.
siempre teniendo en cuenta que la información con base en la cual se calculó el cuadro 1
hace referencia al año 2005.
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en esta sección nos beneficiaremos de los estudios de casos incluidos en el volumen The
Quality of Democracy in Latin America (Levine y molina 2011), para dar una mirada com-
parativa más cercana a la experiencia democrática de ocho países de la región. estos for-
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man un grupo que abarca desde países cuya experiencia democrática comenzó tarde en el
siglo pasado (como ñicaragua que celebró su primera elección competitiva en 1990, man-
teniendo desde entonces una serie no interrumpida de elecciones democráticas en un con-
texto social también abierto y democrático), hasta otros como chile, brasil y argentina que
presentan largas historias democráticas, con rupturas y reestablecimientos. méxico ofrece un
ejemplo único de un régimen civil autoritario de partido hegemónico que se democratiza y
evoluciona sin ruptura institucional hacia una democracia competitiva. finalmente,
colombia y venezuela comparten una historia larga de continuidad institucional democrá-
tica, pero no mucho más. La democracia en colombia ha sufrido graves problemas de vio-
lencia interna y de rendición de cuentas. venezuela, luego de cuarenta años de democracia
liberal, se ha movido hacia una etapa de gran polarización política que ha sido acompaña-
da con experimentos de nuevas formas de democracia y fuertes cuestionamientos sobre la
imparcialidad de los procesos electorales y el funcionamiento de la autonomía institucional
y de los mecanismos para exigir rendición de cuentas a los gobernantes.

en un grupo importante de nuestros casos, la construcción de la democracia tuvo lugar
luego de gobiernos militares (argentina, brasil, chile). en otro, la democracia se estable-
ció a continuación de devastadoras guerras civiles (Perú), con un problemático legado de
abusos y pérdida de derechos. sólo tres de los casos analizados aquí presentan continuidad
de las instituciones civiles, pero ellos están lejos de ser idénticos. méxico se ha movido pro-
gresivamente del partido hegemónico a la democracia competitiva. colombia ha manteni-
do una continuidad institucional dentro de un contexto de violencia extendida y duradera,
que ha minado tanto la rendición de cuentas como la correspondencia de la respuesta ins-
titucional con la voluntad popular. venezuela está ahora en el décimo segundo año de un
proceso revolucionario que ha menoscabado las instituciones, reducido tanto la transparen-
cia como la exigibilidad de rendición de cuentas a los gobernantes, al tiempo que ha pola-
rizado profundamente el país. en este trabajo procedemos a considerar cada uno de estos
países en función de las cinco dimensiones en que se basa nuestro análisis de la calidad de
la democracia. al final de la sección se incluye un juicio comparativo.

Argentina

el más reciente tránsito de un gobierno militar a la democracia ha sido también el más
duradero en muchos años. La democracia fue restablecida en 1983 luego de múltiples
desastres de factura humana: el régimen militar y su guerra sucia, la guerra de Las malvinas
y reiterados problemas relativos a la justicia. cualquiera que pusiera en duda las posibili-
dades de supervivencia de esta democracia, tenía abundante lógica y experiencia en que
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sustentarse. Pero para sorpresa de los incrédulos, la democracia argentina ha durado, ha
controlado a los militares, ha restaurado la memoria histórica y la justicia, y ha sobrevivi-
do a una serie de crisis incluyendo el catastrófico colapso de la economía y un mes en que
se sucedieron cuatro presidentes en el año 2001. La explicación de esta durabilidad des-
cansa en la reacción de los ciudadanos a los extremismos del período previo, así como a la
llamada organización desorganizada del partido del peronismo (Partido Justicialista), que
ha retenido su capacidad de agregar intereses y construir políticas públicas, a pesar de sus
persistentes divisiones internas.

Un breve vistazo a la puntuación en nuestras cinco dimensiones muestra como
argentina, en cuanto a calidad de su democracia, se ubica en la parte alta de la región
media entre los países de américa Latina. similar a la situación de la mayoría de los paí-
ses, la puntuación en cuanto a “rendición de cuentas” es la más baja de todas, lo que refle-
ja un reiterado problema con los sistemas judiciales y con la viabilidad de los mecanismos
formales establecidos para exigir responsabilidad a los gobernantes. La persistente presión
de los ciudadanos no se ha traducido aún en instituciones efectivas.

en las áreas críticas de decisión electoral y de participación, argentina se ubica en lo más
alto o cerca de lo más alto. el elevado nivel de educación y el respeto a los derechos polí-
ticos han contribuido a fortalecer un proceso de decisión electoral, que se ha mantenido
vibrante aún frente a repetidas crisis económicas y de liderazgo. argentina tiene también
un nivel relativamente alto de representatividad, aún cuando la participación ciudadana en
organizaciones políticas aparece reportada en la parte baja de la tabla.

Los resultados de argentina en la dimensión de soberanía son particularmente notables
y reflejan los esfuerzos exitosos para controlar a los militares que han jugado un papel cen-
tral en la política nacional por más de medio siglo. el total descrédito de los militares como
consecuencia de la “guerra sucia” y de la desastrosa “guerra de Las malvinas” fueron cla-
ves en este sentido. el reciente sometimiento a juicio de militares de alta graduación y la
derogatoria de las leyes de la obediencia debida, reflejan este nuevo nivel del control civil
sobre el mundo militar. Por otra parte, y en sentido contrario, para el 2005 los problemas
fiscales y de deuda externa continuaban haciendo peso contra el nivel de soberanía econó-
mica de argentina.

Brasil

brasil aparece en una posición intermedia en nuestro índice de calidad de la democracia,
tanto respecto a los otros países al ocupar el octavo lugar entre los diecisiete casos, como
en cuanto a su puntuación al alcanzar en las cinco dimensiones un promedio de 57,9 sobre
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100. sin embargo, como en la mayoría de nuestros casos, esta ubicación general se cons-
truye sobre la base de fortalezas en unas dimensiones y debilidad en otras, como amplia-
mente lo ilustra montero (2011). Las fortalezas de brasil se encuentran, según nuestro
índice, en el campo de la participación, en la respuesta a la voluntad popular y en los proce-
sos electorales, aunque como lo desarrolla montero (2011) ninguno de estos aspectos está
exento de puntos problemáticos. La dimensión de rendición de cuentas resulta ser un punto
débil, ya que brasil alcanza una puntuación de 23,9 sobre cien, por lo que ocupa el pues-
to 12 en la región. también se ubica en una posición relativamente baja en la dimensión
de soberanía de acuerdo a nuestros indicadores de autonomía económica y control civil
sobre el sector militar.

como destaca moreno (2011), un aspecto muy interesante del caso de brasil reside en
que las dimensiones de la calidad de la democracia y los resultados socio-económicos de la
gestión de gobierno no necesariamente van en la misma dirección, ni forman parte del
mismo proceso. Los análisis de montero muestran cómo el deterioro en aspectos claves de
la democracia, como la reducción del control institucional horizontal debido a la corrup-
ción, pueden ocurrir simultáneamente con éxitos en la gestión socio-económica, al tiem-
po que los sectores de la población que orientan su voto en función de los avances en cali-
dad de la democracia, no son necesariamente los mismos que orientan su voto en función
de los resultados en el campo socio-económico.

La dimensión de decisión electoral es una de las fortalezas de brasil debido a su buen
nivel de respeto de los derechos políticos, los cuales se han venido robusteciendo progresi-
vamente desde el regreso a la democracia a mediados de los años ochenta del siglo pasado.
montero (2011) destaca cómo los estudios de opinión tienden a reflejar coherencia entre
el voto y los intereses de los distintos sectores sociales, lo cual posiblemente es un efecto
del hecho de que en cuanto a los recursos cognitivos del electorado brasil presenta una ubi-
cación privilegiada respecto al resto de los países de la región. si bien el ideal sería un acce-
so generalizado a la educación universitaria del que todavía estamos lejos en américa
Latina. el presentar un acceso masivo a la educación secundaria es ya un logro importan-
te en el camino de tener una población con recursos cognitivos suficientes para participar
informadamente en la política.

ótra de las fortalezas de la democracia del brasil es el nivel de participación en la polí-
tica de la ciudadanía, particularmente debido a su carácter federal que amplía las posibili-
dades de participación y a los múltiples mecanismos de participación desarrollados en el
sistema político y que montero describe. brasil ocupa el primer lugar en la región en par-
ticipación. también contribuye a ello la alta proporcionalidad de su sistema electoral que
lo coloca igualmente en el primer lugar de representación partidista. ño se puede decir lo
mismo de la representatividad por género, ya que para 2005 la presencia de la mujer en el
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poder legislativo era una de las más bajas de la región. esta es claramente una de las debi-
lidades a las que habría que prestarle atención. Igualmente, en armonía con el carácter par-
ticipativo de la sociedad brasileña, el nivel de participación electoral en las elecciones pre-
sidenciales es alto y por ello ocupa brasil el cuarto lugar.

en la dimensión de respuesta a la voluntad popular, el 67% de quienes responden váli-
damente al cuestionario de Latinobarómetro 2005 afirmaron estar de acuerdo con la frase:
“La manera como uno vota puede hacer que las cosas sean diferentes en el futuro”. si bien
puede considerarse que ello indica la existencia de problemas de “sintonía con la voluntad
popular” para un sector significativo de la población, problemas que montero (2011) ilus-
tra en forma abundante, también es cierto que, en el conjunto de la región, brasil ocupa
el tercer lugar, si bien hay bastante margen para mejoría, en términos relativos esta dimen-
sión representa una fortaleza en el contexto regional.

entre las debilidades de la democracia brasileña está la dimensión de rendición de cuen-
tas. Los factores más dañinos en este campo son la incidencia de la corrupción y la falta de
efectividad del poder judicial para su control. tampoco destaca brasil en el campo de la
exigencia social de rendición de cuentas, donde a pesar de las múltiples formas organizati-
vas de la sociedad civil, la participación en actividades comunitarias se reduce al 14% de
la población, según la encuesta Latinobarómetro 2005, la cual lo coloca en el puesto 11.

ótra dimensión problemática según nuestros indicadores es la de soberanía. Para el
2005, brasil ocupa una posición intermedia en materia de control civil sobre el ejército,
en armonía con los progresos y las dificultades que señala montero. Pero, a pesar de los
progresos de su economía, nuestro indicador basado en el porcentaje que representa el ser-
vicio de la deuda externa sobre las exportaciones coloca a brasil, para el 2005, en una posi-
ción baja con respecto al resto de américa Latina. este es un punto que deberá ser abor-
dado en el futuro. Por una parte, es cierto que el crecimiento económico no implica nece-
sariamente autonomía económica, pero por la otra pudiera ser que nuestro indicador
requiera ser complementado con otros que tomen en cuenta otros aspectos de la economía
que también pudieran incidir en la autonomía económica de un país.

Chile

chile se ubica en nuestro índice en el tercer lugar de la región en calidad de la democra-
cia, en primer lugar por su fortaleza en cuanto a procesos electorales limpios e imparciales
y, en segundo lugar, por la reconocida solidez de sus instituciones que determinan un sis-
tema eficaz de pesos y contrapesos sobre el ejercicio del poder tanto en el terreno de la ren-
dición de cuentas horizontal como vertical. en cada una de estas dos dimensiones, decisión
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electoral y rendición de cuentas, chile ocupa el segundo lugar en la región, y como hemos
dicho son ellas las que le permiten la alta colocación que consigue en el índice general.

en las otras tres dimensiones chile no alcanza niveles elevados. en la dimensión de
participación se ubica en un lugar relativamente bajo. ócupa el décimo tercer lugar. esto
se debe en parte a los ya conocidos problemas de representatividad que se derivan de un
sistema electoral poco proporcional. Y también a que para el 2005 la participación de la
mujer en funciones legislativas era baja en el contexto regional. sin embargo, el principal
factor entre nuestros indicadores que afecta el nivel de participación en chile es el bajo
nivel de incorporación de los ciudadanos a la actividad partidista. el porcentaje de los chi-
lenos que afirmó en 2005 trabajar frecuentemente o muy frecuentemente por un candida-
to o partido político fue de apenas del 1,9%, el más bajo de la región. en el mismo senti-
do, ruiz (2011) nota los bajos niveles de confianza que existen en relación a los partidos
políticos. esta es una debilidad importante porque pudiera ser una fisura por la que se cue-
len en el futuro el personalismo político y la des-institucionalización del sistema de parti-
dos.

Soberanía es la otra dimensión en la cual la posición chilena es relativamente baja en la
región ocupando el décimo lugar. son conocidos los problemas existentes en este país en
las relaciones cívico militares y las dificultades que ha confrontado el gobierno civil para
establecer una relación de supremacía, dirección y control sobre las fuerzas armadas como
legado de la dictadura. tal como lo indica ruiz (2011), este es un campo donde se ha avan-
zado mucho, pero donde todavía existen focos problemáticos. también en el terreno de la
autonomía económica, a pesar de que chile es una de las economías con mayor desarrollo
en la región, nuestro indicador referido a la relación entre servicio de la deuda y exporta-
ciones lo ubica en una posición intermedia.

chile también ocupa una posición intermedia en la región en lo que se refiere a la per-
cepción de la población sobre la sintonía de la acción política con la opinión pública (res-
puesta a la voluntad popular). esto refleja que, aunque han habido avances notables en
temas a los que la población es muy sensible como la reducción de la pobreza y los dere-
chos humanos, no ha sucedido lo mismo en otros como la desigualdad y la reforma elec-
toral (ver ruiz 2011). como indica ruiz (2011) la calidad de la democracia mejoraría con
algunas reformas institucionales importantes tales como el voto de los chilenos que residen
en el extranjero, mayor proporcionalidad del sistema electoral y registro electoral automá-
tico.
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Colombia

a pesar de elecciones periódicas e instituciones políticas de estructura democrática, la vio-
lencia política de décadas y la intervención del narcotráfico han mermado la calidad del
proceso político en colombia al punto que es usual que se le considere por debajo del nivel
mínimo requerido para ser un país democrático (mainwaring, brinks y Pérez-Liñán 2007:
139; diamond, Hartlyn y Linz 1999). de acuerdo a la aplicación de nuestro índice de cali-
dad de la democracia (cuadro 1), colombia aparece ubicada en el puesto doce de américa
Latina. esta posición relativamente baja coincide con lo planteado por la literatura que,
como hemos dicho, tiende a considerarla en una situación fronteriza entre democracias y
no democracias. ñuestro índice permite determinar las dimensiones que llevan a esta ubi-
cación. ella se debe principalmente al desempeño de colombia en las dimensiones de deci-
sión electoral y soberanía. en el primero de los casos colombia se ve afectada por un nivel
muy pobre en materia de libertad de prensa. esta se ve restringida por la acción de la vio-
lencia generada por grupos armados irregulares vinculados a la guerrilla, el narcotráfico y
los paramilitares. Igualmente afecta negativamente a la calidad de la democracia la acción
de intimidación que ejercen estos grupos armados sobre los procesos electorales y sobre la
actividad de los funcionarios electos en las localidades donde tienen influencia. en la
dimensión de rendición de cuentas colombia presenta su mejor ubicación relativa en cuan-
to al resto de los países de américa Latina. en términos generales esta es una dimensión
con niveles bajos en la región con las excepciones de Uruguay y chile. a pesar de ello, es
importante destacar cómo el grado de movilización social existente en colombia, aunque
no muy alto, la coloca en el quinto lugar en la región en cuanto a capacidad de imponer
control social (rendición de cuentas social) sobre los gobernantes.

en cuanto a la dimensión que indica el grado en que el sistema político responde a la
voluntad popular, encontramos que en colombia el 62% de quienes contestan al Latino-
barómetro 2005, están de acuerdo con la frase: “La manera como uno vota puede hacer
que las cosas sean diferentes en el futuro”. ello indica que un porcentaje sustancial de la
ciudadanía percibe que el sistema político da respuesta a la voluntad popular expresada en
el voto. en términos relativos en cuanto a los otros países de la región, colombia se ubica
en noveno lugar, en el medio del grupo, pero muy cerca de los países que detentan la ter-
cera posición. esta es una dimensión donde la región tiende a tener un nivel medio, sin
grandes diferencias entre los países.

tanto el nivel de dependencia económica del país, indicado por el tamaño del servicio
de su deuda en relación a las exportaciones, como las debilidades del control civil sobre los
militares, llevan a colombia a una ubicación baja en la dimensión de soberanía. La misma
sería aún inferior si se tomara en cuenta en nuestro índice que partes no despreciables del
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territorio están bajo control de grupos irregulares. La presencia de estos, y frente a ellos un
ejército que en no pocas ocasiones se ha escapado del debido control civil, han generado
una situación en la cual es claro que uno de los mayores problemas de la democracia
colombiana está en la dimensión de soberanía, en las dificultades de los funcionarios elec-
tos y legítimos para efectivamente dirigir todo el país (murillo y ósorio 2007).

México

La transición de méxico de la hegemonía de un partido a la democracia competitiva
comienza en la década de los 80 del siglo pasado, con la erosión lenta del poder electoral
e institucional del Partido revolucionario Institucional (PrI). La transformación del sis-
tema político, de uno en el cual estado y partido estaban fusionados, a un sistema políti-
co competitivo con instituciones competentes para la supervisión de los procesos electora-
les tuvo expresión definitiva con la victoria del Partido acción ñacional (Pañ) en las elec-
ciones presidenciales del 2000. La primera vez en la historia nacional que un partido de
oposición asumía pacíficamente el poder. desde entonces, cada elección nacional y
muchas elecciones regionales y locales han sido crecientemente competitivas, reduciendo
significativamente la presencia de enclaves unipartidistas en el sistema (gibson 2005).

en términos de la calidad de su democracia méxico está situado en nuestra tabla en
un nivel elevado dentro de la región media, junto con argentina, Panamá, república
dominicana y brasil. La trayectoria reciente de las instituciones electorales ha hecho
mucho para mejorar esta ubicación. Las elecciones nacionales y la actuación de las institu-
ciones que supervisan las elecciones están dentro de las fortalezas de la democracia mexi-
cana. Los niveles de participación electoral son relativamente bajos, como también las
oportunidades de votación y la participación en organizaciones políticas. al mismo tiem-
po el nivel y la extensión de participación ciudadana permanecen restringidos.

si el progreso en los procesos electorales es la señal de fortaleza de la democracia mexi-
cana, la dimensión de rendición de cuentas es su debilidad. como es el caso con la mayoría
de los países en la región, la puntuación más baja es la de esta dimensión, lo que refleja el
histórico bajo control institucional sobre las acciones del gobierno central, y la debilidad de
las instituciones llamadas a realizarlo. como nota fox (2007), méxico está atrapado en un
“equilibrio de baja responsabilidad” en el cual instituciones como la policía y la judicatura
permanecen sin reformar, persisten prácticas autoritarias en las relaciones entre el estado y
la sociedad, y se mantienen enclaves autoritarios subnacionales. méxico se coloca relativa-
mente alto en soberanía, lo que refleja la fortaleza de su economía y una larga tradición de
control civil sobre el mundo militar. en cuanto a la respuesta de las instituciones a la volun-
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tad popular, la percepción de la población en cuanto a si el gobierno responde (o no) a sus
deseos expresos y necesidades, méxico se ubica nuevamente en el nivel medio, lo cual refle-
ja la acumulación de la desconfianza popular en la política y los políticos. como lo sugiere
Holzner (2011), esto ha llevado en algunas instancias a la apatía y el retiro.

Nicaragua

en términos generales ñicaragua se ubica en la parte baja del sector medio de nuestro índi-
ce de calidad de la democracia. Las fortalezas más notables de la democracia de ñicaragua
se encuentran en sus procesos electorales, en la participación y en el vigor de su sociedad
civil. La puntuación global del país se ve reducida por el bajo nivel en rendición de cuentas
e impulsada positivamente por elevados niveles de participación electoral. Los recursos
cognitivos se han visto mejorados por dos décadas de educación popular luego de la
revolución sandinista. el país presenta también un nivel relativamente elevado de repre-
sentatividad. el nivel en cuanto a soberanía refleja el progreso económico, pero también
el continuo peso del ejército, ahora sandinista.

como lo indica salvador martí (2011), los problemas de rendición de cuentas tienen
su asiento sobre todo en la maleabilidad de las normas, lo que pone en duda la eficacia de
las instituciones y la garantía de su imparcialidad. La plasticidad de las normas invade la
vida institucional y ha penetrado recientemente en el terreno electoral, por ejemplo en el
pacto del 2000 entre órtega y alemán que cambió las reglas del juego político de forma
favorable a los principales partidos, y redujo el acceso al sistema electoral. martí escribe
que estos cambios “hicieron de la nueva ley electoral nicaragüense una de las mas restric-
tivas de américa Latina.” esto hace surgir preguntas preocupantes acerca del futuro.

Venezuela

respecto a venezuela, a partir del referendo revocatorio del 2004, se han venido plantean-
do dudas no ya respecto a la calidad, sino a su carácter democrático como tal (Hidalgo
2009). miriam Kornblith (2007) sostiene que debido a las serias restricciones que han ocu-
rrido con respecto a la libertad e imparcialidad de las elecciones, como a la ausencia de inde-
pendencia de los otros poderes públicos respecto al ejecutivo, el país debería ser clasificado
entre los “autoritarismos electorales” (schedler 2006). smith (2005: 283), smith y Ziegler
(2008), y mainwaring, brinks y Pérez-Liñán (2007), clasifican a venezuela como una semi-
democracia. freedom House en sus informes para 2009 y 2010 no considera a venezuela



REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
95-123

DANIEL LEVINE Y JOSE ENRIQUE MOLINA

116

entre las democracias electorales, como lo venía haciendo hasta el 2008. Para los efectos de
nuestro índice, y dada la controversia que existe al respecto, hemos preferido mantener a
venezuela en nuestra lista de democracias para el año 2005, aún cuando como el mismo
índice lo expresa está situada en niveles bajos de calidad de la democracia, precisamente por
las mismas razones relativas al deterioro de los procesos electorales y de los mecanismos ins-
titucionales para exigir rendición de cuentas por las cuales los autores mencionados tienden a
considerar a este país por debajo de los límites mínimos de una democracia.

Para el 2005 venezuela ya presentaba serios problemas en cuando a la libertad e impar-
cialidad de sus procesos electorales y, no menos serio, también de libertad de prensa como
se expresa en la muy baja puntuación que recibe en el índice de freedom House (28 sobre
100, y última entre los países aquí analizados). estos problemas están ampliamente deta-
llados en los trabajos de Kornblith (2007), y Pereira y Pérez (2011). Habría que añadir que
desde el 2005 hasta el momento de escribir este artículo (mayo de 2011), estas debilida-
des no han hecho más que ahondarse.

en cuanto a la libertad de las elecciones, Kornblith (2007) muestra que para el 2005
estaba bien documentado cómo el gobierno había elaborado una lista de los ciudadanos que
firmaron la petición de referendo revocatorio contra el presidente chávez. a estos ciudada-
nos se les sometió a presión para que renunciaran a su petición, y a los que no lo hicieron
se les ha mantenido en una lista negra que les impide obtener empleo público. a partir de
entonces, y particularmente, para el referendo de enmienda constitucional del 2009, los
empleados públicos han sido sistemáticamente objeto de presión para que voten y hagan
campaña a favor del gobierno. es emblemático en este sentido el llamado que hizo el presi-
dente de la empresa estatal petrolera, rafael ramírez, mediante una alocución en circuito
cerrado de televisión a sus empleados durante la elección presidencial de 2006, exigiendo a
los trabajadores de esa empresa que votaran por Hugo chávez porque, según él, Pdvsa
era una empresa “roja, rojita”. ante el escándalo que esto causó, el presidente-candidato rea-
firmó su respaldo al funcionario, que hasta hoy (marzo 2011) sigue en el puesto.

Los problemas relativos a la “libertad del sufragio” se han agravado también con la polí-
tica aplicada por el gobierno durante las elecciones regionales del 2008 de inhabilitar como
candidatos a algunos de los dirigentes más emblemáticos de la oposición, y primeros en las
encuestas para el momento de su inhabilitación, alegando en su contra irregularidades admi-
nistrativas sancionadas por el contralor general de la república, y sin que hubiera senten-
cia penal condenatoria definitivamente firme como lo exigen la constitución de la
república bolivariana de venezuela, y la convención americana sobre derechos Humanos.

en cuanto a la falta de “imparcialidad” en los procesos electorales, si algo ha ocurrido es
el uso cada vez más abusivo de los medios de comunicación del estado para hacer campaña
oficial (Pereira y Pérez, 2011). Pero ya no son sólo los medios de comunicación oficial, sino
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los edificios públicos y los vehículos de las dependencias del gobierno central que rebosan
de propaganda oficialista. en la campaña por el referendo de 2009, varios camiones de la
empresa petrolera estatal desfilaron por caracas pintados con propaganda oficial. baste decir
que las fuerzas armadas de la república bolivariana de venezuela adornan muchas de las
fachadas de sus instalaciones y sus vehículos con el lema: “Patria, socialismo o muerte.”

en cuanto al tema de la libertad de expresión, es cierto que existen medios indepen-
dientes que siguen una línea editorial de oposición. Pero también es cierto que el más
importante de ellos, el único con alcance realmente nacional, radio caracas televisión fue
cerrado por el gobierno en mayo de 2007, cuando se le negó, por razones expresamente
políticas, la renovación de su concesión. Los otros medios de línea editorial de oposición
tienen negado el acceso a los actos oficiales, no reciben ningún tipo de publicidad oficial
salvo en casos muy excepcionales, y sus reporteros se han visto sometidos a hostigamiento
y amenazas por grupos irregulares simpatizantes del gobierno, sin que estos sufran conse-
cuencia alguna.

en fin, en venezuela hay elecciones, y al menos todavía no puede decirse que en estas
elecciones el resultado es sabido de antemano. todavía la oposición pudiera ganar eleccio-
nes, como en efecto lo hizo en el referendo para la reforma constitucional de 2007, en
algunas entidades regionales en diciembre 2008, incluyendo el mayor estado del país, la
alcaldía mayor de caracas y la alcaldía de maracaibo, la segunda ciudad del país. Pero
aún aquí hay que tomar estas aperturas “con una pizca de sal”. el ganador de la alcaldía
de maracaibo y principal líder de la oposición manuel rosales está hoy exiliado en el Perú,
y el alcalde mayor de caracas fue despojado de prácticamente todas sus competencias y
recursos, los cuales fueron trasladados mediante una Ley dictada por la asamblea ñacional
a una funcionaria designada por el Presidente de la república. Los partidos opuestos al
gobierno nacional obtuvieron más de la mitad de los votos, pero sólo 67 escaños a la asam-
blea ñacional de un total de 165, y en el tiempo que transcurrió entre su elección en sep-
tiembre de 2010 y su juramentación en enero de 2011, las atribuciones legislativas de
mayor relevancia fueron delegadas en el Presidente de la república por los parlamentarios
salientes, por un período de dieciocho meses. en fin, elecciones hay, que sean suficientes
para hacer de venezuela una democracia es lo que cada vez está menos claro.

Conclusiones

La más reciente etapa de democratización en américa Latina ha sido más amplia y más
duradera que cualquier otra en su historia (smith 2005). Las naciones de la región han
reemplazado los gobiernos militares con gobiernos civiles (argentina, brasil, chile), des-
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alojado gobiernos civiles autoritarios (méxico, Perú), resuelto por acuerdo guerras civiles y
abierto la puerta a procesos democráticos pacíficos (ñicaragua, el salvador, guatemala,
Perú). aún Paraguay, por largo tiempo un caso de partido hegemónico, recientemente ha
elegido como presidente un candidato de la oposición. decir esto no es ver el mundo a tra-
vés de cristales color rosa, creyendo que todo lo que ocurre es para bien en el mejor de los
mundos posibles. Pero los hechos referidos a su transición y estabilidad, indican que las
democracias tienen un fuerte atractivo y poder de permanencia, estimuladas por nuevas
instituciones, apoyo ciudadano y movimientos sociales.

Los trabajos de éste proyecto demuestran el valor de trabajar con un índice que centra
su atención analítica en los procesos políticos y está enraizado en conceptos explícitamente
dirigidos a la calidad de la democracia. Los resultados que aquí se han presentado resaltan
para la región y para cada país las áreas de fortaleza y de debilidad democrática en formas
muy específicas trasladando el debate más allá de simples alternativas binarias (democracia
vs. dictadura; democracias liberales vs. democracias iliberales) hacia una comprensión más
matizada del carácter multidimensional de las democracias. el análisis que hemos introdu-
cido, en comparación con índices como el de freedom House o el de Polity Iv, permite pun-
tualizar de forma más específica las situaciones de transformación dentro de la democracia,
o de decaimiento sin ruptura institucional, como parece ser el caso de bolivia y venezuela.

Los elementos más notables de fortaleza democrática en la región se encuentran en las
dimensiones de decisión electoral y de soberanía. el resultado positivo en el área de decisión
electoral está enraizado en la realización misma de elecciones libres e imparciales, y en la
extensión de la educación pública, así como en el desarrollo de medios de comunicación
independientes que contribuyen al nivel de información de la ciudadanía. a pesar de la
continuidad de los problemas económicos y de deuda externa, la ubicación relativamente
alta en nuestra dimensión de soberanía está sustentada en el aumento ocurrido durante el
período democrático de la extensión, profundidad y seguridad del control civil sobre el
mundo militar. de seguidas a las áreas de decisión electoral y soberanía, la dimensión de res-
puesta a la voluntad popular también presenta una fortaleza relativa, lo cual sugiere que la
ciudadanía es capaz de separar la evaluación de la gestión de un gobierno en particular de
su apreciación sobre la democracia en sí misma.

el déficit democrático más notable de la región se encuentra sin duda en la dimensión
de rendición de cuestas. Las puntuaciones son consistentemente bajas tanto globalmente en
la dimensión, como en cada uno de sus elementos. aún en países como Uruguay, costa
rica o chile que presentan generalmente una puntuación elevada (y que son ubicados
también en lo más alto de su índice por freedom House) el área de rendición de cuentas
permanece débil. el déficit en esta dimensión refleja asuntos de carácter institucional,
actitudinal y conductual. con raras excepciones las instituciones a cargo de exigir la rendi-
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ción de cuentas y de sancionar como la judicatura, las comisiones legislativas y organiza-
ciones como los ómbudsmen o defensores del Pueblo, carecen del poder, de los recursos
y del respaldo necesario para llevar a cabo sus funciones. Las agencias electorales tienen, en
la mayoría de los casos, el mejor desempeño, aunque a nivel sub-nacional no sea tan
bueno. Un tema relacionado es que, como ha indicado martí (2011) para ñicaragua, las
reglas del juego cambian frecuentemente haciendo difícil tener un desempeño efectivo o
formar una tradición de control institucional. entonces, gran parte del esfuerzo recae en
las campañas ciudadanas y en la presión pública (control y responsabilidad social), cuya
efectividad se ve reducida en muchos casos por profundas desigualdades económicas y
sociales. también juegan contra la exigibilidad de responsabilidad institucional, tanto la
persistencia de enclaves autoritarios subnacionales, como la presencia en muchas áreas de
la violencia que menoscaba cualquier acceso a la justicia y a los derechos que pudiera haber.
el concepto de “equilibrio de baja responsabilidad”, que ha sido usado respecto a méxico,
en el cual instituciones como la policía y la judicatura permanecen sin reformarse, y per-
sisten prácticas autoritarias en las relaciones estado-sociedad, así como enclaves autorita-
rios subnacionales, es desafortunadamente aplicable también a otros países.

La dimensión de participación también presenta un nivel bajo, lo que es sorpresivo
dada la trayectoria de los movimientos sociales y la participación pública durante las déca-
das previas de transición democrática. ño hay duda de que muchas organizaciones y
movimientos existen, pero ellos están ahora más fragmentados y dispersos, y con conexio-
nes más débiles con las instituciones políticas que en el pasado. relativamente, una pun-
tuación baja o intermedia en participación puede reflejar la desmovilización y decaimien-
to general de muchos movimientos luego del retorno a la política democrática. al mismo
tiempo, es importante reconocer que en tiempos de dificultad económica, la participación
sostenida demanda energías y recursos que simplemente podrían no estar presentes dadas
las exigencias de la lucha diaria por subsistir.

el modelo de fortalezas y debilidades que hemos encontrado sugiere temas importan-
tes para el futuro, áreas en las cuales los países de américa Latina pudieran reforzar sus
democracias y temas sobre los cuales la investigación futura pudiera aportar importantes
beneficios: inversión en reforzar los mecanismos de control y para exigir responsabilidad,
incluyendo la creación o reforzamiento de una judicatura independiente, progresando
hacia la eliminación de la demasiado común impunidad de la policía y los servicios arma-
dos (eliminando las provisiones legales especiales que les aseguran impunidad en algunos
casos), y reforzando las libertades de información y prensa, así como las libertades de reu-
nión que constituyen la base para un espacio público libre en el cual las exigencias de res-
ponsabilidad institucional puedan ser realizadas y la presión pública pueda llevarlas adelan-
te. el fortalecimiento de la descentralización (que desafortunadamente está siendo rever-
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tida en casos como el de venezuela), conjuntamente con medidas concretas para reducir
las barreras para la formación de organizaciones y extender los límites de la ciudadanía
efectiva, también reforzarán el control y la responsabilidad. La fortaleza que muestra la
región en las dimensiones de decisión electoral y soberanía (y en particular en lo relativo al
control civil sobre el mundo militar) ofrece una base para el futuro, y puede ser fortaleci-
da siempre y cuando los procesos electorales libres e imparciales se mantengan y extiendan
a todos los niveles del sistema político.

La agenda para futuros programas de investigación que surge de los trabajos recopila-
dos aquí sugiere centrar la atención en los hallazgos relativos a fortalezas y debilidades.
ñecesitamos desarrollar medidas de responsabilidad que sean más variadas y sensitivas. Los
casos presentados aquí dejan claro que no todas las formas de participación son iguales:
algunas formas de participación son más costosas y están menos al alcance de los ciudada-
nos ordinarios, mientras que otras son más efectivas. Porque no todo tipo de participación
es igual, futuras investigaciones deberían enfocarse en desarrollar conceptos e indicadores
que discriminen entre diferentes formas de participación.

La investigación en estas dimensiones contribuirá a mejorar la calidad de la democra-
cia y a obtener una comprensión más completa y dinámica de los puntos problemáticos.
regímenes democráticos específicos pueden tener éxito o fracasar, pero el punto central es
si (y cómo) el terreno para la democracia se fortalece. si hay retrocesos o erosión en ele-
mentos claves de la democracia, ¿harán los demócratas un mejor trabajo la próxima vez?
¿Harán procesos electorales de mayor calidad y más viables frente a los problemas? Los aná-
lisis y datos presentados por los distintos análisis de caso dan pie a la esperanza y apuntan
claramente a las áreas que deben ser objeto de un trabajo futuro.
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Accountability, diseño institucional
y calidad de la democracia

Marcus André Melo

Cuanto mayor es el número de jugadores con poder de veto que tiene el sistema político, más difí-
cil resultará reducir la pobreza y la desigualdad a través de un sistema amplio de bienestar social.
STEPAN (2004)

Resumen
el presente texto realiza un análisis profundo sobre los mecanismos de accountability den-
tro del abanico de sistemas políticos de ñorte y suramérica. en sus primeras páginas, el
autor reflexiona sobre las diversas teorías relevantes al tema en cuestión, aplicándolas a
ejemplos concretos dentro de diferentes escenarios. adicionalmente, se habla sobre el papel
de las elecciones y los votos como instrumentos de la democracia y, de manera especial, se
estudian los tipos de voto que los electores pueden ejercer. en síntesis, este trabajo intro-
duce una interesante relación entre la responsabilización, el sistema de pesos y contrapesos
y los diversos mecanismos de accountability que los ciudadanos pueden poner en práctica
dentro de sus respectivos sistemas políticos.

Palabras claves: check and balances, responsabilización, policymaking, identificabilidad,
voto retrospectivo.

Abstract
this academic article portrays a comprehensive analysis about the mechanisms of account-
ability within the wide variety of political regimes of ñorth and south america. In the first
pages, the author talks about the diverse theories, which are relevant to the topic of dis-
cussion by applying them to concrete examples within different sceneries. additionally, it
talks about the role of elections and votes as instruments of democracy, and in particular,
it studies the types of vote that the civilian population is able to exercise. In conclusion,
this paper introduces an interesting relation between accountability, check and balances,
and the other mechanisms of accountability that citizens could implement to their coun-
tries’ political systems.

Keywords: check and balances, accountability, policymaking, identifiability, retrospective
vote.
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Introducción

La cuestión de la calidad de la democracia ha resurgido y está ocupando un lugar de
relevancia en la literatura de la ciencia política contemporánea (diamond y
morlino 2005; ó’ donnell, cullell y Iazetta, 2004). tal resurgimiento en el deba-

te se encuentra directamente asociado con el considerable avance que ha tenido en los últi-
mos años la investigación empírica sobre el diseño institucional y sus efectos sobre las
dimensiones relevantes de las democracias contemporáneas, entre las que se destaca, la
capacidad de responsabilizar a los gobernantes por parte de sus electores o, de forma más
amplia, el potencial de accountability que tienen los distintos arreglos institucionales.1

a partir de los adelantos conceptuales asociados con el modelo de principal-agente
(principal-agent) y el de actores de veto (veto players o veto points analysis) se amplió, con-
siderablemente, el conocimiento de los efectos que tienen los distintos arreglos institucio-
nales sobre la capacidad de los ciudadanos para castigar o premiar a sus gobernantes. así,
aún cuando la capacidad predictiva de esos modelos es contundente, no puede decirse lo
mismo sobre el juicio normativo que muchos analistas hacen a partir de los hallazgos de
las investigaciones empíricas. Pocos estudios problematizan en forma efectiva las implican-
cias normativas de los hallazgos de la investigación empírica y son, aparentemente, muy
pocos los trabajos comparados que consideran los presupuestos normativos de la investi-
gación empírica. en este artículo, discuto esa literatura, señalando el sesgo mayoritario que
tiene la misma.2 dicho sesgo se manifiesta principalmente a través de dos formas: en pri-
mer lugar, porque el debate sobre la calidad democrática se ha reducido a la cuestión de la
responsabilización (accountability) –concepto profundamente enraizado en el ideal norma-
tivo mayoritario–; y en segundo lugar, porque cada vez se asume con más frecuencia, en el
área de política comparada, que la concentración de la autoridad política es una precondi-
ción para el ejercicio de la responsabilización.

2. ¿Contra Madison?

Las tendencias que identifico en el debate contemporáneo harían estremecer a madison –el
teórico político más provocativo en el tratamiento de las cuestiones de desempeño institu-

1 a lo largo del trabajo, el término accountability, como es usado en la literatura anglosajona, es traducido al
español por el de “responsabilización”.

2 Utilizo el concepto de diseño mayoritario como un sinónimo del concepto de modelo mayoritario
(Lijphart, 1984), tal como es usado en Powell (2000). en tanto, utilizo los términos de modelo y diseño
proporcionalista en el mismo sentido, de forma que su uso es intercambiable para designar al modelo con-
sociativo o el de democracia de consenso, utilizados por Lijphart.
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cional– debido a que sus recetas de reforma institucional –o más acertadamente de terapia
constitucional– se asentaron en el reconocimiento de la necesidad de dividir el poder para
evitar la tiranía, asociada con la ambición humana. como afirmó enfáticamente en El
Federalista, “si los hombres fueran ángeles, ningún gobierno sería necesario. si los ángeles
fueran a gobernar a los hombres, no serían necesarios controles internos ni externos al
gobierno” (madison, 1982 [1788], The Federalist 51). ¿será posible sostener que los hallaz-
gos empíricos de la investigación comparada en ciencia política –parte de la cual afirma que
la dispersión del poder produce ineficiencia política y efectos redistributivos perversos– nos
lleve a reconsiderar el andamiaje conceptual del ideal madisoniano de checks and balances?

Los debates sobre diseño constitucional otorgan cada vez una mayor centralidad a la
capacidad o al potencial de responsabilización que tiene un arreglo político-institucional.
dicho fenómeno traduce un proceso más amplio por el cual la responsabilización adquie-
re relevancia, no sólo dentro de las ciencias sociales, sino también en los medios de comu-
nicación. en tal sentido, es significativo que en un sitio como Google, a fines de 2004, el
número de referencias al concepto de responsabilización (accountability) alcanzó la notable
marca de 115 millones de registros. en definitiva, la responsabilización se convirtió en una
dimensión privilegiada del debate sobre una buena gobernabilidad. ñuevas construcciones
conceptuales derivadas de la noción de responsabilización (accountability) fueron propues-
tas para explorar distintos dominios de sociedades democráticas –estado, mercado y socie-
dad civil– (goodin, 2003). ótros valores normativos –como, por ejemplo, la congruencia
entre políticas de gobierno y ciudadanía, la representatividad o la inclusión– han recibido
una menor atención en el debate sobre diseños institucionales.

Por otro lado, aunque la responsabilización es una de las dimensiones centrales de la
democracia representativa, el estatus conceptual que ha adquirido en las dos últimas déca-
das es sorprendente. esta situación contrasta fuertemente con el estatus del concepto en
períodos anteriores. en un libro clásico escrito a mediados de la década del 60, y que cons-
tituye seguramente un aporte central en la discusión sobre representación en la ciencia
Política contemporánea, Pitkin (1967, cap. 3) desarrolla una crítica devastadora a la visión
de la representación política como responsabilización, pero esa visión es la que ha prevale-
cido después del intenso debate que se produjo durante el período de formación de los
gobiernos representativos modernos (manin, 1995). La idea de que los representantes
deben ser responsabilizados por su desempeño en la ejecución de las instrucciones de sus
electores fue rechazada argumentando que el concepto de representación se refiere a
“actuar en nombre de otros”. sin embargo, la definición que asocia la representación con
la responsabilización perdura, como será discutido a continuación en el análisis que reali-
zan los cientistas políticos norteamericanos sobre su país, y que también se observa en gran
parte de la literatura de política comparada. en tal sentido, lo más grave resulta su uso mar-
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cado por la inconsistencia, en la evaluación de la calidad de las democracias de tipo pro-
porcional (consociativas o de consenso).

Los controles externos son necesarios para asegurar las democracias debido a que el
control de los gobiernos y los distintos mecanismos para evitar la tiranía son aspectos fun-
damentales del concepto moderno de democracia. así, la división de poderes reflejada en
el diseño constitucional a través del bicameralismo, la revisión judicial de las leyes y el fede-
ralismo, representan un esfuerzo para asegurar el compromiso madisoniano entre el poder
de las mayorías y el poder de las minorías (dahl, 1956, p. 4). La paradoja de la cuestión es
que cuanto más fragmentado se encuentra el poder menor es la claridad de la responsabilidad
y, consecuentemente, más limitada es la capacidad de los ciudadanos para controlar a sus gobier-
nos. La reciente relevancia que ha adoptado la cuestión de la responsabilización en los deba-
tes relativos al diseño institucional, se inscribe en una preocupación más amplia sobre la
eficiencia, a pesar de que ese esfuerzo analítico es inútil porque no tiene sentido aplicar un
concepto estrecho de responsabilización para evaluar la calidad de la democracia en países
que exhiben un diseño constitucional proporcional o consociativo (Lijphart, 1984; Powell,
2000). en este artículo presento un debate sobre la vinculación entre diseño institucional
y responsabilización. así mismo, identifico los supuestos normativos subyacentes a los aná-
lisis que se realizan sobre dicha cuestión en la literatura comparada. el potencial de respon-
sabilización varía ampliamente en función de los arreglos institucionales o, más acertada-
mente, del diseño constitucional de un país. en tanto, como argumento a lo largo de este
artículo, la responsabilización no es la única dimensión relevante para analizar un diseño
institucional, ni tampoco los hallazgos empíricos alcanzados en los estudios de política
comparada constituyen el único juicio normativo válido.

La actual agenda de investigaciones en política comparada está marcada por cuestiones
normativas no explicitadas y una de esas cuestiones es, seguramente, su sesgo normativo
mayoritario. tal sesgo se manifiesta específicamente en las contribuciones basadas en el
modelo de veto players, cuyo supuesto fundamental es que cuanto menor sea el número de
veto players, mejor será la gobernabilidad. el objetivo de analizar la discusión entre los
modelos mayoritarios y los consociativos no es presentado en este trabajo como una defen-
sa de Lijphart frente a sus críticos ni tampoco como una crítica a su trabajo, pues ambos
propósitos ya fueron objeto de profundos análisis realizados por roller (2005) y macgann
(2006). el objetivo que me propongo en este trabajo es desarrollar una crítica original
sobre el sesgo mayoritario en la política comparada, principalmente, respecto del supues-
to de concentración de la autoridad política (y su correlato claridad de la responsabilidad,
“identificabilidad” (identifyability) pre-electoral, entre otros conceptos) es una precondi-
ción para la gobernabilidad. así, cuatro consideraciones de naturaleza empírica sirven
como inspiración básica de este artículo.
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en primer lugar, hay una brecha cada vez mayor entre la práctica constitucional de las
democracias y los supuestos normativos de las visiones mayoritarias. en las últimas dos
décadas se ha producido una “revolución constitucional” marcada por la expansión global
del poder judicial (tate y valinder, 1995) y por la rápida difusión de la práctica de control
constitucional de las leyes por cortes especiales u ordinarias (Hirschl, 2004). de esa forma,
el poder judicial se ha constituido, cada vez más, como un veto player3. Incluso, en países
con diseño mayoritario, donde el Poder Judicial es poco más que una rama especializada
de la burocracia, esta definición de su rol está siendo crecientemente adoptada.

en segundo lugar, existe un interés cada vez más evidente en la utilización de concep-
tos asociados con la protección de los derechos como valor normativo, así como en los dis-
positivos para la protección de minorías y derechos humanos. La creciente judicialización
de los derechos, tiene como contrapartida institucional la creación de puntos de veto anti-
mayoritarios en el sistema político.

en tercer lugar, las democracias contemporáneas son cada vez más heterogéneas en tér-
minos sociales y étnicos. ño obstante, las propuestas de diseños institucionales que se deri-
van de los estudios de política comparada presuponen sociedades homogéneas. así, se
asume que cuanto mayor es la congruencia en la preferencia de los ciudadanos, mayor es
la posibilidad de concentrar la autoridad política y, consecuentemente, mayor es la posibi-
lidad de eficiencia en la acción de gobierno. según la visión prevaleciente en la política
comparada, una buena gobernabilidad se alcanza con la adopción de diseños instituciona-
les que maximicen la claridad de las responsabilidades y las capacidades de producir deci-
siones resolutivas, las cuales representan mecanismos para la expresión de vetos de las
minorías, los mismos que introducen o robustecen elementos proporcionales en las demo-
cracias avanzadas.

Por último, el amplio proceso de descentralización que caracterizó a las democracias,
por lo menos desde la década de los 80, representa otro mecanismo por el cual se produ-
ce una fragmentación de la autoridad política. Las cuatro consideraciones antes indicadas,
sugieren que, efectivamente, se produjo, por un lado, una separación entre los objetivos y
las propuestas de diseño institucional provenientes de la literatura de política comparada
y, por otro, las prácticas institucionales y las transformaciones ocurridas en las democracias
avanzadas.

3 ver la creciente literatura sobre el tema. alivizatos (1995), andrews y montinola (2004).



REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
125-154

MARCUS ANDRE MELO

130

3. Política comparada y teoría política normativa

Las contribuciones recientes en el área de la política comparada sobre el funcionamiento
de los sistemas políticos democráticos, han iluminado aspectos centrales vinculados con los
efectos de las instituciones. estos avances, aunque presentados como teorías libres de con-
sideraciones normativas, contienen presupuestos de esa naturaleza. sin embargo, como ha
sido señalado anteriormente, esos presupuestos son frecuentemente ignorados como tam-
bién lo son sus implicaciones normativas. esa brecha no debería causar sorpresa ya que
expresa la cada vez mayor división que se produce entre los de avances realizados a través
de la investigación empírica y por medio de los análisis de teoría política. tal separación es
aún más problemática en los trabajos sobre las llamadas nuevas democracias, en las cuales
la cuestión de la reforma institucional queda con frecuencia relacionada con los hallazgos
de las investigaciones empíricas. Las democracias son muchas veces valoradas en términos
de eficiencia política, esto es, en el sentido de producir resultados tangibles para la pobla-
ción, y también en términos de su capacidad para combinar intereses y producir decisio-
nes consistentes de naturaleza pública (diamond y morlino, 2005).

en el caso de las nuevas democracias, la conclusión típica de la política comparada en
la década de los 80, era que tales bienes tangibles no lograban producirse debido, entre
otros factores, a la persistencia del clientelismo. así, por influencia del enfoque neo-insti-
tucionalista, los análisis agregaron a su diagnóstico de las democracias, la cuestión del dise-
ño constitucional. el análisis realizado por tsebelis (2002) sobre los veto players, se ha cons-
tituido en uno de los aportes más influyentes en el campo de la ciencia política compara-
da en su intento de explicar los patrones de producción legislativa, así como los aspectos
determinantes de la estabilidad y de las transformaciones en las políticas públicas.
Innegablemente, el análisis formal de veto players contribuye significativamente al entendi-
miento de las formas, por medio de las cuales las variables institucionales afectan la capa-
cidad de los gobiernos en aprobar proposiciones legislativas y producir muchas hipótesis
comprobables en el campo de la política comparada. Las contribuciones de Haggard y
mccubbins (2001) refinan el planteamiento y utilizan un concepto similar –el número
efectivo de puntos de veto– en varias áreas sectoriales, cuestión que fue adoptada en varios
estudios de caso. Por su parte, cox y mccubbins (2001) proponen un marco analítico
general para estudiar la división de poderes –del cual el presidencialismo es una variable–
y la separación de objetivos. este último concepto está basado en la proposición madiso-
niana según la cual, al diseñar instituciones “la ambición debe contrarrestar a la ambición”
(madison, 1982 [1788], The Federalist 51, p. 337).

La separación de objetivos es ortogonal a la división de poderes, porque dicha separa-
ción puede producirse con o sin división de poderes. a partir de dicha tipología es posible
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identificar dos trade offs importantes. el primero de estos trade offs, se refiere a aquello que
los autores denominan resoluteness versus. en un sistema en que el número efectivo de acto-
res con capacidad de veto es amplio, los cambios en las políticas públicas resultan difíciles,
pero la credibilidad y, consecuentemente, la estabilidad de las políticas es alta. en otras
palabras, un sistema con mayor capacidad de decisión, posee una mayor capacidad para
hacer o implementar cambios en las políticas, pero necesariamente tendrá una menor
capacidad de resolución de los problemas y tendrá, por lo tanto, una menor capacidad de
mantener el status quo. Un modelo más resoluto debe necesariamente ser menos capaz de
alcanzar decisiones y, por lo tanto, tiene menos capacidad de decisión (decisiveness). así, se
identifican dos escenarios patológicos: la parálisis decisoria y la inestabilidad política.

el segundo trade off se refiere a la orientación pública o privada (private-regardedness)
de la política que, por su parte, es un producto de arreglos institucionales diferentes. Para
cox y mccubbins, cuanto mayor es el número efectivo de actores con capacidad de veto,
más orientada por intereses privados estará la política. de forma inversa, cuanto menor sea
el número efectivo de actores con capacidad de veto, mayores serán las probabilidades de
que la política asuma la forma de bienes públicos. Un argumento similar es presentado por
mesquita et al. (2003), para quien el tamaño de la coalición vencedora es un determinan-
te decisivo para que las políticas asuman la forma de bienes públicos. contrariamente, los
mecanismos institucionales con la tendencia a reducir el tamaño de la coalición vencedo-
ra como, por ejemplo, la representación proporcional crean incentivos para la provisión de
bienes privados. desde una perspectiva normativa, las implicancias de esos hallazgos de la
política comparada es que los actores con capacidad de veto (que incluye, por ejemplo, a
las cortes constitucionales y los gobiernos subnacionales) tienen efectos perversos. cox y
mccubbins sostienen que

[…] varias contribuciones de la investigación comparativa argumentan que dividir o separar
el poder –generando puntos de veto en la estructura del estado– puede llevar a indecisiveness.
cuando los gobiernos divididos surgen, como frecuentemente ocurre en los estados Unidos
y en Latinoamérica, se señala que se instala un síndrome de malos efectos (2001, p. 29).

entre tales efectos están los conflictos interinstitucionales, el unilateralismo, diversas for-
mas de parálisis institucional, comportamientos rentistas y oportunistas, clientelismo y
déficit presupuestarios (las implicaciones más generales de esos objetos serán discutidos en
secciones subsiguientes).

en aquello que se acordó denominar la filosofía pública americana, existe una tradi-
ción enraizada que considera a los checks and balances como una salvaguarda contra la tira-
nía. como dahl señala,
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[…] a pesar de sus defectos de lógica, definición y utilidad científica, la ideología madisonia-
na continúa siendo uno de los estilos de pensamiento más relevante y profundamente arrai-
gado que podría identificarse como americano (1956, p. 30)4

en tanto, la agenda de la llamada ciencia política positivista ha estado marcada desde hace
varias décadas por la preocupación sobre los efectos negativos de la división de poderes.
Períodos prolongados de gobierno dividido en los estados Unidos, llevaron a dos generacio-
nes de investigadores a preocuparse por los efectos negativos de la división de poderes, así
como a estudiar las consecuencias de dicha situación sobre la formulación de políticas, por
lo que muchos conceptos fueron propuestos a partir del análisis formal y/o empírico5. así,
la agenda de investigación de la ciencia política norteamericana ha tendido a valorizar fuer-
temente la idea de “la capacidad de decisión” de los gobiernos. atributo fundamentalmen-
te asociado con gobiernos de un sólo partido, que cuentan típicamente con una mayoría
simple (plurality) de electores y/o de bancas en el poder legislativo –del que reciben un man-
dato para ejecutar cambios en las políticas–. La responsabilización sería alcanzada a través
de la alternancia en el poder de los partidos políticos responsables. como señala Powell,

[…] La idea de mandatos para formular políticas ha sido ampliamente difundida por los
cientistas políticos norteamericanos, los cuales se han visto frustrados con la franqueza de sus
partidos políticos y con la difusión general del poder en su gobierno (2000, pp. 69-70).

La agenda de la política comparada está marcada por la agenda política de los estados
Unidos. el famoso postulado que señala el gobierno de los partidos políticos responsables,
preparado por un comité ad hoc de la asociación americana de ciencia política y liderado
por e. e. schattsneider (american Political science association committee on Political
Parties, 1950) es la pieza canónica de esa visión, de forma que la disciplina resulta fuerte-
mente marcada por su evaluación sobre la calidad de la democracia. La apelación norma-
tiva era, por lo tanto, relativa a la concentración de la autoridad política, en este caso, en

4 dahl crítica a madison porque considera que la mayoría de sus afirmaciones no se sustentan empíricamen-
te. Por otro lado, argumenta que la resiliencia histórica del madisonianismo se debe al papel que cumplió a
lo largo de la historia. “durante la elaboración de la constitución, el estilo madisoniano de argumentación
proveía de una ideología persuasiva y satisfactoria para las minorías que detentaban riquezas, estatus y poder,
las cuales temían a sus enemigos más importantes –los artesanos y agricultores de menor riqueza, estatus y
poder–, quienes se consideraba constituían la ‘mayoría popular’. Hoy, en tanto, parece probable que, por
razones explicables históricamente, un número preponderante de nativos americanos, se consideren ellos
mismos, por lo menos parte del tiempo, miembros de una o más minorías –minorías, en tanto, sus objeti-
vos puedan verse amenazados si la autoridad constitucional constituida fuera legalmente ilimitada–” (1956,
p. 30). escrito en la década de 1959, esta explicación se vuelve aún más insinuante si se considera en la
actualidad.

5 dentro de ellos, podemos citar, por ejemplo, los deadlock, gridlock y stalemate.
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los partidos responsables que pueden ser responsabilizados en las urnas por su desempeño.
recientemente, este planteamiento normativo fue reiterado por sundquist y fiorina.
sundquist (1992, p. 12), que reconstituye –desde Woodrow– el debate norteamericano
sobre los efectos perversos del diseño institucional que sostiene la división de poderes,
señala que “las expresiones stalemate y deadlock –o en su última variante, gridlock– son un
tema recurrente en la crítica de los reformistas”. fiorina, por su parte, afirma que “el fede-
ralismo, la división de poderes, checks and balances –instituciones fundamentales de los
estados Unidos– operan para inhibir la coherencia y hacer difusa la responsabilidad en la
acción de los gobiernos (2002, p. 521).

aún cuando la línea de investigación anteriormente referida es positivista muchos de
los analistas implicados no lo son6 strom (2003) es uno de los analistas más prudentes en
la presentación de sus conclusiones y señala la presencia de trade offs normativos. el autor
argumenta que los sistemas de división de poderes son mejores en términos de transparen-
cia de los gobiernos y en el control del riesgo moral (moral hazard) de los representantes,
mientras que los regímenes parlamentaristas, en particular los modelos tipo Westminster,
lo son en términos del control de los problemas resultantes de la selección adversa (adver-
se selection) en la elección de los candidatos. eso ocurre porque en este último caso los par-
tidos políticos tienen más incentivos para ejercer un mayor control en el reclutamiento. en
conclusión, la “democracia parlamentarista es más eficiente, pero frecuentemente presen-
ta fallas en términos de transparencia” (strom, 2003, p. 56). Los partidos más fuertes e ins-
titucionalizados incurren en una mayor pérdida política en los casos de desvíos de repre-
sentantes, pero tienen muy pocos incentivos para ejercer un control horizontal sobre el
ejecutivo. Por su parte, los sistemas de división de poderes presentan incentivos para gene-
rar una mayor transparencia, porque existe una competencia entre los agentes (ejecutivo
y Legislativo) para responder a las demandas de sus “principales” o mandatarios. dichos
trade offs deben ser evaluados en función de los valores normativos y de la naturaleza de la
sociedad (strom, 2003, p. 97; Persson, roland e tabellini, 1997).

tal como se ha señalado, pocos analistas siguen a strom en la explicitación de las valo-
raciones normativas involucradas en sus argumentos y presentan sus conclusiones de forma
acrítica.7 en este sentido, es útil el programa de investigación de stepan sobre la democra-
cia y el diseño institucional comparado. Por ello, a lo largo de este artículo recurriré a sus
textos como ilustración del argumento principal. stepan (2001) es bastante crítico del fun-

6 Hay excepciones importantes. Levy y spiller (1996) discuten veto players en una clave positivista. en su aná-
lisis, la capacidad de veto representa un instrumento de pre-compromiso (precommitment) que permite
superar problemas de oportunismo. de la misma forma, la literatura sobre el federalismo como promotor
de mercados llega a la misma conclusión (ver Weingast, 1995).

7 Una importante excepción es ackerman (2000), quien analiza el nexo entre diseño institucional y aspectos
normativos.
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cionamiento de varias democracias que tienen una organización federal, porque considera
que restringen la voluntad mayoritaria de sus ciudadanos (demos-constraining, en su termi-
nología). así, utilizando un índice de desigualdad de la representación, stepan crítica el
poder que tienen las unidades subnacionales sobre la decisión e implementación de políti-
cas públicas. Por otro lado, argumenta que “el principio de igual representación de los esta-
dos en la cámara alta no es democráticamente necesaria (democratically necessary)” (1999,
p. 25). ese tipo de argumento está fuertemente alejado de la práctica democrática en mu-
chos países –y también de los debates que se desarrollan en la teoría democrática– y refle-
jan el sesgo mayoritario que caracteriza, en la actualidad, a una parte importante de la polí-
tica comparada.8 actualmente, la investigación empírica realizada sobre américa Latina
tiende a orientarse al análisis de los factores institucionales que comprometen la goberna-
bilidad política de la región.9 como resultado de estas características, muchos países ten-
drían dificultades en garantizar el surgimiento de coaliciones estables e implementar el
mandato concedido por los electores. brasil, ecuador, argentina son descritos como casos
extremos de sistemas políticos fragmentados debido a la existencia de muchos puntos de
veto (ames, 2002b; Levitsky y murillo, 2005).

Para ames (2002a), brasil es una democracia bloqueada (deadlocked democracy).10 Un
sistema de partidos fragmentado produce coaliciones post-electorales volátiles, las cuales
no garantizan una base de sustento estable para el ejecutivo. Los parlamentarios deman-
dan políticas clientelistas para sus bases de apoyo electoral, produciéndose un escenario de
“balcanización” del estado. ames concluye que la calidad de la democracia es baja, ya que
los gobiernos no pueden ser responsabilizados por estos comportamientos debido a la mul-
tiplicidad de actores de veto. Para el autor, los defectos del diseño institucional –represen-
tación proporcional con lista abierta, federalismo, presidencialismo y revisión judicial–
generan una baja capacidad de responsabilización. tal como será discutido más adelante,

8 La investigación comparada sobre los países africanos parece sufrir menos del sesgo mayoritario. en esos tra-
bajos, se observa una escasa referencia a los efectos que la excesiva dispersión de poder, generada por las
reglas institucionales, puede producir sobre el nivel de fragmentación. en ese sentido, se sugiere la revisión
del caso sudafricano que realizan cranenburgh y Kopeck (2004) donde, por el contrario, la dispersión es
vista como precondición para la gobernabilidad, dada la heterogeneidad social y étnica. Humphreys y bates
prueban, en realidad, la hipótesis contraria a lo que la literatura predice, a saber “que cuanto mayores son
los puntos de veto en la estructura de gobierno, mayor será la posibilidad de los gobiernos de producir bien-
es públicos” (2005, p. 2).

9 Para una revisión del tema, ver carol y shugart (2006).
10 el título del libro de ames del original en inglés The deadlock of democracy in Brazil. Krebiehl (1998) traza

la genealogía de ese concepto y sus similares como gridlock. este último término se originó en 1980 para
describir el peor escenario de tráfico en ñueva York, cuando las líneas fijaban atrapadas en todas las direc-
ciones. burns (1963), en el inicio de la década de 1960, ya demostraba insatisfacción con el funcionamien-
to de la democracia norteamericana debido a la dispersión de poder y a la fragilidad de los partidos políti-
cos, en el libro denominado The deadlock of democracy. Para la revisión histórica de dicho argumento, cf.
sundquist (1992).
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estos son atributos esenciales de los diseños constitucionales proporcionales y como, fue
señalado anteriormente, ese argumento fue aplicado para el análisis del sistema político
norteamericano. La visión prevaleciente en la ciencia Política norteamericana es que dicho
sistema se encuentra paralizado, a partir de ello, es previsible la extensión de ese argumen-
to a toda américa Latina.

muchas veces los diagnósticos sobre la ineficiencia política o las patologías institucio-
nales suelen basarse en conceptos e instrumentos anclados en valores normativos que son
inconsistentes con la ingeniería institucional de un país. aún más importante en tales diag-
nósticos se basan en propuestas de reforma política. Las conclusiones normativas de esos
diagnósticos deben ser analizadas cuidadosamente, ya que están marcadas por un sesgo
mayoritario, por subsumir otros valores normativos y por ignorar la conformación social
de un país.

4. Modelos mayoritarios y proporcionales: supuestos normativos

La responsabilización ocupa un lugar privilegiado en el ideal mayoritario de diseño insti-
tucional, pero no ocurre lo mismo con el ideario proporcionalista. dicha situación se pro-
duce debido al rol que desempeñan las elecciones en la estructura conceptual de esos mo-
delos. en los gobiernos representativos modernos, el momento estructurante del contrato,
entre ciudadanos y representantes, es el de las elecciones. ño obstante, las expectativas en
torno a ellas varían en los dos modelos normativos, tal como es discutido en forma siste-
mática a continuación.

La discrepancia entre las bases normativas de los modelos normativos, mayoritario y
proporcionalista, no es una cuestión nueva en la ciencia Política. muchos de los debates
iniciados sobre la representación proporcional ilustran bien esta afirmación. sin embargo,
los debates actuales sobre multicultarismo, han actualizado las ventajas y desventajas rela-
tivas al “mayoritarismo” como principio político. La crítica multiculturalista se orienta a
indicar los problemas que tiene para garantizar la diversidad de los valores existentes en las
sociedades. dado que este artículo se propone analizar el vínculo entre el diseño institu-
cional y la responsabilización, muchos aspectos de la discrepancia entre estos dos modelos
no serán explorados. el trabajo pionero de Lijphart explora las características instituciona-
les de los modelos mayoritario o de Westminster y lo contrasta con el modelo consensual
o consociativo.11 en primer lugar, es válido enfatizar que el mayoritarismo como regla de
la mayoría es un principio democrático básico y, por lo tanto, constitutivo de la democra-

11 La tipología de Lijphart ha sido objeto de muchas críticas que, en el espacio reducido de este artículo, no
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cia. dicho principio permite distinguir entre democracias y no democracias. ño es nece-
sario reiterar en este punto que, como tal, ello está presente en ambos modelos.

el punto básico distintivo de los modelos proporcionales es que su ideal normativo está
encapsulado en la idea de que las preferencias del mayor número de personas deberían que-
dar reflejadas en el proceso político. en otras palabras, el gobierno debe ser responsable no
ante una mayoría, sino ante el mayor número de personas posibles (Lijphart, 1984, p. 4).
así, el requisito de la mayoría es considerado apenas como un requisito mínimo. La visión
proporcionalista, en la terminología de Powell, afirma que las reglas institucionales deben
promover la participación y la ampliación de las mayorías. en contraste, el ideal mayori-
tario busca asegurarse que la voluntad de la mayoría prevalezca sobre las minorías. en ese
sentido, el mayoritarismo representa un ideal y no es apenas una regla electoral o un méto-
do de agregación de intereses. tal como señala shugart (2001) el término es ambiguo, aún
en el sentido electoral más restringido. Implícitamente se asume que el sistema representa
a una mayoría de votantes, pero en la práctica este principio es violado, porque en los sis-
temas mayoritarios lo que se requiere es una mayoría relativa para ocupar las bancas parla-
mentarias. de hecho, los datos revelan que las mayorías parlamentarias en gobiernos de un
sólo partido típicamente se sustentan en las mayores minorías, frecuentemente dentro de
un intervalo entre el 38% y el 45% (Idem, p. 30).

Powell (2000) recurre a una terminología similar en su análisis de los sistemas mayori-
tarios y proporcionales. en tanto, el autor está fundamentalmente interesado en la distin-
ción normativa entre los dos y cómo la variación del diseño institucional influencia el
potencial de responsabilización electoral (electoral accountability). Para este autor, el ideal
mayoritario de la concentración de poder en pocos agentes es un pre-requisito para el ejer-
cicio del control ciudadano. eso se debe fundamentalmente a la necesidad de concentrar
poder para garantizar la claridad de las responsabilidades. en el modelo mayoritario, el
objeto de la responsabilización son los tomadores de decisiones autoritativas que ocupan
posiciones de gobierno (en contraste, por ejemplo, con los agentes que no ocupan posicio-
nes de gobierno, pero que se ocupan de negociar acuerdos en aquellas políticas que afec-
tan a sus bases electorales. en otras palabras, actúan buscando el mejor interés de sus repre-
sentados). Por el contrario, la dispersión de poder implica que el proceso de formulación
de políticas (policymaking) sea el resultado de negociaciones y acuerdos poselectorales los
cuales se dan en el ámbito de la coalición vencedora. La responsabilidad difusa resultante

pueden ser analizadas. ver, en este sentido, gerring, thacker y moreno (en prensa). mcgann y Latner
(2006) argumentan que muchos de los países clasificados como consensuales (Holanda, suecia, etc.) son,
en la realidad, casos donde se encuentran las formas más puras de utilización de la regla de la mayoría y no
se observan prácticamente ninguno de los checks and balances constitucionales. estos autores también con-
cuerdan con la idea que plantea que los gobiernos con muchos puntos de veto –como los gobiernos de coa-
lición– generan flexibilidad en las políticas en lugar de inmovilismo.
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dificulta el voto retrospectivo (retrospective vote) para la responsabilización. La visión
mayoritaria supone el objetivo de control democrático ex post y no el de influencia sobre
el proceso decisorio, como es el caso de la visión proporcional, la cual también está asocia-
da a la idea de representación como investidura de un mandato. desde la visión consocia-
tiva, los ciudadanos ejercen, durante el proceso electoral, el control de aprobar propuestas
de los candidatos a ocupar cargos en el gobierno. durante las elecciones, tales candidatos
reciben un mandato para implementar las preferencias electorales de los votantes.

si se considera la dimensión temporal, dos visiones del proceso electoral pueden ser
identificadas. La primera, se caracteriza porque los ciudadanos votan en función del des-
empeño de sus gobernantes, es decir, castigando o premiándolos a través de un voto retros-
pectivo. desde una visión alternativa el control es ejercido al elegir a los candidatos con un
voto prospectivo. a pesar del contraste que existe entre las dimensiones temporales que
envuelve la evaluación, en rigor, ambas visiones –asociadas a los mecanismos electorales de
responsabilización por desempeño y de mandato– son consistentes con el ideal mayorita-
rio, aunque la idea de mandato refleja más claramente el ideal mayoritario en su formula-
ción originaria (pre-rikeriana). así mismo, ambas visiones exigen la concentración de la
autoridad política para su plena efectividad. ño obstante, la primera de ellas es mayorita-
ria y sus fundamentos fueron expuestos por riker (1983). en ella, el papel del electorado
se reduce a ejercer un “veto popular” hacia los gobernantes por su mal desempeño. como
argumenta riker, dicho argumento es consistente con la teoría de escuela de la elección
social (social choice theory) en términos de que no se identifica en las elecciones ninguna
posibilidad de expresión de intereses generales, que siguiendo la teoría serían imposibles de
ser relevadas por cualquier mecanismo de agregación de preferencias individuales. como
será discutido más adelante, es evidente que esta concepción apenas tiene sentido en un
contexto institucional específico.

Por su parte, en el ideal proporcional (o consociativo en el lenguaje utilizado por
Lijphart), la representación y las elecciones son concebidas de una forma muy distinta. La
dispersión de la autoridad política es vista como una precondición para la representación
efectiva de intereses sociales variados, debido a que el objetivo básico es aumentar la influen-
cia de los ciudadanos sobre el gobierno. dado que el poder está fragmentado, la represen-
tación asume la forma de representación autorizada, como vehículo para la expresión de los
intereses del electorado en el proceso de gobierno. a diferencia de lo que plantea el ideal
mayoritario, el electorado no premia ni castiga a los ocupantes de cargos públicos por su
desempeño. Por el contrario, los mismos son elegidos con la expectativa de que van a actuar
buscando el mejor interés de parcelas del electorado. ño son responsabilizados por los resul-
tados que se producen en el gobierno, sino por su capacidad de influenciar en el gobierno,
aún cuando están fuera del mismo. Los representantes son delegados o agentes de los ciu-
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dadanos, quienes consideran que estos actúan tal como ellos mismos lo harían (Pitkin,
1967; manin, Przeworski y stokes, 1999). el ideal de fragmentación de la autoridad polí-
tica asume que los ciudadanos tienen preferencias heterogéneas y que el ideal democrático
se realiza cuando esa heterogeneidad se refleja en la toma de decisiones públicas.

entre los dos ideales normativos (mayoritario y consociativo) pueden identificarse una
serie de distinciones más específicas. en primer lugar, la visión de la dispersión del poder
confiere gran importancia a las minorías, ya que atribuye un papel importante a la oposi-
ción en el proceso de gobierno. se espera, entonces, que los intereses de múltiples grupos
sean representados y no sólo los intereses de la mayoría que gobierna. en segundo lugar, se
espera que el representante cuente con un marco de discreción y autonomía en la toma de
decisiones. a diferencia de lo planteado por la visión mayoritaria, donde se espera que los
representantes ejecuten instrucciones dadas por los electores y sean responsabilizados por
las mismas. ambas concepciones de representación política son, por lo tanto, subyacentes
a los ideales normativos discutidos anteriormente. el ideal de concentración de poder pre-
supone una concepción de responsabilización (accountability view) en la terminología de
Pitkin, en la cual no se espera ningún grado de autonomía del representante. Para esta
autora, “la concepción de representación como responsabilización (accountability view) es
una hipótesis práctica o empírica disfrazada de concepción teórica” (1967, p. 55). en
defensa de una visión de representación que presupone actuar sustantivamente en nombre
de otro, Pitkin argumenta que “la concepción de representación como responsabilización
(accountability view) no nos dice nada sobre lo que ocurre durante la representación, sobre
como un representante debería actuar, lo que se espera que haga o cómo juzgar esa repre-
sentación como buena o mala” (Idem, p. 58).

es importante señalar que en la concepción de responsabilización subsisten visiones
mayoritarias pre-schumpeterianas, las cuales asumían frecuentemente que existen intereses
colectivos de los ciudadanos y que los mismos además pueden ser identificados. Las cues-
tiones asociadas a la agregación de intereses individuales en una función de bienestar social
(tendencias a “ciclicidad” de preferencias, existencia de mayorías distintas según el área en
discusión, entre otros) no eran problematizadas. en tanto, en las discusiones de diseño ins-
titucional habituales en la literatura de política comparada, existe una visión implícita de
que los ciudadanos van a sancionar o recompensar a los representantes que ocupan actual-
mente los cargos (incumbents), sin que se haga ningún juicio normativo sobre la existencia
de un interés público o colectivo. La democracia es entendida como un mecanismo com-
petitivo schumpeteriano por medio del cual las élites adquieren (o no) el apoyo del electo-
rado para sus propuestas políticas. Por lo tanto, la concepción de representación como res-
ponsabilización no requiere de una noción de interés colectivo.

Para que las elecciones cumplan el papel de instrumentos de la democracia es necesa-
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rio que los incentivos asociados al voto retrospectivo, y usados por el electorado, sean ins-
titucionalizados (Powell, 2000; mcdonald y budge, 2005). en otras palabras, se espera
que los titulares actuales de los cargos (incumbents), anticipando la posibilidad de sanción,
orienten su comportamiento en el sentido de las preferencias del electorado. La teoría de
la elección social (social choice) ilumina sobre los problemas de identificación de un con-
junto de políticas que reflejen las preferencias de los electores. Independientemente, de la
congruencia entre este conjunto de políticas y las preferencias sociales, el proceso tiene ini-
cio en la movilización del electorado por las élites políticas. Los partidos políticos cumplen
un papel fundamental en ese proceso al permitir la elección de “tipos políticos” por los ciu-
dadanos. como mecanismo de reducción de los costos de transacción, los partidos pro-
porcionan una “etiqueta” para los electores.

al seleccionar representantes potenciales, el electorado confiere un mandato basado en
sus expectativas sobre los resultados de las políticas. Por otro lado, cuando seleccionan titu-
lares actuales de los cargos (incumbents), los electores los responsabilizan por su desempe-
ño. todo lo que los electores necesitan para apartar a los representantes actuales que hayan
tenido un bajo desempeño es saber quién es el responsable y eso depende de la claridad de
la responsabilidad asignada. Para que tal claridad sea asegurada existen dos pre-requisitos
esenciales. Primero, la capacidad para identificar12 a los gobiernos futuros, en la expresión
de Powell (2002) –los ciudadanos deben estar en condiciones de identificar, en el momen-
to de las elecciones, quién conformará el gobierno–. si ellos no esperan que su voto afec-
te la formación del gobierno, no tienen ningún incentivo para votar estratégicamente.
segundo, el partido o la coalición vencedora deberá conformar el gobierno e implementar
las políticas anunciadas en su programa. el impacto del comportamiento del elector será
fuertemente afectado si las reglas constitucionales imponen la necesidad de que un parti-
do o una coalición se alíen y realicen acuerdos poselectorales, o bien, hacen que se requie-
ra de una interacción con otros actores institucionales con capacidad de veto.

mientras que la responsabilización (en este caso el voto retrospectivo) y los mandatos
son fundamentales para el modelo mayoritario, el principio constitutivo del modelo pro-
porcional es su capacidad de inclusión (inclusiviness) en el proceso de gobierno. en dicho
modelo, la responsabilización, en sentido restringido, y el mandato no cumplen papel
alguno, puesto que lo que está efectivamente en juego es la congruencia representacional
entre intereses sociales y el ejercicio del poder político. a través de la representación pro-
porcional, los gobiernos pueden traducir, en términos de políticas de gobierno, la diversi-
dad de intereses sociales, según cada cuestión o dimensión específica de la política. como
Powell y vanberg (2000) demostraron, los sistemas proporcionales aseguran más con-

12 el concepto de identifiability ha sido traducido como la capacidad de identificar. Para una ampliación ver
shugart (2001) y Powell (2000).
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gruencia representacional que los modelos mayoritarios.13 en otras palabras, las políticas
públicas en sistemas proporcionales mantienen una mayor consistencia con las preferen-
cias del elector mediano. en la introducción de este artículo, me referí a esta congruencia
como un valor democrático crucial que no es considerado de forma adecuada por las con-
cepciones mayoritarias de responsabilización (Powell, 2005). La insistencia en la cuestión
de la claridad de la responsabilidad como precondición para la existencia de gobiernos “res-
ponsabilizables” lleva a gran parte de la literatura de política comparada a no considerar
dicha congruencia como un valor normativo importante y como un mecanismo indirecto
de accountability. La congruencia representacional expresa un mecanismo macro-social de
responsabilización, debido a que permite alinear las preferencias –no, como suele ocurrir
entre la “mayor minoría” y el gobierno sino entre el gobierno y el conjunto de los repre-
sentantes el elector mediano–. en tanto, este concepto debe ser calificado pues es vulnera-
ble a, por lo menos, una crítica significativa. esa congruencia sólo tiene sentido si la agen-
da política fuera unidimensional. si dicha agenda fuera multidimensional, sabemos desde
arrow, que no existe ningún mecanismo de agregación de preferencias que resulte en una
elección social óptima. como ha sido utilizado por Powell y vanberg, el concepto se refie-
re al continuum izquierda-derecha, y apenas se sustenta en cuanto a este último sentido.
Por lo tanto, existe una dimensión importante que es capturada y que se refiere a la legiti-
midad de las decisiones. en otras palabras, una congruencia en términos ideológicos que a
su vez está asociada a una cierta legitimidad de los gobernantes.

5. Elecciones constitucionales y modelos de democracia

La reciente investigación neo-institucionalista ha insistido en que las instituciones son
endógenas –es decir, son escogidas por los actores participantes del juego político por sus
consecuencias redistributivas– o pueden ser también, y no sorprende, resultado no antici-
pado de elecciones aleatorias o de mimesis. a partir de ello, es razonable suponer que en
la mayor parte de los casos dichas instituciones son el resultado de acuerdos que reflejan el
equilibrio entre los jugadores.14 así, cualquier evaluación sobre la calidad de la democracia
de un determinado país debe considerar en qué medida los arreglos institucionales podrí-
an funcionar en función de las preferencias sociales existentes y su distribución. este punto
frecuentemente es dejado de lado en la literatura de política comparada y sus consecuen-
cias para el análisis normativo son previsibles. finalmente, debe considerarse que la articu-

13 Para una discusión detallada de tal cuestión, ver mcdonald y budge (2005).
14 me refiero al equilibrio en el sentido en que ese término es utilizado en microeconomía o en la teoría de los

juegos –equilibrio que puede ser ineficiente o subóptimo–.
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lación de dicho problema con el sesgo mayoritario de los estudios de política comparada,
el análisis se torna bastante problemático.

dos tipos de reglas institucionales son fundamentales para entender la visión normati-
va que caracteriza a los diseños constitucionales: las reglas que gobiernan la representación
y las que especifican el proceso decisorio. Las reglas electorales son decisivas en la determi-
nación de cómo las mayorías legislativas se forman –parte esencial del diseño mayoritario–
y del grado de inclusividad del sistema de representación algo que, por su parte, es funda-
mental para la concepción proporcionalista–. Por otro lado, las reglas constitucionales defi-
nen también el grado de concentración de los poderes en relación con las decisiones de
política. como demuestra Lijphart (1984, 1999), en los países con diseño constitucional
mayoritario existe una fuerte concentración de esos poderes.

como fue discutido ampliamente en la literatura sobre el tema, las reglas electorales
tienen una importante capacidad para predecir el número efectivo de partidos políticos y
del umbral electoral (la cantidad mínima de votos para que un partido político obtenga
representación). el análisis empírico revela que los sistemas electorales pueden construir
mayorías legislativas manufacturadas (es decir institucionalmente creadas). Los gobiernos
mayoritarios de un sólo partido son poco frecuentes y son los gobiernos de mayoría rela-
tiva los que más se observan. de esa forma, las reglas constitucionales expresan un trade off
entre representatividad y gobernabilidad. reglas más representativas (inclusivas), como las
vigentes en sistemas proporcionales multinominales, con una alta magnitud de distritos y
bajos umbrales electorales permiten una representación más inclusiva y generan un multi-
partidismo. en tanto, esa participación ampliada produce ceteris paribus mayores costos
políticos de transacción. como contrapartida, las reglas típicas de los sistemas mayorita-
rios –distrito uninominal y fórmula first past the post– reducen la representación de mino-
rías, o son menos los grupos representados, aún cuando generen una mayor eficiencia
gubernamental, debido a que facilitan la formación de mayorías.

el diseño constitucional implica también un trade-off que se produce entre arreglos ins-
titucionales que permiten la elección de un futuro gobierno, previo a la realización de las
elecciones, y de partidos predominantes luego de realizadas las elecciones (shugart, 2001, p.
29). ese trade off consiste, fundamentalmente, en una elección que se da, por un lado,
entre la capacidad de identificar a los candidatos y las políticas (identificabilidad) y la cla-
ridad de la responsabilidad y, por el otro, entre representatividad y congruencia en la repre-
sentación. cuando la identificabilidad es maximizada, los ciudadanos cuentan con una
amplia gama de partidos que representan distintas dimensiones relevantes pero, como con-
trapartida, los gobiernos probablemente sólo se formen a través de negociaciones y acuer-
dos poselectorales, de forma que queda comprometida la capacidad de identificar (identi-
ficabilidad) a los gobernantes futuros (Idem, pp. 29-30). Los diseños mayoritarios, al ofre-
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cer a los electores una clara elección sobre las alternativas que se presentan para conformar
el futuro gobierno, permiten una mayor identificabilidad en el sistema electoral posibili-
tando así, que el elector realice su elección.15 tal como fue señalado anteriormente, la iden-
tificabilidad es uno de los pre-requisitos que tiene el modelo de responsabilización propia
del ideal mayoritario. a partir de la misma, existe una claridad en la responsabilidad que
posibilita que los ciudadanos sancionen o recompensen a los gobiernos de acuerdo con su
desempeño.16

alcanzar los mayores niveles de claridad en la responsabilidad de los gobernantes, tiene
un alto costo. Los sistemas mayoritarios del tipo de Westminster exhiben un déficit demo-
crático que se produce por el hecho de que las mayorías, en realidad, son “mayores mino-
rías”, o incluso, casos de “ganador errado”, los cuales se producen cuando las reglas electo-
rales producen mayorías legislativas para partidos que no hayan obtenido una mayoría de
votos. tales patologías extremas, sistemas con pocos puntos de veto, concentran los pode-
res de agenda en el ejecutivo y, por lo tanto, son más susceptibles a presentar desvíos entre
las políticas de gobierno y las preferencias de los ciudadanos. en sistemas mayoritarios, los
gabinetes utilizan su poder de agenda para aprobar políticas que no son congruentes con
las preferencias del elector mediano. esto ocurre sobre todo en situaciones estratégicas en
que, en el lenguaje de la teoría de los juegos, el “punto de reversión” de la política –o sea,
el status quo– es rechazado por el elector mediano (strom, 2003, pp. 81-83).

Las reglas que disciplinan el proceso de aprobación e implementación de las políticas
públicas especifican que el poder de proponer y aprobar las políticas está distribuido entre
el poder ejecutivo, Legislativo y Judicial (separación horizontal de poderes), entre los nive-
les de gobierno (separación vertical de poderes) y también al interior del poder legislativo.
Los sistemas políticos de diseño típicamente mayoritario poseen reglas que incentivan la

15 dicha cuestión, en realidad, sólo ocurre si existen alternativas viables, lo que en la práctica real, no siempre
ocurre.

16 con los efectos de la magnitud del distrito, algunos analistas argumentan que cuanto más baja resulte,
menor será el potencial de responsabilización de los gobernantes, con el consecuente incremento en la
extracción de rentas públicas. en tanto, otros analistas sostienen exactamente lo contrario indicando que
cuanto mayor la magnitud del distrito, menor la extracción de rentas por parte de los gobernantes (Persson,
roland y tabellini, 2003, pp. 9-21). en tal sentido, estos autores argumentan que dicha situación se pro-
duce porque las barreras de entrada de nuevos candidatos o partidos son más bajas, generándose así una
situación oligopólica o monopólica en el mercado político. en ese modelo, partidos y candidatos varían
esencialmente en dos dimensiones: la ideológica y las relativas a la honestidad intrínseca. Los ciudadanos,
en general, prefieren candidatos honestos pero difieren en relación con la ideología. así, titulares actuales
de los cargos con comportamientos deshonestos, pueden permanecer en el poder si los electores que tienen
sus mismas preferencias ideológicas no pueden identificar un candidato honesto como sustituto. en distri-
tos de baja magnitud, la probabilidad de que se dé esa situación es mucho mayor. Para analizar el efecto de
las reglas electorales sobre la corrupción y la responsabilización, ver adserá, boix y Page (2003). en este últi-
mo trabajo, la variable central en la capacidad de responsabilización no tiene nada que ver con el diseño ins-
titucional, sino que se refiere al acceso a la información.
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formación de gobiernos mayoritarios, tienen gobiernos unificados (parlamentarios), son
unitarios y no realizan revisión judicial de las leyes. así mismo, en la arena legislativa, poco
o ningún poder es conferido a la oposición y las comisiones legislativas son débiles.17 Por
otro lado, los gobiernos controlan la agenda legislativa y se restringe el poder de enmien-
da de las comisiones (doering, 1995).

Por su parte, los sistemas políticos de diseño proporcional se caracterizan por presen-
tar legislativos descentralizados –muchas veces bicamerales–, comisiones legislativas fuer-
tes y, además, garantizar un papel activo a la oposición –reservándole la presidencia de las
comisiones–, entre otros. en estos sistemas, los gobiernos subnacionales son fuertes debi-
do a que prevalece el federalismo. así mismo, ocupa un lugar importante en los sistemas
proporcionales el control de constitucionalidad de las leyes, así como se introducen fre-
cuentemente mecanismos consociativos e incluyen actores sociales e institucionales varia-
dos (intereses organizados de trabajo y capital o gobernadores). además de los mecanismos
anteriormente citados, estos sistemas se caracterizan por la existencia de instituciones anti-
mayoritarias, tales como agencias reguladoras independientes, constituciones escritas y
también bancos centrales independientes. existen fuertes mecanismos para mantener esta-
ble la constitución –exigencias de ratificación, secuencialidad (que la reforma sea propues-
ta en una legislatura y aprobada por la otra) y amplias mayorías especiales para realizar las
enmiendas–. entre estos, el atributo más explícitamente antimayoritario es el requisito de
las amplias mayorías especiales. el alto grado de autonomía y los poderes previstos para el
poder judicial, las agencias reguladoras y los bancos centrales, así como la delegación legis-
lativa implícita van claramente contra el principio básico del modelo de responsabilización
mayoritario.18

6. Calidad de la democracia y elección constitucional

cuando muchas cuestiones son fijadas constitucionalmente, el resultado es profundamente
anti-democrático debido a que dichas cuestiones no pueden ser decididas por mayorías simples
(stepan, 1999, p.29, cursivas del autor).

17 Para un índice comparativo de influencia de la oposición, ver a strom (1990).
18 en este caso, el concepto de mandato no es aplicable. Las agencias independientes están más próximas a los

delegados, por lo cual se espera que haya un mejor interés en los representados. Los mandatos no tienen
sentido en un contexto caracterizado por la información asimétrica entre ciudadanos o políticos y regula-
dores (majone, 1999; Levy y spiller, 1996). el control procedimental es la única alternativa (mccubbinsye
schwartz, 1984).
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en este punto, es posible retomar la discusión anterior sobre las decisiones constituciona-
les puesto que referirse a la concentración y la dispersión de la autoridad política es, en
definitiva, referirse a la calidad de la democracia. debido a que el número de puntos de
veto en los sistemas o modelos proporcionales es elevado, la capacidad de alcanzar las deci-
siones y aprobarlas (decisiveness) queda comprometida y la capacidad de mantener una
decisión tomada (resolutiveness) debilitada. cox y mccubbins analizan este dilema de la si-
guiente forma:

Los sistemas políticos que combinan una división institucional de la autoridad en la toma
de decisiones con una división de objetivos tienden a la indecisión, están propensos a pulve-
rizar la política pública o ambas cosas. Las divisiones institucionales de poder pueden ser el
resultado, entre otros, de la adopción de una forma presidencialista de gobierno, del bicame-
ralismo, el federalismo, el control de constitucionalidad de las leyes. Por su parte, la división
política del poder puede resultar de la diversidad inherente de opiniones en una nación, o
de los incentivos dados por los sistemas electorales para agregar esos intereses en unas pocas
o muchas organizaciones políticas. algunos sistemas electorales incentivan la formación de
pocos partidos jerárquicos, cuyos líderes internalicen los costos y los beneficios de las políti-
cas públicas, tal como afectan a grupos amplios de la población. ótros sistemas, por su parte,
terminan generando un número elevado de partidos o de partidos descentralizados (faccio-
sos o atomizados) (2001, p. 46).

algunos autores examinan el nivel de responsabilización existente en una sociedad a partir
de la existencia (o no) de controles externos institucionales (checks) y puntos de veto.
Przeworski (2001) critica el argumento de que las democracias latinoamericanas no tienen
control sobre los ejecutivos, contrastando el número de puntos de veto en brasil y el reino
Unido. Para el autor, dado que los puntos de veto son más numerosos en brasil no sería
preciso utilizar el concepto de democracia delegativa ni la noción de debilidad de la res-
ponsabilización horizontal (horizontal accountability). Por su parte, ó’donnell argumenta
que, en américa Latina, las instituciones de checks and balances son frágiles y sostiene que
la consolidación de la democracia se ve debilitada por la ausencia de controles sobre los
ejecutivos de la región. en realidad, la crítica de Przeworski incide sobre un aspecto equi-
vocado debido a que el argumento de ó’donnell se dirige a las razones (según el autor, de
naturaleza predominantemente históricas o sociológicas y no institucionales) para la falta
de efectividad de los controles. Por su parte, la crítica de Przeworski exhibe el mismo
reduccionismo en la evaluación de las democracias puesto que se orienta exclusivamente al
análisis de cuestiones vinculadas con el accountability gubernamental.

Una crítica más detallada fue presentada por moreno, crisp y shugart (2003), quienes
argumentan que la eficiencia del control se encuentra principalmente determinada por la
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calidad de la cadena de delegación entre los ciudadanos –como mandatarios o “principa-
les”–, y los políticos –como sus agentes–. en ese tipo de modelo, los autores afirman que
la responsabilización es, sobre todo, un acto de delegación. así, los incentivos para hacer
que los agentes políticos se responsabilicen por sus actos y castigar los desvíos son definidos
a través de la cadena de delegación la cual, según la naturaleza del régimen, asume distin-
tas formas. Los electores están indirectamente involucrados en la cadena de delegación
debido a que los jefes de los ejecutivos son quienes nombran a los miembros del poder judi-
cial y también a los miembros de otras instituciones similares como, por ejemplo, el ombus-
dman y los procuradores generales que deben ser ratificados por el legislativo. en sistemas
con división de poderes, la cadena de delegación hasta el ejecutivo es directa debido a elec-
ción directa o cuasi-directa del poder ejecutivo y el mandato fijo del ejecutivo y el
Legislativo. de esa forma, el electorado tiene dos agentes (tres cuando el congreso es bica-
meral) que negocian entre sí. ño obstante, los autores concluyen que no hay una delega-
ción en la relación entre esos actores debido a que los checks and balances se dan esencial-
mente en una relación entre iguales. además, esa relación –denominada de intercambio
horizontal (horizontal exchange) en lugar de responsabilización horizontal (horizontal
accountability)– no involucra sanciones salvo en las escasas situaciones en que se produce un
caso de juicio político. Por ello, estos autores rechazan el concepto de responsabilización
horizontal como un oxímoron (Idem, p. 80). desde mi punto de vista, la conclusión correc-
ta es también consistente con una visión de la representación como responsabilización.

Por lo tanto, la cuestión de fondo para moreno, crisp y shugart es que la responsabi-
lización horizontal es una función de la calidad de responsabiliación vertical entre los elec-
tores y sus representantes. si esa relación vertical es deficiente, entonces la horizontal se
verá necesariamente afectada. Los autores deducen las insuficiencias potenciales de lo que
dominan intercambio horizontal a partir de las patologías generadas por las distintas con-
figuraciones de reglas electorales y el sistema de partidos. Los sistemas centrados en los
candidatos, como los que tienen reglas electorales que incentivan la competencia intra-par-
tidaria entre candidatos (voto preferencial, voto proporcional de lista abierta), debilitan esa
conexión porque los representantes tienden a beneficiar los intereses específicos de sus
bases electorales en detrimento de cuestiones programáticas de mayor alcance. de la
misma forma –y en el polo opuesto–, los sistemas muy centralizados, en los que la selec-
ción de candidatos está monopolizada en manos de los líderes, los representantes serán res-
ponsables por las preferencias de aquellos que no son sus electores, los líderes de los parti-
dos. La naturaleza del intercambio horizontal entre los diferentes poderes y agencias autó-
nomas depende además de dos factores adicionales. Los actores institucionales deben tener
poderes que se superpongan y que sean interdependientes (overlapping powers). es decir, su
interacción es necesaria para la aprobación de las leyes o para el ejercicio del gobierno y los
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titulares de los mismos deben ser agentes con “ambiciones distintas y opuestas”. si esto no
ocurriera como, por ejemplo, cuando la mayoría de los representantes están motivados por
el patronazgo y la apropiación de rentas, no hay incentivo para que seleccionen funciona-
rios para las agencias autónomas que pueden ejercer efectivamente un control sobre tales
desvíos (inclusive las judiciales). en tales situaciones, el intercambio horizontal degenera y
se convierte en fraude. Por otro lado, si frente a los poderes no existen otros poderes super-
puestos, el intercambio mencionado asume la forma de meras alarmas de incendio que no
actúan como mecanismos de control y sanción. La conclusión normativa más general de
ese análisis es que ceteris paribus los países que adoptan la representación proporcional, con
voto preferencial o con un fuerte separación entre los liderazgos partidarios y los electores,
presentan una baja capacidad de responsabilización. Por lo tanto, el análisis realizado per-
mite observar la posibilidad de diseños proporcionales en que tales desviaciones no se pro-
duzcan.

aún cuando la literatura sobre los puntos de veto retome contribuciones importantes
para nuestro conocimiento sustantivo en política comparada, las conclusiones normativas
a las que muchos comparativistas llegan son inconsistentes. como fue señalado, el supues-
to normativo implícito es que cuanto menor sea el número de actores con poder de veto,
más eficiente será el sistema político. así mismo, cuando no se utiliza ese instrumental teó-
rico, muchos comparativistas llegan a conclusiones similares respecto de instituciones que
son pilares de los checks and balances, tales como, las cortes constitucionales, un constitu-
cionalismo fuerte y el federalismo. más de una vez, stepan ilustra dicho argumento y su
mayoritarismo se expresa de forma clara en el epígrafe de esta sección, donde se refiere al
constitucionalismo y sus supuestas implicaciones, las cuales son consideradas profunda-
mente antidemocráticas (stepan, 1999, p. 29). ese sesgo es aún más evidente en los deba-
tes sobre responsabilización.

La literatura sobre democratización y reformas está llena de ejemplos que enfatizan este
argumento. en particular, el caso brasileño es frecuentemente citado como ejemplo de
dicha patología institucional. en la literatura sobre las nuevas democracias se observa,
curiosamente, un doble sesgo: no sólo el mayoritario, sino también uno asociado con cri-
terios supra-institucionales, donde la dirección de causalidad no puede ser establecida,
pero se produce por la propia situación de subdesarrollo económico, clientelismo y patri-
monialismo. Las supuestas singularidades de esas democracias en términos de puntos de
veto contrastan con los hallazgos de la literatura sobre democracias avanzadas, cuestión que
revela que hay juicios normativos no explicitados (cf. Przeworski, 2001). Para ello, contras-
tamos las afirmaciones de ames con el análisis de Powell. ames se hace la siguiente pre-
gunta: “¿Por qué las propuestas presidenciales tan raramente emergen indemnes del
congreso?” (2002b, p. 185). Y concluye, con un tono negativo, que las “propuestas que
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sobreviven al proceso legislativo emergen desfiguradas por concesiones sustantivas y trans-
ferencias clientelistas” (Idem, p. 213). Por su parte, Powell analiza positivamente el hecho
de que “en alemania los gobiernos tienen éxito en la aprobación de aproximadamente el
85% de los proyectos que propone al Bundestag, aún cuando los mismos resultan, con
mucha frecuencia, enmendados y modificados de las formas más variadas para reflejar inte-
reses sectoriales” (2000, p. 63). conclusiones igualmente negativas –y con un fuerte sesgo
mayoritario– también son presentadas con respecto a dinamarca, donde los gobiernos mi-
noritarios con extensas coaliciones son la regla –y no la excepción– como en los Países
bajos, por lo que a pesar de su amplia calidad de la democracia, está al final del ranking
de países con una menor claridad de responsabilidad y responsabilización electoral (cf.
Powell, 2000), o bien, en términos de la incongruencia entre la práctica de gobierno y la
plataforma electoral (cf. Klingeman, Hofferbert y budge, 1994; strom, 2003).

¿deben las comisiones parlamentarias fuertes considerarse como puntos de veto o
como mecanismos que aseguran que las políticas puedan alinearse con las preferencias del
elector mediano? el sesgo mayoritario se manifiesta en el supuesto de que las propuestas
políticas presentadas por los policymakers del gobierno son necesariamente mejores que sus
versiones enmendadas debido al mandato del que fueron investidos los primeros. desde el
punto de vista de la responsabilización, las enmiendas representan mecanismos que hacen
difusas las responsabilidades cuando, en la realidad, la existencia de múltiples puntos de
veto representa una solución institucional a los problemas sociales. en sociedades étnica-
mente divididas, las instituciones del bicameralismo y del federalismo representan garan-
tías de mayor gobernabilidad, y no de lo contrario. Lo mismo se aplica ceteris paribus para
las instituciones judiciales. en el ideal mayoritario, la democracia se concretiza plenamen-
te por la aprobación de las iniciativas del ejecutivo, su implementación y el veto popular
por el mal desempeño. La popularidad de esa visión se produce por su similitud con los
mecanismos contractuales de mercado y, consecuentemente, por la posibilidad de ser ana-
lizada con el instrumental formal de modelos de tipo principal-agente, los cuales resultan
muy útiles, pero es necesario conocer sus límites. en esos modelos, la cuestión central resi-
de en cómo generar una estructura de incentivos que posibilite la minimización de agency
losses entre ciudadanos y representantes.

7. Tipos de sociedad y arreglos institucionales

La literatura de política comparada, discutida de forma bastante selectiva en las secciones
anteriores, llega a dos conclusiones esenciales. La primera es que los países que cuentan con
un diseño institucional donde la autoridad política está dispersa son peores, en términos
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de su capacidad para alcanzar objetivos colectivos nacionales y de control social sobre los
gobiernos, a los países con un diseño donde la autoridad política esta concentrada. a pesar
del antídoto desarrollado por la contribución de Lijphart, tal conclusión reproduce el jui-
cio crítico hecho por los cientistas políticos norteamericanos en la posguerra respecto de
su propio país y al ideal normativo subyacente a las instituciones políticas británicas. La
cuestión básica es que los sistemas proporcionales tienen baja capacidad de generar deci-
siones rápidas y efectivas. La literatura de política comparada que analiza las nuevas demo-
cracias llega a conclusiones similares. entre los objetivos colectivos caracterizados por la
existencia de muchos puntos de veto están la reducción de la pobreza y las reformas eco-
nómicas. en el epígrafe de este artículo, cito a stepan quien corrobora esa idea. Por su
parte, mainwaring llega a conclusiones similares en un análisis que realiza sobre el caso bra-
sileño:

[…] estas dificultades [en promover las reformas económicas] ilustran de forma extrema los
problemas que pueden surgir por una combinación institucional que promueve la dispersión
de poder entre partidos, estados y regiones en una democracia joven, que requiere de un
ejecutivo ágil (1997, p. 109).

Para varios autores, las dificultades de responsabilización también se ven potenciadas en
contextos institucionales marcados por la multiplicidad de puntos de veto.

La segunda conclusión importante es que ceteribus paribus sociedades homogéneas
generan sistemas políticos más eficientes. así, el grado de homogeneidad social mantiene
una alta correlación con el nivel de diferenciación de los propósitos o los objetivos. en con-
secuencia, cuanto más heterogéneas sean las sociedades, menos eficientes serán sus gobier-
nos. en otras palabras, cuanto más diversas sean las preferencias (o en el peor de los casos,
cuanto más polarizadas) menor será la capacidad de decisión (decisiveness) del sistema polí-
tico. dichas proposiciones indican que las expectativas de madison, de que cuanto más
extensos, numerosos y diversificados los intereses en un electorado, menores serán los ries-
gos de que una facción tiranice a las otras, deben ser revisadas. dos importantes exponen-
tes de la política comparada –cox y mccubbins– son uno de los pocos que hacen referen-
cia a esa cuestión, pero sus conclusiones son auspicias: “en la medida en que una sociedad
se vuelve más heterogénea, si el sistema político tiene un pequeño número de puntos de
veto, los riesgos de desigualdad y de sub-representación aumentarán” (2001, p. 63).

Las sociedades no son variables entre las que pueden elegir los ciudadanos ni los arqui-
tectos constitucionales. Por el contrario, su heterogeneidad u homogeneidad deben ser
consideradas como cuestiones históricamente dadas, al menos dentro de un horizonte tem-
poral razonable. Por ello, quienes diseñan las instituciones deben buscar la maximización



ACCOUNTABILITY, DISENO INSTITUCIONAL Y CALIDAD DE LA DEMOCRACIA

REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
125-154

149

de otros valores y objetivos como, por ejemplo, la legitimidad, en ausencia de la cual las
sociedades pueden, hobbesianamente hablando, degenerar en una guerra de todos contra
todos. así mismo, la legitimidad tendrá un fuerte impacto sobre la eficiencia política (deci-
siveness y resoluteness). en sociedades multiculturales, con grandes extensiones territoriales
o muy polarizadas, los diseños institucionales proporcionales son, cuanto menos, los úni-
cos arreglos viables. Los hallazgos de la política comparada tienen consecuencias normati-
vas importantes, pero para transformarse en propuestas efectivas de reforma institucional
exigen la evaluación de las características de las sociedades a las cuales se destinan. en un
mundo cada vez más globalizado, esas consideraciones se tornan a posteriori más persuasi-
vas. así, no hay reglas universales de diseño institucional, porque ellas son contingentes a
las particularidades de las sociedades.

en este trabajo, también puede presentarse una consideración, de orden más hipotéti-
co, vinculada con la preocupación de la investigación empírica por el poder explicativo y
predictivo de sus hallazgos. ¿Qué ocurriría si dichos hallazgos nos llevan a concluir que las
consecuencias de varios mecanismos de control de la autoridad política tuviesen efectos
perversos en términos redistributivos, en términos de capacidad de resolución y eficiencia
gubernamental? ¿Parte significativa de la experiencia institucional de los países con mode-
los proporcionales sería un accidente o un error histórico? ese escenario es improbable por
dos razones. en primer lugar, es preciso mencionar que, aunque no se haya realizado más
que una breve mención aquí –puesto que el presente trabajo está centrado en el análisis de
la literatura que tiene un sesgo mayoritario– existen trabajos de investigación empírica que
llega a conclusiones distintas a las que se han presentado. en tal sentido, es importante
recordar que no existe un consenso sobre los efectos de los diseños institucionales. en
segundo lugar, hay importantes motivos conceptuales para creer que el planteamiento con-
ceptual madisoniano es firme y no se desmoronará a causa de un grupo de trabajos empí-
ricos. el aspecto enfatizado a lo largo de este artículo no ha sido validado por los hallazgos
de la literatura política. Por el contrario, mi intención es llamar la atención sobre la incon-
sistencia de la utilización de parámetros mayoritarios –sobre todo el concepto de respon-
sabilización– en la evaluación de la calidad de la democracia en sociedades con modelos
institucionales proporcionales, puesto que dichos modelos buscan maximizar valores nor-
mativos divergentes. el concepto normativo central del proporcionalismo es la participa-
ción ampliada en la actividad gubernamental, y para ello, se confiere un mayor papel a la
oposición. en un nivel menos global, este ideal se manifiesta en términos de “eficiencia en
la representación”, para usar la expresión de strom (2003) más preocupada por la con-
gruencia entre políticas de gobierno y las preferencias del elector mediano.

8. Conclusión
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en este trabajo argumento que la literatura de política comparada presenta un sesgo nor-
mativo y que sus propuestas institucionales están marcadas por juicios normativos no-
explicitados. este sesgo se manifiesta más claramente en la literatura sobre las llamadas
nuevas democracias, que en la literatura sobre las democracias más consolidadas, posible-
mente, debido al influyente trabajo de Lijphart. en realidad, esta cuestión puede resultar
de los trabajos empíricos. si tal cuestión fuese analizada en términos de cuáles son las con-
secuencias sobre la gobernabilidad de un conjunto x de instituciones específicas, la respues-
ta podría ser empírica, pero tendría implicaciones normativas importantes. Por lo tanto, el
problema de fondo es establecer la variable dependiente que debe ser una proxy importan-
te de calidad de la democracia ¿se trata de la concentración o dispersión de poder?, o bien,
¿el potencial de responsabilización política de un conjunto de reglas? La concentración
genera mejores condiciones para identificar a los futuros gobiernos y distribuir claramen-
te las responsabilidades, es decir, genera una mayor responsabilización en el sentido de la
capacidad de sancionar o recompensar el desempeño. en tanto, como ha sido ampliamen-
te tratado a lo largo del artículo, la responsabilización también puede ser valorada en tér-
minos de congruencia representacional y grado de desvío de las preferencias del elector
mediano.

La literatura de política comparada es bastante inconsistente al examinar los modelos
proporcionales con parámetros supuestamente universales –tales como los que Pitkin
denomina en forma crítica accountability view de representación–. Por último, es impor-
tante señalar que las fuentes de ineficiencia política o gobernabilidad no son exclusivamen-
te institucionales. La calidad de gobernanza va a depender tanto de las reglas instituciona-
les adoptadas como de la distribución de preferencias (y, más fuertemente, de la distribu-
ción de la renta). como fue señalado por godin (1997), desde este punto de vista ideal,
la democracia no debería tener ninguna minoría persistente. allí donde existen minorías,
las reglas de mayoría imponen una constante opresión. así, los análisis positivistas en
ciencia Política pueden realizar propuestas de arreglos institucionales (terapia institucio-
nal) pero las mismas nunca tendrán un carácter universal.

La reflexión presentada en este artículo presupone que la elección constitucional en un
momento fundacional de la historia de un determinado país refleja una elección social no
arbitraria (objeto de emulación o imposición externa). es decir, se presupone que las ins-
tituciones son endógenas –esto es, son elegidas en función de los actores participantes del
juego político por sus consecuencias redistributivas, reflejando un equilibrio en el sentido
microecónomico del término–. si esto ocurre de tal forma, la elección sería optima o posi-
blemente subóptima. en tanto, dadas las limitaciones cognitivas de los actores, las conse-
cuencias distributivas (o en términos de eficiencia alocativa) no son plenamente conocidas
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ex ante. como fue señalado, el ideal normativo madisoniano de checks and balances y de
división de poderes podría –se revela como un ideal político naive – ser un espejismo colec-
tivo de proporciones históricas.

Bibliografía

ackerman, b. (2000), “the new separation of powers”. Harvard Law Review, 113 (3):
634-727, jan.

adserá a; bóIX, c. & Page, m. (2003), “are you being served? Political accountability
and quality of government”. Journal of Law, Economics and Organization, 19 (2):
445-490.

alivizatos, ñicos. (1995), “Judges as veto players”, in H. doring, Parliaments and majori-
ty rules in Western Europe, ñova York, st. martins Press.

american Political science association committee on Political Parties. (1950), “toward a
more responsible two party system”. American Political Science Review, 44: 1-99, suple-
mento.

ames, b. (2002a), The deadlock of democracy in Brazil. ann Harbor, the University of
michigan Press.

_________. (2002b), “Party discipline in the chamber of deputies”, in s morgerstern e
b. ñacif (eds.), Legislative politics in Latin America, ñova York/Londres, cambridge
University Press.

andrews, Josephine t. & móñtIñóLa, gabriella r. (2004), “veto players and the rule
of law in emerging democracies”. Comparative Political Studies, 37 (1): 55-87.

burns, James m. (1963), The deadlock of democracy: four party politics in America. ñova
York, Prentice Hall.

carol, r. & sHUgart, m. (2006), “ñeo-madisonian theory and Latin american insti-
tutions”. Working paper 03-06, center for the study of democracy, University of
california, Irvine.

cox, g. W. & mccUbbIñs, m. d. (2001), “the institutional determinants of econom-
ic policy outcomes”, in s. Haggard e m. d. mccubbins (eds.), Presidents, parliaments,
and policy, ñova York/Londres, cambridge University Press.

cranenburg, ó. v. & Kopeck, P. (2004), “Political institutions in new democracies: (not
so) hidden majoritarianism in post-apartheid south africa”. Acta Politica, 39 (3): 279-
296.

dahl, r. (1956), A preface to democratic theory. chicago, the University of chicago Press.



REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
125-154

MARCUS ANDRE MELO

152

dIamóñd, L. & mórLIñó, L. (2005), Assessing the quality of democracy. Philadelphia,
the Johns Hopkins University Press.

doring, H. (ed.). (1995), Parliaments and majority rule in Western Europe. ñova York, st.
martins Press.

fiorina, morris. (2002), “Parties, participation and representation in america: old theories
face new realities”, in I. Katznelson e H.milner (eds.), Political science: the state of the
discipline. ñova York, WWW ñorton.

geddes, b. (2003), “comparative politics”, in I.Katznelson e H. milner (eds.), Political
Science: the state of the discipline. centennial edition. ñova York, WWW ñorton.

gerring, J.; thacker, s. c. & móreñó, c. (no prelo), “a centripetal theory of demo-
cratic governance: a global inquiry”. American Political Science Review.

goodin, r. (1997), “ón constitutional design”. australian ñational University (unpub-
lished manuscript).

goodin, r. (2003), “democratic accountability: the distinctiveness of the third sector”.
Archives Européennes de Sociologie, 44 (3): 359-396.

Hirschl, r. (2004), Towards juristocracy: the origins and consequence of the new constitution-
alism. cambridge, Harvard University Press.

Haggard, s. & mccubbins, m. d. (eds.). (2001), Presidents, parliaments, and policy.
cambridge/ñova York, cambridge University Press.

Humphryes m. & bates, r. (2005), “Political institutions and economic policies: lessons
from africa”. British Journal of Political Science, 35: 403-428.

Klingeman, H-d.; Hofferbert, r. I. & budge, I. (eds.). (1994), Parties, policies and democ-
racy. boulder, Westview.

Krebiehl K. (1998), Pivotal politics: a theory of US law making. chicago, the University of
chicago Press.

Levitsky, steven & murillo, m. v. (2005), Argentine democracy: the politics of institutional
weakness. Philadelphia, Penn state University Press.

Levy, b. & spiller, P. t. (eds.). (1996), Regulations, institutions and commitment.
cambridge/ñova York, cambridge University Press.

Lijphart, a. (1984). Democracies: patterns of majoritarian and consensus government in twen-
ty-one countries. ñew Haven/Londres, Yale University Press.

_________. (1999), Pattern’s of democracy: government forms and performance in thirty-six
countries. ñew Haven/Londres, Yale University Press.

madison, J. (1982) [1788]), The federalist papers by Alexander Hamilton, James Madison
and John Jay. ñova York, bantam books.

mainwaring, s. (1997), “multipartism, robust federalism and presidentialism”, in s.
mainwaring e matthew s. shugart (eds.), Presidentialism and democracy in Latin



ACCOUNTABILITY, DISENO INSTITUCIONAL Y CALIDAD DE LA DEMOCRACIA

REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
125-154

153

America, cambridge/ñova York, cambridge University Press.
manin, b. (1995), Principes du gouvernement représentatif. Paris, calmann-Lévy.
manin, b.; Przeworski, a. & stokes, s. (1999), “Introduction”, in a. Przeworski, s. stokes

e b. manin (eds.), Democracy, accountability, and representation. cambridge/ñova
York, cambridge University Press.

majone, g. (1999), “the regulatory state and its legitimacy problems”. West European
Politics, 22 (1): 1-24.

mccubbins, m. d. & schwartz, t. (1984), “congressional oversight overlooked: police
patrol versus fire alarm”. American Journal of Political Science, 28 (2): 165-179.

mcdonald, m. & budge, I. (2005), Elections, parties, democracy: conferring the median
mandate. óxford, óxford University Press.

mcgann, a. (2006), The logic of democracy: reconciling equality, deliberation and miroity
protection. ann Harbor, University of michigan Press.

mcgann, a. & Latner, m. (2006), “consensus without veto-players: testing theories of
consensual democracies”. Working paper 03-06, center for the study of democracy,
University of california, Irvine.

mesquita, b. b.; smith, a.; silverson, a. & morrow, J. (2003), The logic of political survi-
val. cambridge, mIt Press.

moreno, e.; crisp, b. & shugart, m. d.(2003), “the accountability deficit in Latin
america”, in s. mainwaring e W. christopher (eds.), Democratic accountability in Latin
America. óxford/ñova York, óxford University Press.

ó’donnell, g.; cullell, J. v. & Iazzetta, ó. (2004), The quality of democracy: theory and
applications. South Ben, University of ñotre dame Press.

Persson, t.; roland, g. & tabellini, g. (1997), “the separation of powers and political
accountability”. The Quarterly Journal of Economics, 112 (4): 1163-1202.

_________. (2003), The economic effects of constitutions. cambridge, the mIt Press.
Pitkin, H. (1967), The concept of representation. berkeley, University of california Press.
Powell, g. b. (2000), Elections as instruments of democracy: majoritarian and proportional

visions. ñew Haven/Londres, Yale University Press.
_________. (2005), “the chain of responsiveness”, in L. diamond e L. morlino, Assessing

the quality of democracy, baltimore, the Johns Hopkins University Press.
Powell, g. b. & vanberg, g. (2000), “election laws, disproportionality, and median

correspondence: implications for two visions of democracy”. British Journal of Political
Science, 30 (3): 383-411.

Przeworski, a. (2001), “accountability social en america Latina y mas alla”, in e.
Peruzzotti e c. smulovitz (eds.), Controlando la política: ciudadanos y medios en las nue-
vas democracias latino americanas. buenos aires, temas grupo editorial.



REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
125-154

MARCUS ANDRE MELO

154

Przeworski, a.; stokes, s. c. & manin, b. (eds.). (1999), Democracy, accountability, and
representation. cambridge/ñova York, cambridge University Press.

riker, W. (1983), Liberalism against populism: a confrontation between the theory of democ-
racy and the theory of social choice. san francisco, W.H. freeman.

roller, e. (2005), The performance of democracies: political institutions and public policy.
óxford/Londres, óxford University Press.

shugart, m. s. (2001), “extreme electoral systems and the appeal of mixed-member dis-
tricts”, in m. shugart e m. P. Wattenberg (eds.), Mixed member electoral systems,
óxford/ñova York, óxford, óxford University Press.

stapan, a. (1999), “federalism and democracy: beyond the U.s. model”. Journal of
Democracy, 10 (4): 19-34.

_________. (2001), “toward a new comparative politics of federalism, (multi) national-
ism, and democracy: beyond rikerian federalism”, in _________, Arguing comparative
politics, óxford/ñova York, óxford University Press.

_________. (2004), “Institutional and partisan veto players in unitary and federal sys-
tems”, in e. gibson (ed.), Federalism and democracy in Latin America. baltimore, John
Hopkins University Press.

strom, K. (1990), Minority government and majority rule. cambridge/ñova York,
cambridge University Press.

_________. (2000), “Parties at the core of government”, in r. J. dalton e m. P.
Wattenberg (eds.), Parties without partisans: political change in advanced industrial
democracies, óxford/ñova York: óxford University Press.

_________. (2003), “Parliamentary democracy and delegation”, in K. strom, W. miller e
t. bergman (eds.), Delegation and accountability in parliamentary democracies,
óxford/ñova York, óxford University Press.

sundquist, James L. (1992), Constitutional reform and effective government. Washington,
dc, the brookings Institution (revised edition).

tate, ñ. & vallinder, t. (eds.). (1995), The global expansion of judicial powers. ñova York,
University of ñew York Press.

tsebelis, g. (2002), Veto players: how political institutions work. ñova York, russel sage
foundation/Princeton University Press.

Weingast, b. (1995), “the economic role of political institutions: market-preserving fede-
ralism and economic development”. Journal of Law Economics & Organization, 11.



PARTE 3

RESENAS BILIOGRAFICAS





REVISTA LATINOAMERICANA DE POLITICA COMPARADA

ceLaeP • Issñ: 1390-4248 • vol. ño. 5 • Julio 2011
157-159

Por un largo tiempo el Legislativo
brasileño fue escasamente estudiado,
siendo denominado como la “tierra

incógnita”. el funcionamiento interno de
las casas Legislativas, los determinantes del
comportamiento de los legisladores y su
relación con el poder ejecutivo no se cons-
tituían en cuestiones centrales de debate.
aún así, este escenario cambió radicalmen-
te con el expresivo desarrollo de los estudios
legislativos en la década de 1990, tornándo-
se, actualmente, en el área más difundida
en la ciencia Política brasileña.

dentro este contexto de ampliación
sustancial del conocimiento en el área, el
libro organizado por magna Inácio y Lúcio
rennó, se dedica a la importante tarea de
rescatar en un volumen único los principa-
les argumentos del debate y apuntar las
principales vías de desarrollo para el área a
partir de una perspectiva comparada.
valiéndose de las colaboraciones de 24 de
los más importantes investigadores del área,
la obra busca contribuir para el debate
resaltando la importancia del análisis sisté-
mico y del enfoque comparativo. en sus

más de 400 páginas, se discuten las varia-
ciones institucionales entre los países y
entre las unidades subnacionales, con el
objetivo de consolidar y avanzar en el cono-
cimiento de la institución básica del sistema
democrático.

Para esto, el libro está compuesto por
seis secciones. La primera sección se dedica
a la introducción del abordaje comparativo
en los estudios legislativos. el artículo de
Inácio y rennó realiza una evaluación de la
producción reciente sobre el Legislativo
brasileño, con base en la investigación
bibliográfica, apuntando hacia las principa-
les sub-áreas, la evolución temporal del des-
arrollo del área y las formas de publicación.
el segundo artículo de esta sección intro-
ductoria, de autoría de morgenstern y
ñegry, introduce el abordaje comparativo
en los estudios legislativos cuestionando la
aplicabilidad de los modelos estadouniden-
ses y la construcción de teorías comparati-
vas generales. a partir de una estrategia de
descomposición de las teorías en compo-
nentes más reducidos, los autores argumen-
tan que algunos modelos son muy útiles en

Magna Inácio y Lúcio Rennó (Editores)
Legislativo Brasileiro em Perspectiva Comparada
Belo Horizonte: Editora UFMG, 2009, 479 pp.
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el contexto estadounidense, pero su aplica-
ción en una tarea comparativa debe apuntar
a los presupuestos que orientan su opera-
cionalización.

La segunda sección, “Poder Legislativo:
contextos y variaciones institucionales”
comienza con el artículo de cheibub y
elkins. Los autores cuestionan la presunta
dicotomía y la homogeneidad de los siste-
mas presidenciales y parlamentaristas,
dejando clara la hibridización de la
constitución brasileña. Los autores argu-
mentan que la tipología clásica debe ser
vista con algún escepticismo, siendo las
relaciones ejecutivo-Legislativo mejores
vistas como multidimensionales. en el
segundo artículo, Limongi y figueiredo cri-
tican la tesis de la agenda dual en la cual el
ejecutivo formularía la agenda y posterior-
mente buscaría apoyo para su aprobación.
Los autores argumentan acerca de una
agenda de la mayoría, que sería compartida,
en oposición a una agenda personal del pre-
sidente. en el último artículo de la sección,
amorim ñeto vuelve al concepto clásico de
democracia consensual, aplicándolo al caso
brasileño y resaltando algunas especificida-
des del caso. según el autor, el brasil es cla-
ramente un caso de democracia consensual
en el concepto de Lijphart, sin embargo
otras medidas de democracia de consenso
referentes al proceso legislativo también
deben ser consideradas.

La tercera sección, “Legislativo y
ejecutivo”, empieza con el artículo de
saiegh sobre los determinantes de las tazas
de suceso legislativo del ejecutivo. el autor

busca posibilitar la comparación del rendi-
miento de los jefes del ejecutivo en todo el
mundo, argumentando que esta debe ser
vista como una consecuencia de las diferen-
cias de incertidumbre y no de poder, clara-
mente introduciendo el rol determinante
del contexto sobre los resultados observa-
dos. montero y sáez se dedican a la explica-
ción del suceso legislativo de los presidentes
latinoamericanos, argumentando acerca del
poder explicativo del “índice de poder ins-
titucional legislativo”. Por último, Pereira,
Power y raile se dedican a explicar el escán-
dalo del “mensalão”, que ocurrió en brasil
durante el gobierno de Lula. Los autores
cuestionan por qué un presidente con una
amplia mayoría recurrió a propinas ilegales
para garantizar el apoyo legislativo, argu-
mentando la importancia de las elecciones
de gobierno de la coalición para tal resulta-
do.

Las “elecciones Legislativas” son el
tema de la cuarta sección. rennó presenta
el concepto de “contextos electorales com-
plejos” para analizar, a partir de los resulta-
dos de un estudio de panel, cómo el
ambiente político condiciona el impacto de
los atajos cognitivos sobre el comporta-
miento del elector. deposato se dedica al
tema de la comunicación política, explo-
rando la información arrojada por las elec-
ciones brasileñas. el autor argumenta que el
sistema de representación brasileño dificul-
ta la provisión de información sustancial.
marenco analiza los modelos de voto para
el Legislativo federal brasileño explorando
sus aspectos como la participación electo-
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ral, los impactos de la migración partidaria
y el potencial de responsabilización de los
representantes. Por último, avelino y
biderman analizan el impacto electoral de
la realización de obras en la votación muni-
cipal, discutiendo la capacidad de los candi-
datos de alegar los créditos por estas accio-
nes.

La quinta sección se dedica a los
“Partidos y comportamiento electoral”,
empezando con el artículo de alemán sobre
las redes políticas que derivan de los víncu-
los de apoyo. el autor apunta la coautoría
de proyectos como una manera alternativa
de evaluar la cohesión de los partidos, la
que también proporciona elementos para la
identificación de las preferencias de los
legisladores. Inácio analiza la cuestión de la
gobernanza de las coaliciones multipartida-
ria brasileñas, explorando los problemas de
coordinación, delegación y pérdidas de
agencia dentro del poder ejecutivo. según
la autora, las pérdidas de agencia por parte
del ejecutivo son contingentes frente a fac-
tores como: el tipo de coalición, condicio-
nes políticas de los autores en el proceso
decisorio, llegando a la conclusión de que el
brasil presenta un ambiente de negociación
más complejo.

La última sección del libro habla sobre
la “competencia Política y Legislativos
subnacionales”. Lodola analiza las ambicio-
nes políticas y los cursos de carrera, explo-
rando el contexto de federalismo para com-
parar las unidades subnacionales argentinas
y brasileñas. el autor argumenta que los
factores institucionales crean incentivos dis-

tintos en brasil y en argentina, estimulan-
do así largas carreras en el primer caso, pero
no en el segundo. grohman también habla
sobre la comparación entre las unidades
subnacionales en brasil y argentina, sin
embargo, enfocado en las figuras institucio-
nales de las casas y en las relaciones que
guardan éstas con el poder ejecutivo,
explorando aspectos como los poderes
constitucionalmente fijados y la organiza-
ción interna de los Legislativos.

La discusión sobre el poder Legislativo
se ha vuelto cada vez más amplia y comple-
ja con la difusión reciente de trabajos sobre
el tema. Los artículos analizados, cada uno
en su tema específico, combinados presen-
tan una contribución general expresando la
importancia del enfoque comparativo para
la mejor comprensión del Legislativo en
contextos variados, no solamente el brasile-
ño. el resultado: una referencia obligatoria
para todos los estudiosos de la institución
central de los sistemas democráticos.
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el libro se propone a contestar las
siguientes preguntas: ¿existe un
modelo lusófono de semipresiden-

cialismo? ¿cuál sería la función del presi-
dente en los sistemas políticos de los países
lusófonos y cómo este sistema de gobierno
ha contribuido o no para la calidad y con-
solidación democrática de estos países? en
cada capítulo los autores se esfuerzan, en
primer lugar, por ubicar en el contexto his-
tórico, los regímenes políticos, después ana-
lizan los poderes de los presidentes y su rela-
ción con el sistema partidario.

en el semipresidencialismo hay un pre-
sidente electo que coexiste con un primer
ministro. a partir de esta definición, consi-
derable parte del libro está dedicada a un
esfuerzo clasificatorio basado en los pode-
res formales de los presidentes.
contestando a la primera cuestión del
libro, las semejanzas entre los regímenes
políticos de los países lusófonos ocurren
principalmente en relación a los poderes
legislativos del presidente. al compararlos
con pares europeos, los autores identifican
una marca de la lusofonía: la relación dis-

tinta del presidente con el parlamento y el
gobierno. según los autores, en razón de la
variación entre los países en los poderes no
legislativos, no existe un modelo lusófono
de semipresidencialismo. mozambique, y
principalmente angola, se destacan como
regímenes con predominancia presidencial.
guiné-bissau también se aleja del modelo
semipresidencialista portugués, así como
brasil; mientras que los países más peque-
ños se asemejan más a él.

Los autores también destacaron la inter-
acción entre el funcionamiento de los pode-
res y el sistema partidario. angola, por la
prevalencia de gobiernos mayoritarios uni-
partidarios y de la baja fragmentación par-
tidaria, funciona en la práctica como un sis-
tema presidencialista puro. el sistema mul-
tipartidario y fragmentado de guiné-bissau
impide que haya una prevalencia del presi-
dente, pese a sus extensos poderes. este país
ha sido marcado por intensos conflictos
entre los presidentes y los primeros minis-
tros, así como entre el primer ministro y su
base partidaria. cabo verde se ha caracteri-
zado por gobiernos unipartidarios mayori-

Marina Costa Lobo y Octavio Amorin Neto (Organizadores)
El semipresidencialismo en los países de lengua portuguesa
Lisboa: Imprensa de Ciências Sociais, 2009, 296 pp.
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tarios, pero con alternancia de poder, preva-
leciendo un equilibrio institucional relativo
entre el jefe de gobierno y el jefe de estado.
Por otro lado, mozambique posee un siste-
ma partidario en el cual un partido hege-
mónico controla el gobierno desde 1987, lo
que hace que en la práctica el sistema se
acerque más al presidencialismo, lo que al
mismo tiempo garantiza cierta estabilidad
institucional.

Portugal fue, por mucho tiempo, carac-
terizado por un sistema partidario fragmen-
tado, lo que resultó en gobiernos frágiles,
en los cuales el rol del presidente fue refor-
zado. sin embargo, desde la reforma consti-
tucional de 1982, los poderes presidenciales
fueron reducidos, sin que su actuación se
haya tornado insignificante. más allá de
esto, el cambio para un sistema partidario
menos fragmentado, ha reforzado la figura
del primer ministro. san tomé y Príncipe
tienen un sistema partidario relativamente
fragmentado y una volatilidad electoral que
resultó en un patrón de gobierno inestable,
que contó tanto con presidentes partidarios
como independientes. esta misma inestabi-
lidad hizo que el presidente no pudiera
sojuzgar al primer ministro y viceversa, lle-
vando a los autores a que clasificaran a este
país como una diarquía competitiva.
además, hubo una reducción de los pode-
res presidenciales en el 2003; lo que hizo
que el país se inclinara hacia el parlamenta-
rismo. Para timor Leste el diagnóstico se ve
dificultado por la novedad que representa la
democracia en el país, pero el hecho de que
el más grande partido legislativo no haya

sido jefe ni de la presidencia ni del gobier-
no, sugiere, para los autores, un patrón
diárquico para el futuro. se evidencia tam-
bién entre los países estudiados, una ausen-
cia significativa de cohabitación que se debe
a varios factores, entre ellos la predominan-
cia unipartidaria en países como angola y
mozambique.

Una de las riquezas más grandes del
libro es contextualizar las instituciones den-
tro de la historia de los países. el lector
aprende a comprender las elecciones consti-
tucionales como resultado de un complejo
proceso de negociación entre actores políti-
cos condicionado por influencias externas,
como la distribución del acceso a recursos
de poder entre los grupos políticos anterior
al establecimiento del régimen y las dispu-
tas geopolíticas internacionales, particular-
mente la guerra fría.

sin embargo, podemos comprender
cómo las reglas del juego político facilitan o
dificultan la interacción entre los actores
políticos. Pero también aprendemos cómo
las contingencias históricas pueden hacer la
diferencia en la estabilidad institucional,
como la idiosincrasia de un líder propenso
a conflictos. esto es útil para demostrar que
la elección de los agentes va más allá de una
estructura de incentivos determinada. Los
futuros análisis institucionales deben, por
lo tanto, tomar más en cuenta los contextos
y los agentes para que puedan obtener
resultados coherentes con la complejidad
que quieren explicar. en este sentido, la lec-
tura del libro nos capacita a reconocer esta
necesidad.
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La “revista Latinoamericana de Política comparada” es una publicación semestral del
centro Latinoamericano de estudios Políticos – ceLaeP. sus meses de publicación son
julio y enero de cada año.

en colaboración con académicos destacados de varios países, esta revista fue fundada
en abril del 2008 con el fin de promover la investigación, análisis y discusión científica de
temas centrales de la ciencia política.

esta publicación está dirigida a científicos, investigadores, estudiantes, así como a todas
aquellas personas que tienen interés en el análisis y conocimiento profundo de la realidad
política de américa Latina.

Las opiniones vertidas en sus páginas son de exclusiva responsabilidad de sus autores.
el ceLaeP, la revista como tal, así como las instituciones de la cual forman parte los
autores no asumen responsabilidad por los criterios vertidos en la misma.

La revista recibe durante todo el año artículos que se ajusten a la política editorial y a
las normas de presentación establecidas. Por esta misma razón, los artículos publicados
deberán ser de carácter inédito y estar dentro del área de especialidad de la ciencia políti-
ca.

cada edición responde a la estructura que ha adoptado la revista. La primera sección
ha sido definida para el debate y confrontación de teorías y conceptos en ciencia política.
Por lo general se presenta un artículo, el cual es comentado por al menos 4 especialistas.

La segunda sección esta destinada a la presentación y análisis de un tema en especial.
sus artículos –por lo general, en un número de 3 a 5– aunque se enmarcan dentro de una
temática específica, los autores tienen plena libertad para proponer nuevas perspectivas de
análisis y el uso abierto de teorías y metodologías.

si la primera parte está dedicada a aspectos más teóricos, la tercera se enfoca en cues-
tiones de método, técnicas y estrategias de investigación.

finalmente, la cuarta parte se centra en la presentación y crítica de publicaciones.
Ponemos énfasis al tratamiento de bibliografía politológica reciente y relevante.

Política Editorial
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La Fundación Hanns Seidel es una fundación polí-
tica alemana que cumple su misión inspirada en
“principios cristianos”. Fue fundada en el año
1967 y lleva el nombre del Dr. Hanns Seidel (1901-
1961), quien ocupó el cargo de Ministro de
Economía de Baviera (1947-1954) y fue Presidente
del Gobierno de Baviera (1957-1960).

Nuestros objetivos se orientan exclusiva e inme-
diatamente a la utilidad pública, como a la promo-
ción de la ayuda para el desarrollo. Nos compro-
metemos a políticas de buen gobierno, democra-
cia, estado de derecho, economía social de merca-
do y desarrollo sustentable.

El principio de autoayuda es el motivo decisivo de
toda su cooperación internacional. Las funciones
de política de desarrollo, correspondiendo a sus
ideales social-cristianos, son la construcción y el
fortalecimiento de una vida digna y humana.

- Como mediador y agente de diálogo la FHS
ayuda a encontrar fórmulas de consenso en el
plano político social interno y recomienda es-
trategias para solucionar conflictos sociales.

- Como agente de redes promueve la creación
de redes transnacionales y fortalece la incor-
poración de sus contrapartes.

- Como “think tank” desarrolla conceptos de
política y diálogo, cumple dentro de Alema-
nia y en el extranjero tareas de asesoría políti-
ca y participa en el discurso científico de rele-
vancia política.

- La Fundación Hanns Seidel facilita detalladas
nformaciones en castellano en la página web:
www.fhs.ec
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